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1) TEXTO DE LA CITACION 


“Montevideo, 2 de julio de 2004. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
ordinaria el próximo martes 6 de julio a la hora 16, a fin de 
informarse de los asuntos entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


1%) Continúa la discusión general y particular del pro- 
yecto de ley por el que se regulan los derechos y 
obligaciones de los pacientes con respecto a los 
profesionales de la salud. 

Carp. N* 514/01 - Rep. N* 478/02 y Anexo lI 


Discusión general y particular de los siguientes proyec- 
tos de ley: 


2%) por el que se aprueba el Tratado de Cooperación 
sobre Asistencia Jurídica Mutua en Materia Penal 
entre el Gobierno de la República Oriental del Uru- 
guay y el Gobierno de los Estados Unidos Mexica- 
nos, suscrito en Montevideo el 30 de junio de 1999. 

Carp. N* 1306/03 - Rep. N* 797/04 


3%) por el que se aprueba el Tratado de Extradición entre 
el Gobierno de la República Oriental del Uruguay y 
el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos, sus- 
crito en la ciudad de México el 30 de octubre de 1996. 

Carp. N* 644/97 - Rep. N* 798/04 


4%) por el que se modifica el artículo 17 de la Ley 
N?* 10.459, de 14 de diciembre de 1943, relacionado 
con multas aplicadas a empresas que participen de 
trabajos en obras públicas. 

Carp. N* 1366/04 - Rep. N* 835/04 


5”) por el que se autoriza la tramitación de pasividades 
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ante el Banco de Previsión Social por parte de fami- 
liares de beneficiarios o por terceros. 
Carp. N* 1399/04 - Rep. N* 832/04 


6”) por el que se establecen condiciones para el régimen 
de acumulación de servicios a efectos de configurar 
causal de jubilación, retiro o pensión. 

Carp. N* 1400/04 - Rep. N* 833/04 


7%) por el que se determina el contenido y funda- 
mentación de las resoluciones relativas a pasivida- 
des dictadas por el Banco de Previsión Social. 

Carp. N* 1408/04 - Rep. N* 834/04 


8”) Mensaje del Poder Ejecutivo relacionado con la so- 
licitud de venia para destituir de sus cargos a: 


- varios funcionarios de la Dirección Nacional de 
Aduanas, dependiente del Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas. (Plazo Constitucional vence el 14 
de julio de 2004. Se incluye en el Orden del Día en 
cumplimiento del artículo 62 del Reglamento del 
Cuerpo). 

Carp. N* 1382/04 - Rep. N”* 836/04 


- unafuncionaria del Ministerio de Trabajo y Seguri- 
dad Social. (Plazo Constitucional vence el 22 de 
julio de 2004. Se incluye en el Orden del Día en 
cumplimiento del artículo 62 del Reglamento del 
Cuerpo). 

Carp. N* 1386/04 - Rep. N”* 839/04 


- una funcionaria del Centro Auxiliar de Salud Pú- 
blica de Cardona, dependiente del Ministerio de 
Salud Pública. (Plazo Constitucional vence el 3 de 
agosto de 2004. Se incluye en el Orden del Día en 
cumplimiento del artículo 62 del Reglamento del 
Cuerpo). 

Carp. N* 1392/04 - Rep. N* 840/04 


Mario Farachio 
Secretario.” 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Atchugarry, Carvalho, 
Casartelli, Cid, Correa Freitas, Couriel, De Boismenu, 
Gallinal, Garat, García Costa, Heber, Herrera, Korzeniak, 
López, Millor, Mujica, Nin Novoa, Núñez, Pereira, Ponce 
de León, Pou, Sanabria, Segovia, Singer, Topolansky y 
Virgili. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores, 
Arismendi, Astori, Fernández Huidobro, Gargano, 
Larrañaga, Rubio y Xavier; y, con aviso, el señor Senador 
Riesgo. 
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3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 16 y 14 minutos.) 
- Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“La Presidencia de la Asamblea General destina varios 
mensajes del Poder Ejecutivo a los que acompañan los 
siguientes proyectos de ley: 


- porelquese modifican los artículos 123 y 124 de la 
Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995, referidos a 
las modalidades de inversión de los Fondos de Aho- 
rro Previsional. 

- ALA COMISIÓN DE HACIENDA. 


- porelque se autoriza a crear un Instituto de Inves- 
tigación Científica mediante la colaboración del Po- 
der Ejecutivo, la Universidad de la República y el 
“Instituto Pasteur” de París. 

- ALA COMISIÓN DE CIENCIA Y TECNOLOGIA. 


- porel que se aprueban dos Acuerdos por Canje de 
Notas entre el Gobierno de la República Oriental del 
Uruguay y el Gobierno de los Estados Unidos Mexi- 
canos, firmados el día 16 de abril de 2004, con modi- 
ficaciones al régimen tributario establecido en el 
Tratado de Libre Comercio celebrado en Santa Cruz 
de la Sierra, el 15 de noviembre de 2003. 

- ALA COMISION DEASUNTOS INTERNACIONALES. 


El Poder Ejecutivo remite varios mensajes: 


- solicitando acuerdo para acreditar en calidad de Em- 
bajador Extraordinario y Plenipotenciario de la Re- 
pública ante el Gobierno de la República del 
Ecuador, al señor Francisco Carlos Bustillo Bonasso. 

- ALA COMISION DEASUNTOS INTERNACIONALES. 


- Comunicando que ha promulgado los siguientes pro- 
yectos de ley: 


- porel que se autoriza la salida del país de un 
contingente militar para las Operaciones de Man- 
tenimiento de la Paz de la Organización de las 
Naciones Unidas en la República de Haití, a partir 
del 1? de junio de 2004. 


- porel que se modifica el artículo 25 del decreto- 
ley N* 14.407, de 22 de julio de 1975, referido a la 
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incompatibilidad del subsidio por enfermedad con 
otras prestaciones o retribuciones. 


- porelquese establece la contribución del Estado 
alos partidos políticos con motivo de su partici- 
pación en las elecciones nacionales a realizarse el 
31 de octubre de 2004. 


- porel que se aprueba el Memorandum de Enten- 
dimiento con la República Italiana, relacionado 
con la concesión de un crédito de ayuda para el 
sistema sanitario público. 


- porel que se extiende hasta el 31 de diciembre de 
2004, la autorización otorgada al Banco de la 
República Oriental del Uruguay, porel artículo 15 
de la Ley N* 17.523, de 4 de agosto de 2002, de 
Fortalecimiento del Sistema Bancario. 


- y porel que se autoriza la salida del país a Jefes 
de Personal Superior, Oficiales Subalternos y Per- 
sonal Subalterno de la Armada Nacional a efectos 
de participar en el Ejercicio de Operaciones de 
Mantenimiento de la Paz (Fase Anfibia), a llevarse 
a cabo en la República del Perú, en el marco del 
ejercicio combinado UNITAS XLV durante el pe- 
ríodo comprendido entre el 24 de junio y el 10 de 
julio de 2004. 

- AGREGUENSE A SUS ANTECEDENTES Y ARCHI- 
VENSE. 


- y adjuntando copia del Decreto por el que se fijan los 
coeficientes a aplicar con vigencia del 1* de julio de 
2004, en la liquidación de haberes y partidas de los 
funcionarios del Servicio Exterior. 

- TENGASE PRESENTE. 


El Ministerio de Industria, Energía y Minería remite, 
conforme con lo resuelto por el Senado en sesión de 10 de 
julio de 2003, el informe trimestral enviado por ANCAP de 
los Estados Contables al 30 de setiembre de Petrolera del 
Conosur SA y Sol Petróleo SA. 

- HA SIDO REPARTIDO 


El Ministerio de Educación y Cultura remite la informa- 
ción solicitada por la Comisión homónima del Senado en 
cuanto al asesoramiento del artículo 202 de la Constitución 
de la República referido a la designación “Liceo Puerto La 
Charqueada” al Liceo del Pueblo General Enrique Martínez, 
departamento de Treinta y Tres. 

- AGREGUESE A SUS ANTECEDENTES. 


El Ministerio de Salud Pública remite la información 
solicitada por el señor Senador José Mujica, relacionada 
con los juicios en contra de ese Ministerio, en los que se 
planteen reclamos pecuniarios. 
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El Ministerio de Industria, Energía y Minería remite la 
información solicitada por el señor Senador José Mujica 
con respecto a los juicios en trámite contra ANCAP. 

- OPORTUNAMENTE LES FUERON ENTREGADAS AL 
SEÑOR SENADOR JOSE MUJICA. 


El Ministerio de Transporte y Obras Públicas remite la 
información solicitada por el señor Senador Reinaldo 
Gargano relacionada con el proyecto Itacuruzú y la recupe- 
ración del Arroyo Conventos en el Departamento de Cerro 
Largo. 


El Ministerio de Defensa Nacional remite la información 
solicitada por el señor Senador Reinaldo Gargano sobre el 
litigio de la Administración Nacional de Telecomunicacio- 
nes con el consorcio Roggio - Stiler - American Bridge 

- OPORTUNAMENTE LES FUERON ENTREGADAS AL 
SEÑOR SENADOR REINALDO GARGANO. 


La Cámara de Representantes comunica que ha aproba- 
do los siguientes proyectos de ley: 


- porel que se aprueba el Convenio Internacional del 
Trabajo N* 184 sobre Seguridad y Salud en la Agri- 
cultura, 2001, adoptado por la Conferencia Interna- 
cional del Trabajo en la 89* reunión celebrada en 
Ginebra en junio de 2001. 

-A LA COMISION DE ASUNTOS INTERNACIONA- 

LES. 


- porel que se faculta al Ministerio de Trabajo y Segu- 
ridad Social a extender por un plazo de setenta días, 
el seguro de desempleo a ciento veinte trabajadores 
de la Fábrica Uruguaya de Neumáticos Sociedad 
Anónima (FUNSA). 

- ALA COMISION DEASUNTOS LABORALES Y SEGU- 

RIDAD SOCIAL. 


- y porel que se prohíbe, por cuarenta y ocho meses, 
la importación de ómnibus, camiones, chasis, remol- 
ques, carrocerías y otros vehículos usados. 

- ALA COMISION DE HACIENDA. 


La Comisión de Asuntos Administrativos eleva por 
vencimiento del plazo reglamentario las solicitudes de 
venia del Poder Ejecutivo para destituir de sus cargos a: una 
funcionaria del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y 
a una funcionaria del Ministerio de Salud Pública. 

- HAN SIDO REPARTIDAS. POR DISPOSICION REGLA- 
MENTARIA ESTAN INCLUIDAS EN EL ORDEN DEL DIA 
DE LA SESION DE HOY. 


La Junta Departamental de Canelones remite nota adjun- 
tando resolución de fecha 7 de junio de 2004, acusando ante 
el Senado al señor Intendente Municipal de Canelones, 
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conforme a lo dispuesto en los artículos 93 y 296 de la 
Constitución de la República. 

- ALA COMISION DE CONSTITUCION Y LEGISLA- 
CION. 


La Junta Departamental de Durazno remite copia de las 
expresiones de los señores Ediles María Arguello y Riserio 
Llanes, con destino a la Comisión de Vivienda y Ordena- 
miento Territorial, referidas a las viviendas del SIAV del 
barrio Varona de ese departamento. 

- ALA COMISIÓN DE VIVIENDA Y ORDENAMIENTO 
TERRITORIAL. 


El Congreso Nacional de Ediles cursa nota a fin de 
comunicar el informe aprobado en sesión de la Mesa Perma- 
nente celebrada en Colonia los días 8 y 9 de junio de 2004, 
relacionado con la aprobación de un proyecto de ley ten- 
diente areglamentar el uso de plaguicidas, en especial de la 
fumigación aérea. 

- ALA COMISIÓN DE GANADERIA, AGRICULTURA Y 
PESCA.” 


4) PEDIDO DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un pedido de 
informes. 


(Se da del siguiente:) 


“De conformidad con lo dispuesto por el artículo 118 de 
la Constitución de la República, la señora Senadora Marina 
Arismendi solicita se curse un pedido de informes al Minis- 
terio del Interior referido a la problemática de vecinos y 
comerciantes de la Ciudad Vieja.” 

- OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO. 


“Montevideo, 30 de junio de 2004. 


CAMARA DESENADORES 


Sr. Presidente 
Don Luis Hierro López. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Amparada en el Art. 118 de la Constitución solicito se dé 
curso al siguiente pedido de informes al Ministerio del 
Interior. 


Antecedentes: 


Se me ha informado a través de un grupo de vecinos y 
comerciantes de la Ciudad Vieja que están muy alarmados 
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y preocupados por la creciente ola de robos e inseguridad 
que están atravesando. 


Han realizado las denuncias correspondientes en la 
Seccional 1*, la cual no contaría con suficiente personal 
para atender la problemática planteada que se acrecienta día 
a día. 


Atento a lo planteado solicito se me informe: 


1.- ¿De qué personal dispone la Seccional en cuestión 
para mantener la zona bajo control y así brindar a los 
vecinos la seguridad necesaria? 


2.- ¿Cómo pueden los vecinos constatar que reciben esa 
protección de la fuerza policial? 


3.- Durante las horas más críticas; ¿son habituales las 
recorridas de control, para que los moradores de la zona se 
sientan menos inseguros porque cuentan con el apoyo de 
la fuerza pública? 


Sin otro particular, saluda muy atentamente. 


Marina Arismendi. Senadora.” 


5) PROYECTOS PRESENTADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un proyecto 
presentado. 


(Se da del siguiente:) 


“La señora Senadora María Julia Pou y el señor Senador 
Enrique Rubio presentan, con exposición de motivos, un 
proyecto de ley por el que se crea el Programa Nacional de 
Investigación Científica, Tecnológica e Innovación”. 

- ALA COMISIÓN DE CIENCIA Y TECNOLOGIA. 


(Texto del proyecto de ley presentado:) 


“PROGRAMA NACIONAL DE 
INVESTIGACION CIENTIFICA, TECNOLOGIA 
EINNOVACION 


PROYECTO DELEY 


CAPITULOI - INTERES NACIONAL, DEFINICIONES Y 
OBJETIVOS 


Artículo 1”.- Programa Nacional de Investigación Cien- 
tífica, Tecnología e Innovación. 


Créase el Programa Nacional de Investigación Científi- 
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ca, Tecnología e Innovación. En el marco de éste actuarán 
los organismos e instituciones a que refiere la presente ley, 
en la forma y con los cometidos y responsabilidades que en 
cada caso se determinan, conforme a los procedimientos 
que en ella se establecen y con los objetivos siguientes: 


En lo inmediato, procurar la solución de los problemas y 
dificultades más urgentes que en materia de organización, 
coordinación y financiamiento afectan a las actividades 
referidas. 


En los plazos que la reglamentación establecerá, pro- 
pender a la creación de un Sistema Nacional Integrado de 
Investigación Científica, Tecnología e Innovación. 


Artículo 2*.- Interés Nacional Prioritario. 


Declárase de interés nacional prioritario el desarrollo de 
la investigación científica en general, incluyendo la inves- 
tigación básica, la investigación tecnológica y la innova- 
ción, concebidas como instrumentos fundamentales para el 
desarrollo humano, social, cultural, educacional y produc- 
tivo del país y el bienestar de su población. 


En la gestión del Estado, de las empresas públicas, Entes 
autónomos, servicios descentralizados y administraciones 
municipales, se tendrá especialmente presente como ele- 
mento orientador el estímulo y la promoción de estas acti- 
vidades, su coordinación y armonización, así como la asig- 
nación apropiada y suficiente de recursos. 


El Estado procurará incentivar apropiadamente los es- 
fuerzos del sector privado, en forma coordinada con las 
políticas públicas que se elaboren al respecto, y facilitará y 
apoyarálos emprendimientos e iniciativas provenientes del 
mismo. 


Artículo 3”.- Definiciones. 


Se entiende por Investigación Científica la actividad de 
creación de conocimiento objetivo, susceptible de ser ve- 
rificado o falseado y de constituir la base de creaciones 
ulteriores, según un cierto programa o sistema de pensa- 
miento. 


La Investigación Básica o Fundamental apunta a la 
comprensión del universo y busca leyes generales sobre 
hechos naturales o entidades abstractas. 


La Investigación Tecnológica busca el conocimiento 
científico de procesos, herramientas, máquinas, sustan- 
cias, formas de organización u otros elementos que dan 
soporte material a la civilización y al trabajo. 


Entiéndese por Innovación la aplicación de conocimien- 
to novedoso a la producción de bienes o servicios. 
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Artículo 4”.- Objetivos. 


La investigación -en las distintas variantes definidas en 
el artículo anterior-, el aprovechamiento tecnológico de los 
conocimientos y la innovación, orientadas en función del 
interés nacional y del aporte nacional al conocimiento 
universal, serán promovidos en todos sus aspectos y en 
todas sus fases y constituirán un objetivo fundamental de 
la gestión del Estado uruguayo, en tanto se consideran 
imprescindibles para lograr un desarrollo armónico, equita- 
tivo y sustentable, la creación de nuevas fuentes y oportu- 
nidades ocupacionales, así como el avance sostenido en 
materia de salud, educación, cultura, comunicación, infor- 
mación y en general en la calidad de vida y el bienestar de 
la población. 


Complementariamente, el Estado propenderá a favore- 
cer la formación y desarrollo de los recursos humanos 
calificados requeridos, fomentará la relación constructiva y 
de cooperación entre los sectores productivos, industria- 
les, de servicios y académicos y facilitará los medios que 
aseguren los intercambios y vinculaciones internacionales 
que son propios de este tipo de actividades y necesarios 
para su mejor despliegue. Propenderá también a mantener 
informada a la sociedad en su conjunto de los avances, 
importancia y retorno que generan las actividades de Cien- 
cia, Tecnología e Innovación. 


CAPITULO II - MARCO INSTITUCIONAL 


Sección 1 - El Consejo Nacional de Investigación, 
Científica, Tecnología e Innovación 


Artículo 5”.- Consejo Nacional de Investigación Cien- 
tífica, Tecnología e Innovación 


Créase el Consejo Nacional de Investigación Científica, 
Tecnología e Innovación, como órgano desconcentrado del 
Poder Ejecutivo, sin perjuicio de su facultad de avocación. 
Sus cometidos serán: 


1. Discutir y formular las políticas de Estado en la 
materia a los efectos de la selección de las áreas 
prioritarias, el estímulo de las actividades referidas, 
la generación de proyectos, la coordinación entre el 
sector público y el privado, la provisión y adminis- 
tración del financiamiento adecuado, en los términos 
establecidos en esta ley. 


2. Asegurar la mejor formación de los recursos huma- 
nos y cooperar en la articulación entre los diversos 
niveles de la enseñanza. 


3. Asesorar y emitir opinión para la elaboración y la 
redacción de los proyectos de ley y reglamentación 
que se considere pertinentes, a más de los que le son 
cometidos directamente por la presente. 
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4. Asesorar y emitir opinión sobre el presupuesto na- 
cional en lo que dice relación con las medidas de 
fomento a la investigación en su sentido más amplio, 
ala innovación y al desarrollo de capacidades nacio- 
nales. 


5. Convocar a la presentación de iniciativas y proyec- 
tos de interés nacional en coordinación con los res- 
tantes organismos e instituciones a que refiere la 
presente ley. 


6. Supervisar y armonizar el desarrollo de las tareas y la 
acción de los organismos que, conforme a esta ley, se 
diseñan para actuar dentro de su órbita, sin perjuicio 
de las facultades propias del Comité Ejecutivo Nacio- 
nal en la materia. 


7. Proyectar y proponer su presupuesto, que será so- 
metido a la consideración del Poder Ejecutivo. 


8. Elaborar el Proyecto para la creación de un Sistema 
Nacional integrado de Investigación Científica, Tec- 
nología e Innovación, sobre la base de los criterios 
y definiciones contenidos en la presente ley. La 
reglamentación fijará los plazos pertinentes. 


El Consejo será responsable en última instancia de la 
concertación y cooperación de políticas en materia de in- 
vestigación científica, tecnológica e innovación entre el 
sector productivo privado y el Estado -incluidos los Entes 
autónomos y servicios descentralizados e institutos 
paraestatales así como las administraciones municipales- 
procurando evitar la duplicación de esfuerzos y garantizar 
la mejor administración de los recursos, la interacción y 
cooperación entre los diversos emprendimientos y la armo- 
nización de los mismos en la búsqueda de la mayor eficien- 
cia y los mejores resultados. 


Artículo 6”.- Integración del Consejo Nacional. 


El Consejo Nacional se integrará con las siguientes 
personas: 


a) El Director Nacional, que lo presidirá. 


b) Un delegado de cada uno de los Ministerios de 
Educación y Cultura, de Industria y Energía, de Salud 
Pública, de Ganadería, Agricultura y Pesca, de Vi- 
vienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, 
de Relaciones Exteriores, de Economía y Finanzas, de 
Trabajo y Seguridad Social, así como de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, de rango no inferior a 
Director General. 


c) Dos representantes de la Universidad de la Repúbli- 
ca. 
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d) Un representante de las Universidades Privadas re- 
conocidas por el Estado. 


e) Unrepresentante del CODICEN. 


f) Un representante de la Cámara de Industrias. 


g) Un representante de las asociaciones de producto- 
res agrarios. 


h) Un representante del PIT-CNT. 


1) Tres delegados de los programas académicos que 
más adelante se indica. 


3) Un representante del Congreso Nacional de Inten- 
dentes. 


k) Un representante del INIA. 


1) Un representante del LATU. 


m) Un representante de DILAVE. 


n) Un representante del IIBCE. 


o) Un representante de las ONGs. 


p) Un representante de UTE. 


q) Un representante de ANCAP. 


r) Un representante de OSE. 


s) Un representante de ANTEL. 


t) Un representante de UNIT. 


Representantes de otras organizaciones podrán ser in- 
corporados a propuesta del Consejo y con aprobación del 
Poder Ejecutivo. 


Artículo 7”.- Régimen de Sesiones. Resoluciones. 


El Consejo se reunirá como mínimo una vez al mes en 
forma ordinaria, y en cualquier momento en sesión extraor- 
dinaria a convocatoria del Director Nacional o a solicitud de 
un mínimo de cinco de sus integrantes. 


Sus resoluciones se adoptarán por mayoría simple de 
presentes. En caso de empate, el Director Nacional gozará 
de doble voto a efectos de asegurar la adopción de resolu- 
ción. 
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La reglamentación establecerá la forma de convocatoria 
y los procedimientos para la confección del Orden del Día 
de sus sesiones. 


Artículo 8”.- Comité Ejecutivo Nacional de Investiga- 
ción Científica, Tecnología e Innovación. 


El Consejo Nacional de Investigación Científica, Tecno- 
logía e Innovación estará encabezado por un Comité Ejecu- 
tivo Nacional encargado de coordinar e impulsar su activi- 
dad, con especial atención a la generación y extensión de 
las políticas públicas en la materia, y la responsabilidad de 
propiciar estas actividades y promover la provisión de los 
recursos necesarios para su desarrollo eficaz. 


Se integrará con tres miembros que deberán necesaria- 
mente ser personas de competencia reconocida en la mate- 
ria, designadas de manera directa por el Presidente de la 
República, quien, a tales efectos, deberá tener presente una 
lista de candidatos propuestos por la Universidad de la 
República, el sector académico privado, las organizaciones 
de trabajadores y empresarios y los programas académicos 
que más adelante se indican. 


Estará encabezado por su Presidente, con el cargo de 
Director Nacional de Investigación Científica, Tecnología e 
Innovación, quien presidirá las sesiones del Consejo. Los 
miembros restantes tendrán el carácter de vocales. 


Los integrantes del Comité Ejecutivo Nacional serán 
considerados a todos los efectos como personal de con- 
fianza y se desempeñarán en régimen de dedicación total. 


Sus resoluciones se adoptarán por mayoría de votos. En 
caso de empate el Presidente gozará de doble voto deciso- 
rio. 


Artículo 9”.- Cometidos del Comité Ejecutivo Nacional 
de Investigación Científica, Tecnología e Innovación. 


Sus cometidos serán: 


1) Dirigir el Consejo Nacional de Investigación, Cientí- 
fica, Tecnología e Innovación, asegurando la convo- 
catoria regular de sus sesiones, la efectividad de las 
mismas y el registro de sus contenidos. 


2) Proponer políticas concretas, planes e iniciativas en 
la materia. 


3) Reunir la información pertinente en relación a planes, 
proyectos, iniciativas, propuestas y oportunidades; 
organizarla y ponerla a disposición de todos los 
actores involucrados o interesados en estas activi- 
dades. 
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4) Facilitar laimplementación de los planes, proyectos 
e iniciativas que se hubieren definido, asícomo de las 
políticas públicas elaboradas en la materia. 


5) Contribuir a la preparación de los proyectos de ley o 
de las reglamentaciones que fueren necesarios en 
materia de Investigación Científica, Tecnología e 
Innovación, en base a las resoluciones que en la 
materia adopte el Consejo. 


6) Impulsar y orientar la labor del Consejo, procurando 
asegurar el cumplimiento de sus cometidos. 


7) Supervisar y orientar en forma directa la labor de la 
Agencia Nacional y la Mesa Consultiva a que refie- 
ren los artículos siguientes. 


8) Evaluar periódicamente la marcha de las diferentes 
fases del Programa Nacional y comunicar sus resul- 
tados al Gobierno Nacional, las instituciones inte- 
grantes del Programa y a la sociedad. 


Sección 2 - Organismos complementarios 


Artículo 10.- Agencia Nacional de Desarrollo de la 
Investigación Científica, Tecnología e Innovación 


Créase la Agencia Nacional de Desarrollo de la 
Investigción Científica, Tecnología e Innovación, como 
dependencia del Consejo Nacional, con los siguientes co- 
metidos: 


a) Orientar y estimular la vinculación efectiva entre los 
sectores productivos y académicos, mediante la ar- 
ticulación, definición y promoción de proyectos. 


b) Formular los programas de los proyectos con- 
cursables. Definirá y someterá a la aprobación del 
Consejo Nacional las áreas de prioridad y su equili- 
brio con los llamados en temas libres. A tales efectos, 
promoverá anualmente la incorporación a los presu- 
puestos de los institutos competentes, de un porcen- 
taje no inferior al 15% del total de los mismos en 
calidad de reserva para apoyar las iniciativas de gran 
calidad e interés que por cualquier circunstancia no 
hayan sido previstas o incluidas en las áreas de 
prioridad. 


c) Establecer programas de estímulo a la vinculación, 
cooperación y coordinación de los sectores produc- 
tivos y académicos. 


d) Propender a la mayor calidad de la producción, apo- 
yando programas de certificación y acreditación ela- 
borados por los organismos competentes y facilitan- 
do el acceso a dichos programas por parte de las 
empresas, especialmente las pequeñas y medianas. 
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Se comprende en esta iniciativa la certificación se- 
gún normas y asimismo la certificación de productos 
o de organizaciones. 


d) Asesorar en la fijación de los fondos presupuestales 
a asignar a las distintas actividades, instituciones y 
organismos que actuarán en el marco del Programa 
Nacional a que se refiere la presente ley. 


e) Orientar la obtención de fondos sectoriales e interna- 
cionales para el desarrollo de las actividades que 
constituyen el objetivo de la presente ley. 


La Agencia se compondrá de seis miembros, designa- 
dos, de su seno, por el Consejo, quienes representarán a los 
sectores involucrados, en particular, los Ministerios, la 
Universidad de la República, las Universidades Privadas 
reconocidas por el Estado, los Programas de Desarrollo 
Académico y las asociaciones gremiales representativas de 
los sectores productivos -empresarios y trabajadores-. Será 
presidida por uno de los vocales, integrante del Comité 
Ejecutivo Nacional. 


Artículo 11.- Mesa Consultiva para adquisiciones tec- 
nológicas. 


Créase la Mesa Consultiva para Adquisiciones Tecno- 
lógicas como dependencia del Consejo Nacional, con los 
siguientes cometidos: 


a) Asesorar al Poder Ejecutivo, a la Administración 
Central, a los Entes Autónomos y Servicios Descen- 
tralizados, así como a las Administraciones Munici- 
pales y, en su caso a los Poderes Legislativo y 
Judicial en materia de compras de productos, servi- 
cios o procedimientos que involucren la tecnología 
en cualquiera de sus manifestaciones. 


b) Procurará en todo momento y oportunidad promover 
la adquisición de bienes y servicios de producción 
nacional cuando existan en el ramo o respecto de la 
actividad o necesidad de que se trate, y resulten 
razonablemente equivalentes en calidad, desempeño 
o prestaciones a los similares de origen extranjero. 


c) Contribuirá a la selección adecuada de los productos 
y servicios, teniendo en cuenta las disponibilidades 
de recursos, el carácter y alcance de las necesidades 
específicas que se trata de atender, el grado de 
desarrollo de la producción nacional y los requeri- 
mientos de incorporación de nuevas tecnologías. 


d) Estimulará y aconsejará la asociación de entidades 
estatales para la adquisición conjunto de bienes y 
servicios tecnológicos de forma de asegurar la utili- 
zación más eficaz de los recursos, la homogeneidad 
de las soluciones en el seno del Estado y el no incurrir 
en duplicaciones o incompatibilidades. 
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e) Tendrá presente el criterio de orientar las adquisicio- 
nes tecnológicas en forma de incentivar su aprove- 
chamiento y ulterior desarrollo por parte de los in- 
vestigadores y científicos locales. 


La Mesa consultiva será presidida por uno de los voca- 
les integrantes del Comité Ejecutivo Nacional y se integrará 
además con cuatro miembros elegidos de su seno por el 
Consejo Nacional, que permanecerán en su cargo hasta un 
máximo de dos años. 


Artículo 12.- De las consultas a la Mesa. 


Las consultas a la Mesa serán preceptivas en todos los 
casos de adquisición, arriendo o contratación de bienes y 
servicios tecnológicos. 


Su opinión será tenida especialmente en cuenta en la 
redacción de los pliegos de llamado a licitación en estas 
materias. Actuarán en relación directa con las Comisiones 
Asesoras de Adjudicaciones y deberá requerirse su opi- 
nión en forma previa a la adopción de las decisiones finales 
de adjudicación. 


La reglamentación dispondrá los procedimientos a se- 
guiren cada caso para la implementación del asesoramiento 
de la Mesa Consultiva, buscando asegurar que éste no 
entorpezca los procesos de adquisición. 


Sección 3 - Programas de Desarrollo Académico - La 
Carrera de Investigador 


Artículo 13.- Programas de Desarrollo Académico. 


Existirán tres Programas de Desarrollo Académico autó- 
nomos, que funcionarán con independencia en sus áreas 
específicas y coordinarán sus actividades a través del 
Consejo Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación. 
Dichos programas son: 


Pedeciba (Programa de Desarrollo de Ciencias Básicas) 


Pedetec (Programa de Desarrollo Tecnológico) 


Pedeciso (Programa de Desarrollo de las Ciencias Socia- 
les) 


Tendrán por cometido en las respectivas áreas, estable- 
cer con carácter general las normas de calidad y las políticas 
de desarrollo académico, organizar y supervisar las activi- 
dades curriculares de postgrado y gestionar la formación de 
los recursos humanos. 


En particular -y de manera no excluyente- tendrán a su 
cargo: 
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a) La definición y administración de las becas de post- 
grado. 


b) La fijación y organización de los programas de movi- 
lidad. 


c) La definición y organización de la carrera del perso- 
nal de apoyo a la investigación. 


d) La organización y administración de la realización de 
pasantías en o desde el exterior. 


Artículo 14.- Presupuesto y administración de fondos. 


Cada uno de estos Programas de Desarrollo Académico 
formulará su presupuesto y administrará autónomamente 
sus recursos, bajo la supervisión del Consejo Nacional, con 
obligación de rendición de cuentas, sujeción a inspeccio- 
nes periódicas y responsabilidad de sus directores. 


Artículo 15.- La carrera de Investigador. 


1) Los Programas de Desarrollo Académico tendrán a 
su cargo en conjunto, y en un plazo máximo de 180 
días a contar de la vigencia de la presente ley la 
elaboración del proyecto de reglamentación de: 


a) Creación y planificación de la carrera de investi- 
gador, fijando sus características, exigencias y 
formas de reconocimiento académico así como 
sus planes de estudio y de trabajo. 


b) El registro y administración de las suscripciones 
en forma coordinada y unificada para todo el 
sistema académico. 


2) A los efectos del proyecto de reglamentación de 
la carrera de investigación, se tendrán especialmente 
en cuenta los siguientes criterios: 


a) El investigador deberá tener inserción 
institucional, asegurándose que su investigación 
se vierta a la formación de recursos humanos o a 
la innovación. 


b) La carrera de Investigador se desarrollará en un 
mínimo de 3 y un máximo de 4 niveles. 


c) Se establecerá el principio general de la evalua- 
ción y calificación periódicas y permanentes a lo 
largo de toda la carrera. 


d) Para la evaluación y calificación se tendrán en 
cuenta especialmente las comunicaciones acadé- 
micas arbitradas, los proyectos, las aplicaciones 
tecnológicas y los productos que incorporen ele- 
mentos de innovación, resultantes de la actividad 
del investigador. 
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e) Los Programas Académicos tendrán a su cargo el 
pago de los salarios completos o, en su caso, de 
los complementos salariales que se establezcan, 
conforme a una escala relacionada con el rango, 
dedicación y nivel de actividad. 


f) Podrán establecer otras formas de estímulo, como 
apoyo a las infraestructuras de investigación, 
fondos para contratación de colaboradores u 
otros. 


g) Se facilitará la movilidad horizontal de los inves- 
tigadores, a fin de que puedan migrar sin dificul- 
tades de un Programa a otro. 


h) Se facilitará asimismo la movilidad hacia o desde 
empresas y, bajo la supervisión académica del 
programa respectivo, estas actividades serán 
consideradas plenamente a los efectos de la eva- 
luación y la calificación de los interesados. 


1) Deberá incluirse la financiación de un número 
significativo de personal de apoyo y auxiliares de 
los grupos de investigación, que estarán a cargo 
de los respectivos Programas Académicos. 


j) Se incluirá asimismo la financiación de becas de 
investigación a nivel de maestría, de doctorado y 
de postdoctorado. 


Artículo 16.- Reglamentación (remisión) 


La organización y funcionamiento de los Programas de 
Desarrollo Académico que no estén actualmente estableci- 
das, serán dispuestas por la reglamentación de esta ley, 
siguiendo el modelo vigente del Pedeciba, sin perjuicio de 
los ajustes que se considere necesarios en éste con el 
objeto de armonizarlo con las disposiciones de la presente 
ley. 


Cométese al Poder Ejecutivo el dictado de esta regla- 
mentación en un plazo que no excederá de 120 días a partir 
de la vigencia de la presente ley. 


Sección 4 - Instituciones Asociadas al Programa 
Nacional 


Artículo 16.- Otras instituciones Asociadas al Pro- 
grama. 


Además de los organismos e institutos que actúan en el 
marco de este Programa Nacional conforme a las disposicio- 
nes de la presente ley, se considerarán asociadas al mismo 
las siguientes instituciones: 


1. La Universidad de la República 
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2. El Instituto Nacional de Investigaciones Agrícolas 
(INIA). 


3. El Instituto de Investigaciones Biológicas Clemente 
Estable (IIBCE). 


4. LaDILAVE (ex Rubino). 
5. El Instituto Uruguayo de Normas Técnicas (UNIT). 
6. El Laboratorio Tecnológico del Uruguay (LATU). 


7. Las Universidades reconocidas por el Estado con- 
forme a la ley, que podrán incorporarse al Programa 
en forma voluntaria, también en carácter de asocia- 
das y con las modalidades de inserción y participa- 
ción definidas en la presente. 


8. Otras que pueda proponer el Consejo y sean aproba- 
das por el Poder Ejecutivo. 


Artículo 17.- Inserción en el Programa Nacional. 


Las instituciones referidas en los numerales 1 a 6, del 
artículo anterior mantendrán su estatuto jurídico, sus com- 
petencias, su organización y su inserción institucional 
actuales. Sin perjuicio de ello, y con el fin de armonizar sus 
actividades con el Programa Nacional, y con vistas a su 
incorporación plena al futuro Sistema Nacional Integrado, 
deberán: 


a) Prestar su cooperación y asegurar su participación 
preceptiva en las instancias y organismos creados 
por la presente ley. 


b) Proponer, en el término de 180 días a contar de la 
entrada en vigencia de ésta, los criterios y elementos 
que, asu criterio, deberá tener en cuenta la reglamen- 
tación con el fin de asegurar la coordinación de 
tareas y proyectos que constituye uno de los obje- 
tivos esenciales de la misma. 


c) Adoptar, dentro del ámbito de sus competencias y en 
cuanto correspondiere, las disposiciones necesarias 
para hacer posible suinserción activa en el Programa. 


d) Emitir su opinión en relación a la forma y condiciones 
de suincorporación al futuro Sistema Nacional Inte- 
grado. 


CAPITULO MI - FINANCIACION 


Artículo 18.- Financiación del Programa. 


El Programa Nacional se financiará con los siguientes 
recursos: 
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a) En los casos en que así corresponda, los que aporte 
el Estado en el marco del Presupuesto Nacional, 
teniendo presente el interés nacional prioritario de- 
finido en la presente ley. 


b) Los que los organismos e instituciones que actuarán 
en el marco del Programa y a las que se hace referen- 
cia en el Capítulo II - Marco Institucional, obtengan 
como fruto de su actividad en carácter de royalties, 
proventos, honorarios o por cualquier otro concep- 
to, en cuanto el ingreso correspondiente derive en 
forma directa de las labores desarrolladas. 


c) Los provenientes de convenios de cooperación, 
aportes voluntarios, legados y donaciones. 


d) Los suministrados por organismos internacionales 
en cuanto fueren ventajosos y compatibles con el 
interés nacional y no generaren cargas financieras 
que comprometan el futuro de la actividad de que se 
trate o resulten excesivamente onerosos o incidan en 
los niveles de endeudamiento previstos por el Poder 
Ejecutivo. 


e) Los que se generaren como Fondos Sectoriales, en la 
forma prevista por el artículo siguiente. 


Como criterio general se establece el de promoción y 
facilitación de la financiación de las actividades del Progra- 
ma y las instituciones que lo componen en forma indepen- 
diente, a partir de su propia actividad o a través de los 
Fondos Sectoriales. 


Artículo 19.- Fondos Sectoriales. 


Cométese al Poder Ejecutivo la elaboración de un Pro- 
yecto de Ley de Creación de los Fondos Sectoriales que 
promueva la investigación y desarrollo en actividades que 
se desarrollan en el país, sobre las siguientes bases: 


a) Los entes comerciales e industriales del Estado apor- 
tarán a estos Fondos un porcentaje de su ganancia o 
valor agregado, que liquidarán y abonarán mensual- 
mente al Consejo Nacional, quedando su distribu- 
ción a cargo de éste, bajo responsabilidad directa de 
su Comité Ejecutivo. 


b) A los efectos de dicha distribución, la liquidación 
discriminará los importes correspondientes a las dis- 
tintas áreas de actividad que les hayan dado origen. 


c) A través del Consejo Nacional, y bajo responsabili- 
dad del Comité Ejecutivo, los Fondos así recaudados 
se asignarán de la siguiente manera: 


1) un 60% a distribuirentre la olas instituciones que 
Operan en el área de investigación, tecnología o 
innovación que corresponde según la actividad 
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d) 


e) 


material de que provienen, la especificidad del 
ente comercial o industrial de que se trate y las 
discriminaciones realizadas en las respectivas li- 
quidaciones o para llamados a proyectos en el 
área en cuestión. 


1i) un 15% para los programas académicos en su 
conjunto. 


111) un 10% para la actividad de investigación y desa- 
rrollo en la Universidad de la República. 


1v 


= 


un 10% para las restantes instituciones estatales 
O paraestatales que forman parte del Programa o 
se encuentran asociadas a él. 


v) un 5% para el funcionamiento del Consejo Nacio- 
nal, su Comité Ejecutivo y demás organismos 
creados en su órbita por la presente ley. 


En todos los casos de adquisición de bienes o con- 
tratación de servicios por parte de la Administración 
Central, los Entes Autónomos, Servicios Descentra- 
lizados e Intendencias Municipales, sea en forma de 
compra directa o através de licitación, cuyo provee- 
dor principal sea de origen extranjero, del precio 
ofertado se deducirá un porcentaje que se liquidará, 
destinará y distribuirá de la misma forma indicada en 
los literales anteriores. Los importes correspondien- 
tes serán considerados a todos los efectos también 
como Fondos Sectoriales. 


Se propenderá a extender esta reglamentación a las 
empresas privadas que provean servicios públicos. 


CAPITULOTIV -DISPOSICIONES 
COMPLEMENTARIAS 


Artículo 20.- Normas de facilitación 


D 


Cométese al Comité Ejecutivo Nacional del Progra- 
ma, la elaboración de un Proyecto de Ley a fin de 
instar la modificación de la legislación vigente en 
materia de Asociaciones Civiles y Fundaciones, so- 
bre las siguientes bases: 


a) Dichas modificaciones regirán exclusivamente 
para la Asociaciones Civiles y Fundaciones que 
tengan por objeto actividades, emprendimientos 
o acciones directamente relacionadas con el de- 
sarrollo de la Investigación Científica, la Investi- 
gación y aplicación tecnológica de la ciencia y la 
promoción de los procesos de innovación, así 
como la educación y formación de recursos huma- 
nos para estos fines. 


b) Se procurará simplificar la constitución de las 
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Asociaciones Civiles y la creación de las Funda- 
ciones que tengan el objeto referido, la organiza- 
ción interna y el régimen de funcionamiento, sin 
perjuicio de los controles y responsabilidades 
pertinentes. 


c) Tratándose de las Asociaciones Civiles que ten- 
gan como objeto exclusivo el indicado en el lite- 
ral a), se establecerá expresamente que los 
proventos, honorarios, royalties y demás ingre- 
sos resultantes de su labor no se considerarán 
integrantes del concepto de lucro vedado a tales 
instituciones, nise concebirá la actividad corres- 
pondiente como orientada por dicha finalidad. 


Cométese asimismo al Comité Ejecutivo Nacional 
referido, la elaboración de un Proyecto de Ley des- 
tinado a facilitar formas de asociación flexibles entre 
las diversas instituciones que actuarán en el marco 
del Programa Nacional, asícomo los agentes y empre- 
sas del sector privado, cuando las mismas tengan por 
finalidad el desarrollo de la Investigación Científica, 
la Investigación Tecnológica, la aplicación tecnoló- 
gica de la ciencia y la promoción de los procesos de 
innovación, así como la educación y formación de 
recursos humanos para estos fines. 


En ambas reglamentaciones, se dispondrá la necesi- 
dad de inscribir la Asociación Civil, la Fundación y, 
en su caso, el contrato de asociación respectivo en 
los registros especiales que, a tales efectos, llevará 
el Consejo Nacional. 


Artículo 21.- Cooperación Internacional. 


En la ejecución del Programa Nacional se promoverá la 
cooperación internacional en su más amplia extensión. A 
tales efectos el Consejo Nacional: 


a) 


b) 


c) 


d) 


Arbitrará los medios para asegurar un fluido 
relacionamiento con los institutos, organismos, uni- 
versidades y demás organizaciones afines de origen 
extranjero. 


Procurará identificar en forma prioritaria aquellos 
cuya actividad, cometidos y áreas de trabajo se ajus- 
ten en mayor medida a los requerimientos del desa- 
rrollo de un sistema nacional de Investigación Cien- 
tífica, Tecnología e Innovación. 


Instará la suscripción de los acuerdos que fuere 
necesario estipular, teniendo presentes los objeti- 
vos del sistema y los requerimientos del interés 
nacional. 


Estimulará y facilitará la articulación del Programa y 
los organismos e instituciones que lo componen en 
las redes existentes o a crear, con especial atención 
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a la incorporación a las mismas de los científicos, 
investigadores y demás especialistas de nacionali- 
dad uruguaya que desarrollan actividades en el exte- 
rior. 


e) Procurará, cuando ello sea compatible con el interés 
nacional o necesario para el desarrollo de las activi- 
dades de Investigación Científica, Tecnología e In- 
novación, la instalación de agencias, filiales, centros 
regionales u otras dependencias de las instituciones 
internacionales que juzgare pertinente. 


f) Cuando las circunstancias lo aconsejen o resulte 
necesario, promoverá y supervisará la cooperación 
de instituciones y científicos extranjeros con fines 
de asesoramiento y evaluación, pudiendo promover 
la creación de uno o más Comités Consultivos. 


Artículo 22.- Cooperación a nivel regional. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, el 
Programa Nacional procurará establecer los mecanismos 
que aseguren, con carácter prioritario, la cooperación re- 
gional en las materias que son objeto de la presente ley, con 
especial énfasis en el área del MERCOSUR. 


Artículo 23.- Prospectiva. 


La Administración Central, los Entes Autónomos y Ser- 
vicios Descentralizados, las instituciones paraestatales y 
las Intendencias Municipales, informarán al Comité Ejecu- 
tivo Nacional de sus planes y proyectos que involucren 
elementos relacionados con la Investigación Científica, la 
Tecnología y la Innovación, así como sus requerimientos en 
materia de adquisiciones futuras de bienes y la contratación 
de servicios, con el objeto de hacer posible determinar con 
suficiente antelación la posibilidad de que los suministros 
respectivos sean producidos o desarrollados por institu- 
ciones o empresas nacionales, sin perjuicio de su asocia- 
ción eventual, transitoria o aún de largo plazo con sus 
similares extranjeros. 


Artículo 24.- Preferencia al origen nacional. 


En todas las licitaciones públicas para la adquisición de 
bienes y la contratación de servicios que involucren com- 
ponentes científicos, tecnológicos o resultantes de proce- 
sos de innovación, se dará preferencia a las ofertas de 
instituciones y empresas nacionales, a igualdad de precio, 
calidad o condiciones de la provisión o el suministro. 


En ningún caso se establecerán en los pliegos cláusulas 
o condiciones que directa o indirectamente hagan imposi- 
ble el suministro de bienes o servicios por parte de provee- 
dores nacionales. Las cláusulas y disposiciones que tuvieren 
el contenido, la finalidad o el efecto referido se considera- 
rán nulas atodos los efectos, bajo responsabilidad del o los 
jerarcas del servicio que realiza el llamado. 
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Artículo 25.- Disposiciones Transitorias. 


Artículo 26.- Publíquese, ... etc. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


1. Esinnecesario subrayar laimportancia decisiva de la 
Investigación Científica, la Investigación Tecnológica y la 
Innovación, con vistas a cualquier proyecto de desarrollo 
nacional autónomo. 


2. Al presente, se registra un importante déficit en 
relación a estas actividades, cuyos orígenes se pueden 
ubicar en dos puntos cruciales: las omisiones en materia de 
financiación y atención adecuada por parte del Estado, y la 
falta de coordinación y armonización de las labores de los 
organismos e instituciones que se desempeñan en las áreas 
indicadas. 


3. Este Proyecto de Ley apunta a organizar un Programa 
Nacional de Investigación Científica, Tecnológica e Inno- 
vación, atacando las fuentes de la situación deficitaria que 
hemos señalado y con dos objetivos bien claros: dar solu- 
ción a los problemas y dificultades más acuciantes que 
afectan en el presente a estas actividades y avanzar hacia 
la creación de un Sistema Nacional Integrado que albergue, 
estimule y coordine tales actividades, asegurando su mejor 
desarrollo y máxima eficiencia. La idea consiste en crear las 
condiciones para evolucionar, en plazos relativamente bre- 
ves, de un Programa Nacional a un Sistema Nacional Inte- 
grado. 


4. Se trata de un programa abierto, en el sentido de que 
no pretende generar un mundo clausurado, reducir su con- 
formación a un conjunto de instituciones preexistentes, y 
mucho menos bloquear la incorporación de todas aquellas 
otras que la evolución de los acontecimientos y la vida 
misma hagan aflorar en el futuro. Las mismas características 
deberá tener, en su momento, el Sistema Nacional Integrado 
a que se propende. 


5. Para alcanzar el objetivo de la coordinación -que 
implica eliminar superposiciones inútiles, distracción inne- 
cesaria de recursos, competencias contradictorias y dupli- 
cación de funciones- se crea el Consejo Nacional de Inves- 
tigación Científica, Tecnológica e Innovación, donde esta- 
rán representados todos los sectores de la realidad nacional 
que tienen vinculación con estas actividades e interés en 
las mismas. 


6. Dicho Consejo es concebido como un organismo 
desconcentrado en la órbita del Poder Ejecutivo, dirigido 
por un Comité Ejecutivo Nacional. A uno y otro se asignan 
cometidos que, además de asegurar la coordinación y 
transversalidad eficientes del programa y garantizar su 
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funcionamiento, permiten preservar en toda la extensión 
necesaria, la autonomía presupuestal y laindependencia de 
gestión, moderadas ahora por la necesidad de armonizar las 
diversas actividades. 


7. Dentro del nuevo marco institucional, a su vez en la 
órbita del Consejo, se crean dos organismos colectivos 
complementarios: la Agencia Nacional y la Mesa Consulti- 
va de Adquisiciones, con competencias específicas y nece- 
sarias, y con representación plural de los diversos sectores 
de interés. Participación y especificidad se conjugan para 
procurar los resultados más eficientes y las decisiones 
mejor ilustradas. 


8. Se crea la carrera de Investigador, que en sus tres 
variantes se pone a cargo de los respectivos Programas 
Académicos. Se asegura a éstos autonomía presupuestal y 
de gestión, sin perjuicio de las necesarias coordinaciones. 
Se diseñan las bases de un sistema que asegurará la movi- 
lidad de los investigadores y valorará su inserción en la 
actividad privada, en condiciones predeterminadas. 


9. Seasegura la inserción en el Programa de institucio- 
nes clave como la Universidad de la República, el INTA, la 
DILAVE, el [¡IBCE, UNIT y el LATU, manteniendo sus 
características, regulación legal e inserción institucional 
actuales. Las Universidades del sector privado podrán 
incorporarse voluntariamente al Programa en carácter de 
asociadas. 


10. El segundo gran obstáculo para el desarrollo de las 
actividades que son objeto de este proyecto es el 
financiamiento. Además de las fuentes tradicionales -abier- 
tamente insuficientes-, se propone la creación de una nue- 
va, los Fondos Sectoriales, solución que ha arrojado resul- 
tados muy positivos en otros países. Se dispone que su 
liquidación y pago se haga directamente al Consejo Nacio- 
nal, bajo cuya responsabilidad queda la distribución. De 
este modo se evita la “tentación” de desviar recursos hacia 
otras actividades o hacia Rentas Generales. 
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11. Se establecen criterios para aprobar modificaciones 
futuras en la legislación en materia de Asociaciones Civiles 
y Fundaciones, para facilitar y flexibilizar las formas de 
asociación de los organismos del sistema entre sí y con los 
actores privados, que hoy presentan grandes dificultades 
y obligan a inventar soluciones heterodoxas a causa de una 
legislación que no ha atendido este tipo de necesidades. 
Con el mismo objetivo facilitador, y atendiendo a una fuente 
particular de recursos, se intenta incorporar definitivamen- 
te a los honorarios, proventos, royalties y demás ingresos 
derivados directamente de la actividad desarrollada, de 
modo de asegurar que se constituyan efectivamente en 
recursos y queden fácil y sencillamente a disposición de 
quienes los generan. 


12.Se establecen criterios de cooperación interna- 
cional, incorporación de científicos uruguayos residentes 
en el exterior a través de redes de colaboración, amplifi- 
cando de este modo los recursos en materia de intercambio 
positivo, así como mecanismos de evaluación y califica- 
ción con valor y reconocimiento internacional. Natural- 
mente, se establece un énfasis especial para la cooperación 
en el espacio regional, en particular en el área del 
MERCOSUR. 


13.Se incorporan disposiciones que apuntan a incre- 
mentar la participación de los emprendimientos nacionales 
de origen científico, tecnológico e innovativo en la provi- 
sión de bienes y servicios al Estado -concebido en el 
sentido más amplio- y se agregan normas relativas a las 
compras de dicho Estado que establecen mecanismos de 
preferencia para los suministros de origen nacional a igual- 
dad de calidad, desempeño o prestaciones. 


14. Se aspira a que en un lapso de 5 años la inversión en 
Ciencia, Tecnología e Innovación alcance al menos el 1% 
del PBI. 


Montevideo, 4 de julio de 2004. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de otro proyecto 
presentado. 


(Se da del siguiente:) 


“El señor Senador Carlos Julio Pereyra presenta, con 
exposición de motivos, un proyecto de ley referido a la 
reglamentación de los artículos 24 y 23 de la Constitución 
de la República, sobre la responsabilidad civil por daños 
causados a terceros en la ejecución de servicios públicos”. 

- ALA COMISION DE CONSTITUCION Y LEGISLA- 
CION. 


(Texto del proyecto presentado:) 


“RESPONSABILIDAD DE LOS FUNCIONARIOS DEL 
ESTADO 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


Frecuentemente el Estado o algunos de sus órganos o 
sus reparticiones son condenados a pagar sumas de dinero 
apersonas físicas o personas jurídicas, nacionales o extran- 
jeras, como responsables civiles de algún daño causado. 


Como consecuencia, son los habitantes del país, que 
pagan los tributos o precios de determinados servicios, 
quienes, en la última instancia, se hacen cargo de los gastos 
de reparación por esos daños. 


Existe la impresión, -como consecuencia de hechos de 
notoriedad- que en los últimos tiempos esas situaciones 
son más comunes, así como la duda de si el Estado es lo 
suficientemente diligente para recuperar lo perdido por el 
dolo o la culpa grave de sus funcionarios o ex funcionarios. 


Mucho se ha hablado de la necesidad de disminuir los 
gastos del Estado para atenuar la carga impositiva que 
acosa alos contribuyentes. Sin embargo, aparentemente no 
existe organizadamente alguna repartición pública que se 
encargue de controlar que el Estado o sus dependencias 
repitan lo pagado, conforme a lo establecido por el artículo 
25 de la Constitución, contra los funcionarios que en ejer- 
cicio u ocasión de sus funciones, por culpa grave o dolo, 
han causado ese perjuicio y generado esa obligación del 
Estado de reparlo y, en consecuencia, que los habitantes 
del país deben finalmente pagarlo. 


Es por ello que por este proyecto de ley se encomienda 
al Ministerio Público el ejercicio de las acciones para que se 
logre la restitución de lo pagado, no sólo por tratarse de un 
instituto jurídicamente especializado, representante del Es- 
tado, sino también por tratarse de una repartición alejada de 
las oficinas en que desempeña o ha desempeñado funcio- 
nes el funcionario responsable del daño, ya que allí por 
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compañerismo o amistad se puede llegar a ser benévolo en 
cuanto a la iniciación o desarrollo del trámite. 


Por ello también se crea un registro de sentencias u otras 
situaciones que obligan al Estado a reparar perjuicios y, 
consiguientemente, las acciones que éste deberá iniciar 
contra los funcionarios responsables, en una de cuyas 
secciones se deben inscribir, con los requisitos necesarios, 
los juicios en que el Estado, sus órganos o diferentes 
oficinas, han sido condenados a pagar daños y perjuicios, 
O las transacciones judiciales o acuerdos extrajudiciales 
con iguales efectos, y en otra sección se deben registrar los 
juicios que el Estado debe tramitar para resarcirse del per- 
juicio causado por sus funcionarios o ex funcionarios. 


En este registro se deberán inscribir todas las senten- 
cias que en estos casos condenen al Estado a resarcir 
perjuicios, para que sea la Dirección del registro la que 
determine si han quedado ejecutoriadas o existe todavía 
otra instancia, a fin de no omitir ninguna posibilidad de 
resarcimiento. 


Es el Director del Registro que deberá comunicar de 
inmediato, al órgano correspondiente y al Ministerio Públi- 
co, la sentencia definitiva, que le sea notificada, que conde- 
ne al Estado o a algunos de sus órganos o las transacciones 
judiciales o acuerdos extrajudiciales que obliguen al Estado 
o sus dependencias a pagar indemnizaciones para reparar 
perjuicios causados. 


El órgano afectado, dentro de los 30 días de recibida la 
comunicación del Director del Registro, deberá elevar los 
antecedentes del caso al Ministerio Público, que como 
defensor de la sociedad, del Estado y representante de éste, 
deberá iniciar las acciones de repetición correspondientes 
contra los funcionarios o ex funcionarios responsables, en 
un término de 60 días, necesario para preparar la demanda 
y obtener y recoger las pruebas. 


El Ministerio Público, por resolución debidamente fun- 
dada podrá no iniciar la acción cuando considere que no ha 
existido culpa grave o dolo por parte del funcionario u otra 
circunstancia de gravedad que haga inútil la iniciación del 
trámite (Constitución de la República, artículo 25). 


El no cumplimiento en los plazos previstos, hará pasible 
aelolos funcionarios responsables de la omisión, que no 
integren el Ministerio Público, de las faltas y sanciones 
previstas en el Libro IX, Título II del Texto Ordenado de las 
normas vigentes en materia de Funcionarios Públicos 
(TOFUP), pudiéndose llegar hasta la destitución. 


También se establecen las responsabilidades de los 
funcionarios omisos del Poder Judicial (que no notifiquen 
en tiempo la sentencia) y del Ministerio Público. 


Creemos que la creación de este registro y el procedi- 


402-C.S. 


miento subisiguiente, serán útiles para que el Estado y en 
la última instancia, los habitantes del país, puedan resarcir- 
se de los gastos que han debido realizar por la conducta 
dolosa o gravemente culposa de algunos de sus funciona- 
rios o ex funcionarios. 


Finalmente, en el artículo 7”, se aclara que lo establecido 
en esta ley no implica que no se deban iniciar las acciones 
correspondientes contra los funcionarios o ex funcionarios 
que hayan ocasionado daños y perjuicios al Estado o sus 
órganos, fuera de lo establecido por los artículos 24 y 25 de 
la Constitución de la República, determinándose las accio- 
nes pertinentes en caso de omisión. 


En suma, el presente proyecto de ley procura -al regla- 
mentar los artículos 24 y 25 de la Constitución- evitar que 
el erario público y los habitantes del País se vean afectados 
patrimonialmente por conductas o hechos realizados por 
funcionarios públicos, haciendo finalmente responsables a 
éstos del daño causado. 


Carlos Julio Pereyra. Senador. 


PROYECTO DELEY 


REGLAMENTACION DE LOS ARTICULOS 24 Y 25DE 
LA CONSTITUCION DELA REPUBLICA 


Artículo 1”.- Las acciones de repetición a que hace 
referencia el artículo 25 de la Constitución de la República 
serán ejercidas por el Ministerio Público, el que deberá 
determinar si corresponde o no su iniciación, conforme a lo 
establecido en la citada norma. 


Sólo por resolución debidamente fundada, el Ministerio 
Público podrá resolver la no iniciación de la acción. 


Los antecedentes relativos a cada caso deberán inscri- 
birse en un Registro especial que llevará la Oficina Nacional 
del Servicio Civil en la forma establecida en el artículo 2? de 
la presente ley. 


Artículo 2”.- El Registro citado constará de dos partes: 


D En la primera se inscribirán todas las sentencias que 
condenen al Estado o a cualquiera de los órganos 
referidos en el artículo 24 de la Constitución de la 
República, indicándose los Juzgados y Tribunales 
ante los cuales se haya tramitado el expediente con 
la identificación que corresponda y sila sentencia ha 
quedado ejecutoriada o no. 


ID En la segunda parte se anotará todo juicio iniciado 
contra funcionarios o ex funcionarios, para repetir lo 
que se hubiera pagado o se debiera pagar en repara- 
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ción como consecuencia de las sentencias 
ejecutoriadas o las transacciones aprobadas judi- 
cialmente o extrajudiciales que hayan terminado en el 
reconocimiento de la responsabilidad civil a que 
hace referencia el artículo 24 de la Constitución de la 
República, relacionándolos con las sentencias 
ejecutoriadas o transacciones judiciales o 
extrajudiciales inscriptas en la primera parte. 


Deberán indicarse los Juzgados o Tribunales ante los 
cuales se tramita el juicio con la identificación correspon- 
diente y en si la sentencia ha quedado ejecutoriada o no. 


Asimismo, en caso se sentencia ejecutoriada, se indica- 
rá el monto de la restitución que el funcionario o ex funcio- 
nario deberá realizar y sus condiciones de pago, en caso de 
existir éstas, indicándose los pagos que se puedan ir reali- 
zando, saldo de la deuda y constancia de cuándo ésta ha 
sido cancelada. 


También deberán inscribirse en la parte segunda las 
transacciones aprobadas judicialmente o acuerdos 
extrajudiciales que hubieren terminado en el reconocimien- 
to por parte del funcionario o ex funcionario de su deuda, 
con las indicaciones expresadas en el párrafo anterior. 


Para la realización de esta inscripción, el Ministerio 
Público, cuando realice el acuerdo extrajudicial o haya 
intervenido en la transacción aprobada judicialmente, de- 
berá comunicarlo de inmediato al Registro. 


Artículo 3”.- Toda sentencia que condene al Estado, los 
Gobiernos Departamentales, los Entes Autónomos, los 
Servicios Descentralizados o, en general, atodo órgano del 
Estado. (Constitución de la República, artículo 24) como 
responsable civil del daño causado a terceros, deberá ser 
notificada al Registro referido en el artículo 1”, dentro de los 
10 días hábiles siguientes de dictada. 


La omisión de la notificación correspondiente dentro del 
plazo configurará omisión funcional, susceptible de ser 
sancionada de acuerdo a las normas disciplinarias pertinen- 
tes. 


Una vez notificada la sentencia definitiva, o inscripta en 
la parte 1* del Registro la transacción judicial o acuerdo 
extrajudicial a que hace referencia el artículo 2*, la Dirección 
del citado Registro librará, de inmediato, aviso a los orga- 
nismos del Estado que corresponda y al Ministerio Público. 


La Dirección del Registro velará que se inicien las ges- 
tiones para la repetición correspondientes. 


Artículo 4”.- Dentro de los 30 días siguientes de confi- 
gurada la obligatoriedad del pago por parte del Estado o 
cualquiera de los órganos mencionados en el artículo 24 de 
la Constitución, el órgano en el cual fuera o hubiese sido 
funcionario el causante del daño que motiva la indemniza- 
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ción, deberá remitir todos los antecedentes del caso al 
Ministerio Público a efectos de que este inicie la acción de 
repetición contra dicho funcionario o ex funcionario, en 
caso de entenderse que ha obrado con culpa grave o dolo. 


Luego de recibidos los antecedentes, el Ministerio Pú- 
blico dispondrá de un plazo máximo de 60 días para iniciar 
las reclamaciones que, por repetición de lo que se hubiere 
pagado o debiera pagar por reparaciones civiles, 
correspondiere realizar contra los funcionarios o ex funcio- 
narios responsables, salvo que hubiera resuelto lo contra- 
rio por resolución debidamente fundada de acuerdo a lo 
dispuesto en el artículo 1”. 


Iniciada la reclamación, el Ministerio Público lo comuni- 
cará de inmediato al Registro, suministrando los datos 
requeridos por esta ley, para su inscripción. 


Igual comunicación deberá realizar en caso que entienda 
no corresponde iniciar reclamación, remitiendo copia de la 
resolución fundada. 


El Registro relacionará la comunicación con la respecti- 
va inscripción existente en la primera parte del registro. 


Artículo 5”.- Si dentro de los plazos establecidos no se 
cumpliere lo determinado en el inciso 3* del artículo 3* e 
inciso 1? del artículo 4”, el responsable de la omisión incu- 
rrirá en las faltas y sanciones previstas en el Libro IX, Título 
II del Texto Ordenado de las normas vigentes en materia de 
Funcionarios Públicos (TOFUP) - (Decreto 200/97, de 18 de 
junio de 1997), pudiéndose llegar hasta la destitución. 


Artículo 6”.- El incumplimiento de lo determinado en el 
inciso final del artículo 3* e incisos 2* y 3* del artículo 4”, 
dentro de los plazos establecidos, dará lugar a las correc- 
ciones disciplinarias previstas en el artículo 38 del Decreto- 
Ley N* 15.365, de 30 de diciembre de 1982 -(Ley Orgánica del 
Ministerio Público y Fiscal)- pudiéndose llegar hasta la 
destitución. 


Artículo 7”.- Sin perjuicio de lo establecido en esta ley, 
en los casos no previstos por los artículos 24 y 25 de la 
Constitución de la República, el Estado y cualquiera de sus 
órganos, deberán iniciar gestiones reparatorias contra los 
funcionarios o ex funcionarios que les ocasionen o les 
hayan ocasionado daños y perjuicios patrimoniales. 


Quienes sean omisos en la iniciación de dichas gestio- 
nes reparatorias, incurrirán en las faltas y sanciones previs- 


tas en la parte final del artículo anterior. 


Carlos Julio Pereyra. Senador.” 


6) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de una solicitud de 
licencia llegada a la Mesa. 
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(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Astori solicita licencia los días 6, 
7,8,13, 14 y 15 de los corrientes”. 


Léase. 
(Se lee:) 


“Montevideo, 6 de julio de 2004 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Luis Hierro López 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito al Cuerpo me conceda licencia 
por motivos personales durante los días 6, 7,8, 13, 14 y 15 
del corriente mes. 


Sin otro particular, saluda al señor Presidente muy aten- 
tamente 


Danilo Astori. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE - Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 


- 16en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


7) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de una nota de 
desistimiento llegada a la Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 


“La señora Senadora Nelly Goitiño comunica que, en 
esta oportunidad, no acepta la convocatoria de que ha 
sido objeto”. 


“Queda convocado el señor Senador Segovia, quien 
ya ha prestado el juramento de estilo por lo que, de 
encontrarse en Antesala, se le invita a pasar al Hemici- 
clo”. 


(Ingresa a Sala el señor Senador Segovia) 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de una solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“La señora Senadora Xavier solicita licencia por los 
días 6 y 7 del corriente”. 


Léase. 
(Selee:) 
“Montevideo, 5 de julio de 2004. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Luis Hierro López 
PRESENTE 


De mi mayor consideración: 


Solicito al Senado de la República me conceda licencia 
por las sesiones de los días 6 y 7 del corriente mes, por 
motivos personales. Agradezco asimismo se convoque a mi 
suplente Sra. Sara López. 


Sin más, lo saluda atentamente, 


Dra. Mónica Xavier. Senadora.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 


- 16en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consecuencia, queda convocada la señora Senadora 
López. 


(Ingresa a Sala la señora Senadora Sala López.) 


Dese cuenta de otra solicitud de licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


- La señora Senadora Arismendi solicita licencia desde 
la fecha hasta el 9 inclusive. 


Léase. 


(Selee:) 


CAMARA DE SENADORES 


6 de julio de 2004 
“Montevideo, 6 de julio de 2004. 
CAMARA DESENADORES 


Atn. Sr. Presidente 
Don Luis Hierro López 
Presente 


De mi mayor consideración 


Motiva la presente solicitar a Ud. licencia desde el día de 
la fecha hasta el viernes 9 inclusive. Razones personales 
motivan mi ausencia. 


Por lo expuesto ingresará mi suplente el Sr. Victorio 
Casartelli. 


Sin otro particular, saluda a Ud. muy atentamente 


Marina Arismendi. Senadora.” 


SEÑOR PRESIDENTE - Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 
- 19en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consecuencia, queda convocado el señor Senador 
Casartelli. 


(Ingresa a Sala el señor Senador Casartelli) 
Dese cuenta de otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Fernández Huidobro solicita licen- 
cia por enfermedad por 15 días”. 


Léase. 
(Se lee:) 


“Montevideo, 2 de julio de 2004. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Luis Hierro López 


De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito licencia por enfermedad por 15 
días de conformidad con lo establecido en la Ley N* 16.465 
desde el día 3 de julio de 2004. 
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A esos efectos adjunto certificado médico correspon- 
diente. 


Sin otro particular, le saluda atentamente, 


Eleuterio Fernández Huidobro.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 


- 19en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


9) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de una nota de 
desistimiento. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Agazzi comunica que por esta vez 
no acepta la convocatoria como suplente del señor 
Senador Fernández Huidobro”. 


En consecuencia, queda convocada la señora Senadora 
Topolansky. 


(Ingresa a Sala la señora Senadora Topolansky) 


10) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE .- Dese cuenta de otra solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Rubio solicita licencia por los días 
6 y 7 del corriente”. 


Léase. 


(Se lee: ) 


“Montevideo, 53 de julio de 2004. 


Sr. Presidente 

Cámara de Senadores 
Don Luis Hierro López. 
Presente. 


Por este medio solicito a Ud. me sea concedida licencia 
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del Cuerpo que Ud. preside por los días 6 y 7 de julio de 2004. 
Sin otro particular, le saludo atentamente, 


Prof. Enrique Rubio. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE - Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota: ) 


- 19en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


11) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de una nota de 
desistimiento. 


(Se da de la siguiente: ) 


“Los señores representantes nacionales Bayardi, 
Percovich y Bentancor comunican que, por esta vez, no 
aceptan la convocatoria como suplentes del señor Sena- 
dor Rubio”. 


En consecuencia, queda convocado el señor Senador 
Ponce de León. 


(Ingresa a Sala el señor Senador Ponce de León) 


12) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de otra solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Gargano solicita licencia por los 
días 6 al 9 del corriente”. 


Léase. 
(Se lee:) 
“Montevideo, 6 de julio de 2004. 


Sr. Presidente de la 
CAMARA DESENADORES 
Don Luis Hierro López 
PRESENTE 


De mi consideración: 


Solicito se me conceda licencia entre los días 6 al 9 del 
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corriente mes, conforme a lo que dispone la ley 16.465, 
debido a mi viaje para participar, en la ciudad de Madrid, de 
la II Jornada de Debate “La Industria Española ante Kioto” 
como panelista. 


Dicha actividad es organizada por la Fundación EURO- 
PA - AMERICA DE COOPERACION Y DESARROLLO, la 
que cubre los gastos de pasajes y estadía en la mencionada 
ciudad. 


Sin otro particular, le saluda atentamente, 


Reinaldo Gargano. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 
- 19en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Oportunamente será convocado el suplente respectivo. 
Dese cuenta de otra solicitud de licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Pereyra solicita licencia desde el 
día 13 al 17 del corriente inclusive”. 


Léase. 
(Selee:) 
“Montevideo, 6 de julio de 2004. 


Señor 

Presidente del Senado 
Don Luis Hierro López. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Por la presente, solicito licencia desde el día 13 hasta el 
17 del corriente mes inclusive, en razón de haber sido 
convocado para participar de la reunión de la Comisión de 
Asuntos Políticos del Parlatino, de la cual soy integrante. 


Sin más, lo saludo atentamente, 


Carlos Julio Pereyra. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 
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- 19en 20. Afirmativa. 


Oportunamente será convocado el suplente respectivo. 


13) SEÑOR SENADOR JUAN IGNACIO MANGADO. SU 
RENUNCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de una nota llegada 
a la Mesa. 


(Se da de la siguiente) 


“El señor Senador Mangado comunica su renuncia a 
toda convocatoria como suplente del señor Senador 
Pereyra”. 


Léase. 
(Se lee:) 


“San José, 16 de junio de 2004 


Sr. Presidente del Senado 
Don Luis Hierro López 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Por la presente comunico a Ud. mi renuncia a toda 
convocatoria de la que puedo ser objeto en el futuro para 
ejercer la suplencia del Sr. Senador Carlos Julio Pereyra. 


Solicito a Ud. tenga a bien tomar nota de lo expuesto. 
Atentamente, 


Juan Ignacio Mangado Cenoz.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Téngase presente. 


Corresponde informar al Cuerpo, a solicitud de la Secre- 
taría de la Presidencia de la República, que el viaje que iba 
arealizar el señor Presidente de la República a la India y para 
el cual el Senado había otorgado la autorización correspon- 
diente, ha sido postergado para nueva oportunidad. 


De todas formas, la Mesa entiende que en su momento 
habrá una nueva solicitud o que, en su defecto, rige la 
autorización dada por el Cuerpo. 


14) HOSPITAL REGIONAL DE TACUAREMBO 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la hora pre- 
via. 
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Tiene la palabra el señor Senador Correa Freitas. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Señor Presidente: se afirma 
que la mayor amenaza para la convivencia pacífica es el 
insoportable sufrimiento ante un mundo donde es cada vez 
mayor la diferencia entre ricos y pobres. 


Por ello se impone la exigencia de una mayor solidaridad 
y, sobre todo, de una distribución de los bienes más equi- 
tativa. Pero también se exige un cambio cultural que, en aras 
de esta realidad, nos obligue a ser creativos a los efectos de 
paliar la difícil situación socioeconómica, recurriendo a la 
vocación de servicio de la gente, involucrándola en los 
programas que debemos llevar a cabo, comprometiendo a la 
sociedad en tareas solidarias que no pueden ni deben ser 
menoscabadas en su plena concreción. 


Un ejemplo de esta creatividad y de la utilización del 
recurso infinito constituido por la generosidad y la entrega 
de los actores sociales lo he comprobado recientemente en 
un viaje a la ciudad de Tacuarembó dónde visité por primera 
vez el Hospital Regional, cuya Dirección está a cargo del 
doctor Ciro Ferreira. 


En ese ámbito comprobé lo que puede lograr nuestra 
sociedad cuando, en vez de lamentarse y protestar, se une 
para trabajar en objetivos comunes, aportando cada uno lo 
que sabe o lo que puede. 


En el Hospital Regional de Salud Pública de Tacuarembó, 
la dedicación del personal médico, técnico y administrativo, 
las instalaciones, el equipamiento y la tecnología desplega- 
dos, la limpieza, el orden, son un ejemplo de lo que se puede 
lograr cuando se pone empeño, cariño en las tareas y sobre 
todo cuando se entiende que lo más importante es la gente, 
cuando es fundamental comprender a las personas enfer- 
mas y su familia, la angustia y la desazón que éstas sopor- 
tan; cuando se comprende que es impostergable brindarles 
apoyo en esta coyuntura, aportándoles paz, tranquilidad, 
seguridad y comodidad. 


Esta es la atmósfera que se respira en este centro hos- 
pitalario, desde la entrada al mismo, donde lo primero que 
se visualiza es un afiche que define la misión corporativa: 
“Velar por la salud de los usuarios de Tacuarembó y Depar- 
tamentos vecinos, mejorando la gestión”. 


El primer compromiso que asumió este Hospital fue la 
optimización de los recursos humanos, estimulando la ca- 
pacitación, la investigación, el desarrollo de nuevas técni- 
cas, depositando en ellos la confianza y el respaldo nece- 
sarios para permitir suexpansión profesional, pero marcan- 
do claramente una barrera infranqueable para prácticas 
mercantilistas y poco éticas. 


Lo segundo, presentar un escenario con la mejor arqui- 
tectura logística, tanto en la faz de enfermería, atención al 
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enfermo y sus familiares, administración, intendencia y 
mantenimiento. 


Luego, los corredores inmaculados, con sus correspon- 
dientes carteles indicadores, con salas luminosas, camas 
limpias, calor humano, nada fuera de lugar o mejor dicho, 
todo en el lugar que corresponde. 


Se palpa el compromiso con la sociedad cuando se nos 
presenta a un ingeniero que viene a ver, gratuitamente, un 
problema de la instalación eléctrica, a un empresario cola- 
borando con una refacción, o a un carpintero que también 
en forma honoraria se ofrece a reparar una puerta. 


Vemos como también se implementa la participación de 
otras organizaciones sociales, como con la Conferencia de 
San Vicente y la Pastoral de la Salud de la Diócesis de 
Tacuarembó para crear y gestionar la Casa de Hospitalidad, 
donde reposan y descansan los acompañantes de enfer- 
mos, que desde julio de 2001 lleva brindando asistencia a 
más de dos mil personas. 


También debemos destacar cómo el Hospital ha estable- 
cido una relación comercial equilibrada con los servicios de 
salud privados de Tacuarembó, como en el caso de COMTA 
-Cooperativa Médica de Tacuarembó-, y con otras institu- 
ciones privadas de servicios de salud del norte del país, 
apostando fuertemente a la coordinación, tomando la aten- 
ción al usuario como objetivo fundamental, soslayando la 
competencia público-privada que únicamente podría favo- 
recer a intereses personales o corporativos. 


También, y no menos importante, es la coordinación con 
la Intendencia Municipal de Tacuarembó, donde mediante 
un intercambio de servicios, el Hospital le aporta su “know- 
how” para mejorar el funcionamiento de las policlínicas 
barriales. 


Se podría pensar quizás que este Hospital ha logrado su 
imagen en base a una fuerte inversión económica, pero 
cuando vemos que el mismo ocupa el quinto lugar en 
cantidad de gastos de los establecimientos de la región 
norte del país, no queda otra opción que comprender que 
este es un paradigma del accionar solidario de la población 
respecto de la atención de salud y una impecable gestión de 
los recursos y los materiales existentes. Además, es uno de 
los centros que más ingresos percibe por proventos, es 
decir, por venta de servicios, de todo el país. 


En la entrevista que tuve con el Director del Hospital 
Regional de Tacuarembó, el doctor Ciro Ferreira, cuyo 
abuelo fue uno de los fundadores del hospital y cuyo padre 
también desarrolló su profesión de médico en dicho noso- 
comio, me manifestó que quizás el mayor logro de la gestión 
de este establecimiento fue la de invertir la pirámide en la 
cual, la mayor parte de los recursos se invertían en técnicas 
diagnóstico-terapéuticas innecesarias o de dudosa efecti- 
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vidad, impuestas muchas veces al sector público con una 
muy baja efectividad costo-beneficio, quedando muy poco 
dinero disponible para la atención propiamente dicha. 


Sin embargo, actualmente, después de un proceso de 
reingeniería de las técnicas de diagnóstico y de un acuerdo 
muy beneficioso con los servicios privados, se logró que el 
gasto mayor volviera a centralizarse en la promoción y 
prevención de las enfermedades. 


No es llamativo, entonces, que uno de los departamen- 
tos más pobres del país, ostente hoy la cifra más baja en 
mortalidad infantil, ubicándose en el entorno del 10 por 1000 
y que la empresa Equipos Mori en una encuesta realizada 
recientemente determine, entre otras cosas, que el 97% de 
la población general del departamento valide este proceso 
y considere que la coordinación entre el hospital y el sector 
privado de salud beneficia a la comunidad del departamento 
de Tacuarembó, y por qué no, a todo el Uruguay. 


En suma Señor Presidente, creo que desde el Hospital 
Regional de Tacuarembó se esta enviando un mensaje muy 
claro, como dice el informe de Equipos Mori: “es una insti- 
tución con fuerte arraigo en la comunidad, que recibe eva- 
luaciones favorables en términos de imagen y satisfacción 
de servicios, enmarcada en una comunidad que evalúa 
favorablemente el hecho de que el Hospital atienda pacien- 
tes de fuera del departamento y que ve con buenos ojos las 
acciones de cooperación entre la Salud Pública, el sector 
privado y la Intendencia Municipal de Tacuerembó”. Este 
mensaje significa que cuando la sociedad percibe que se 
está haciendo un trabajo serio, responsable, solidario, no 
duda en brindar su apoyo, ejecutando las acciones perti- 
nentes para el eficaz desarrollo de las tareas. Sin ninguna 
duda, señor Presidente, es un ejemplo a imitar por todos 
nosotros. 


Solicito, señor Presidente, que la versión taquigráfica de 
que mis palabras sea remitida al Ministerio de Salud Pública, 
al Hospital Regional de Tacuarembó, a la Junta Departamen- 
tal de Tacuarembó, a la Intendencia Municipal de 
Tacuarembó y a la Junta Local Autónoma de Paso de los 
Toros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar el trámite solicitado. 


(Se vota:) 


- 18en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


15) RESPONSABILIDAD DE LOS FUNCIONARIOS 
DEL ESTADO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la hora previa, 
tiene la palabra el señor Senador Pereyra. 
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SEÑOR PEREYRA.- Señor Presidente: la Constitución 
de la República reconoce la responsabilidad del Estado en 
aquellos casos en que sus órganos hayan causado perjui- 
cios a terceros. Así está claramente establecido en el artí- 
culo 24, cuando dice: "El Estado, los Gobiernos Departa- 
mentales, los Entes Autónomos, los Servicios Descentrali- 
zados y, en general, todo órgano del Estado, serán civilmen- 
te responsables del daño causado a terceros, en la ejecu- 
ción de los servicios públicos, confiados a su gestión o 
dirección.” Luego, en el artículo 25 se establece que cuando 
el daño haya sido causado por funcionarios del Estado en 
el ejercicio de sus funciones, en caso de haber obrado con 
culpa grave o dolo, el órgano público correspondiente 
podrá repetir contra ellos lo que hubiere pagado en repara- 
ción. Esta disposición aparece en la Constitución de 1951, 
puesto que en el artículo 24 de la anterior se establecía la 
obligatoriedad de responsabilizar al funcionario por el per- 
juicio que hubiere causado a terceros en el ejercicio de sus 
funciones, siempre que hubiere causal correspondiente. 
Señalaba que sería civilmente responsable cualquier fun- 
cionario público que en el ejercicio de su función pública 
causara perjuicios a terceros. Reitero que era obligatorio 
que el Estado repitiera la acción y la Constitución de 1951 
permite que el órgano correspondiente opte por repetir la 
acción ono. Vista la cantidad de juicios que frecuentemente 
se realizan contra el Estado y que muchos de ellos le 
significan enormes pérdidas en su patrimonio, pensamos 
que por lo menos se debería valorar debidamente esa obli- 
gación para responsabilizar a los funcionarios por el daño 
causado a fin de que estos respondan hasta donde puedan 
con su patrimonio por la pérdida que va a tener el Estado, 
que tarde o temprano se va a reflejar en todos los poblado- 
res del país. Claro que para eso habría que reformar la 
Constitución, podría decirse, en una primera instancia. A 
nosotros se nos ha ocurrido que podría reglamentarse el 
artículo 25 de la Constitución, estableciéndose que cada 
vez que el Estado es condenado, ejecutoriada la sentencia, 
se remitan los antecedentes al Ministerio Público y Fiscal. 
Siendo este el defensor de los intereses de la sociedad, es 
quien debe evaluar si corresponde la repetición de la acción 
o no. 


Decimos esto porque todos sabemos que es muy fre- 
cuente que el Estado no realice esa acción contra los 
funcionarios. A veces no lo hace porque no analiza deteni- 
damente si ha habido dolo o algún tipo de irregularidad que 
signifique que el funcionario pueda ser civilmente respon- 
sable por el daño causado. Otras veces no lo hace por 
vinculaciones personales, por amiguismo político o por 
otra serie de razones. Lo cierto es que en muchas oportuni- 
dades, pudiendo el Estado resarcirse en algo, por lo menos, 
del patrimonio que pierde, no lo hace. Entonces, a nosotros 
se nos ocurre que quede en manos del defensor de la 
sociedad, que es el Ministerio Público y Fiscal, determinar 
y aconsejar al Estado, en consecuencia, la repetición de la 
acción si encuentra que se dan las condicionantes fijadas 
en el artículo 25 de la Constitución, es decir, haber obrado 
con culpa grave o dolo. Enese caso, el Fiscal aconsejaría al 
órgano correspondiente del Estado iniciar la acción de 
reparación. Creemos que de esta forma estaríamos ponien- 
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do un freno a la negligencia, al dolo, a la falta grave, que el 
funcionario a veces comete irresponsablemente, volcando 
luego sobre el Estado y, en una segunda instancia, sobre los 
pobladores del país todo, la pérdida patrimonial que la 
reparación significa. Para cumplir este cometido, pensamos 
que el órgano público que aparece como responsable del 
daño causado debería remitir inmediatamente los antece- 
dentes al Ministerio Público y Fiscal a fin de que este 
determine si a su juicio corresponde o no iniciar la acción 
de reparación contra el funcionario. 


Para que funcione este mecanismo, proponemos tam- 
bién la creación de un registro que se llevaría en la Dirección 
de Servicio Civil, donde se anotarían todos los elementos 
que sirvieran para que el Ministerio Público y Fiscal deter- 
minara, mediante un estudio adecuado, si corresponde o no 
seguir la acción. 


En definitiva, pensamos que puede reglamentarse el 
artículo 25 de la Constitución de la República, como se ha 
hecho con otros tantos, en otras circunstancias. Para hacer- 
lo, es necesario un proyecto de ley que hoy, modestamente, 
hemos hecho llegar a la Mesa para que las Comisiones 
respectivas hagan el estudio correspondiente. 


Reiteramos que, en medio del pensamiento que ha inva- 
dido a parte de nuestra sociedad sobre la ineficiencia del 
Estado para defender los intereses públicos, nos parece 
necesario tomar medidas de este tipo a fin de indicar, de 
alguna manera, a la sociedad que estamos procurando 
defender sus intereses. Nos amparamos en una disposición 
constitucional que, si bien es optativa, puede permitir la 
instancia de un estudio a nivel de quien defiende la socie- 
dad, que es el Ministerio Público y Fiscal, para determinar 
si corresponde o no responsabilizar al funcionario. Esto se 
haría a efectos de que, de alguna forma, resulte aliviado el 
Erario Público de la reparación que corresponda por una 
sentencia que lo condene, dirigiendo una repetición de la 
acción contra el o los funcionarios responsables con las 
condiciones establecidas en el artículo 25 de la Constitu- 
ción, para que se proceda a la iniciación del juicio corres- 
pondiente librando así ala población de tener que sufrir por 
los errores, dolo o culpa grave en que puedan incurrir los 
funcionarios públicos. 


Es con ese propósito que hemos presentado un proyec- 
to de ley y queríamos hacer este comentario en virtud de que 
nos parece oportuno interesar al Senado en una medida de 
este tipo a fin de que la Comisión correspondiente realice el 
estudio del tema. 


Muchas gracias. 


16) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de una solicitud de 
licencia llegada fuera de hora. 
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(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Larrañaga solicita licencia los días 
6 y 7 de julio del corriente”. 


Léase. 
(Se lee:) 


“Montevideo, 6 de julio de 2004. 


Señor Presidente del Senado 
Don Luis Hierro López 
Presente. 


Me dirijo a usted a efectos de solicitar licencia los días 
6 y 7 de julio del corriente. Solicito la misma por razones 
personales. 


Sin otro particular saludo a Ud. atentamente, 


Jorge Larrañaga. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE - Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 
- 18en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Oportunamente será convocado el suplente respectivo. 


17) SEGURO POR DESEMPLEO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde informar al Cuerpo 
que en la reunión de coordinadores del día de hoy se acordó 
solicitar el tratamiento urgente de dos proyectos de ley 
antes de considerar el Orden del Día. Uno de ellos, relativo 
a la extensión del seguro de paro para los trabajadores de 
FUNSA y, el otro, refiere a la autorización para la creación 
de un instituto de investigación científica con cooperación 
del Instituto Pasteur. 


Se va a votar si se declaran urgentes ambos proyectos 
de ley y se consideran de inmediato. 


(Se vota:) 
- 19en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se pasa a considerar el proyecto de ley por el que se 
extiende el seguro de paro por setenta días a ciento veinte 
funcionarios de la empresa FUNSA. 
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(Antecedentes:) 
“CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes de la República Oriental 
del Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado el siguiente 


PROYECTODELEY 


Artículo 1”.- Facúltase al Ministerio de Trabajo y Segu- 
ridad Social a extender, hasta por un plazo de setenta días, 
el seguro por desempleo a ciento veinte trabajadores de la 
empresa Fábrica Uruguaya de Neumáticos Sociedad Anóni- 
ma (FUNSA) que, con autorización judicial, están haciendo 
tareas de mantenimiento en la planta industrial, en los 
términos y condiciones que establezca la reglamentación, 
pudiendo dejar sin efecto los beneficios que se concedan 
en tanto se revierta la situación de dicha empresa. 


Artículo 2”.- La ampliación del plazo de la prestación de 
desempleo que sea otorgada en virtud de las facultades que 
se conceden en el artículo anterior, alcanzará a los trabaja- 
dores que hayan agotado el plazo máximo de cobertura 
(artículos 7? y 10 del Decreto-Ley N* 15.180, de 20 de agosto 
de 1981; y Ley N* 17.594, de 9 de diciembre de 2002), así 
como aquellos que aún continúen en el goce del referido 
beneficio. La ampliación del plazo de la prestación comen- 
zará a regir a partir del mes inmediato posterior al cese 
respectivo del subsidio en todos los casos. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 16 de junio de 2004. 


José Amorín Batlle 
Presidente 
Horacio D. Catalurda 
Secretario.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 

(Se lee) 

- En discusión general. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

- 19en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo 1*. 


(Selee:) 
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SEÑOR SECRETARIO (Don Mario Farachio).- “AR- 
TÍCULO 1”. Facúltase al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social a extender, hasta por un plazo de setenta (70) días, el 
seguro por desempleo a ciento veinte trabajadores de la 
empresa Fábrica Uruguaya de Neumáticos Sociedad Anóni- 
ma (FUNSA) que con autorización judicial están haciendo 
tareas de mantenimiento en la planta industrial, en los 
términos y condiciones que establezca la reglamentación, 
pudiendo dejar sin efecto los beneficios que se concedan 
en tanto se revierta la situación de dicha empresa.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se vota:) 

- 19en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 2*. 

(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Don Mario Farachio).- “AR- 
TÍCULO 2". La ampliación del plazo de la prestación de 
desempleo que sea otorgada en virtud de las facultades que 
se conceden en el artículo anterior, alcanzará a los trabaja- 
dores que hayan agotado el plazo máximo de cobertura 
(artículos 7? y 10? del Decreto Ley N* 15.180, de 20 de agosto 
de 1981; y Ley N* 7.594, de 9 de diciembre de 2002), así como 
aquellos que aún continúen en el goce del referido benefi- 
cio. La ampliación del plazo de la prestación comenzará a 
regir, a partir del mes inmediato posterior al cese respectivo 
del subsidio en todos los casos.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se vota:) 
-20en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Ha quedado sancionado el proyecto de ley que se comu- 
nicará al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


SEÑOR SANABRIA.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANABRIA.- Señor Presidente: creo que esta es 
una de las buenas noticias que en el país se está registran- 
do. Seguramente esta sea la última prórroga del seguro de 
desempleo para esta importante empresa, en virtud de que 
se ha podido llegar a acuerdos de reactivación de la planta 
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de producción de neumáticos. De la misma manera, aestas 
horas, también en Colonia una importante industria está 
recuperando nuevamente la fuente de trabajo y, fundamen- 
talmente, la producción. Creo que es buena cosa celebrar 
que, en definitiva, lo que esta votación deja es el marco 
necesario para que los trabajadores que están en tareas de 
mantenimiento esperen la resolución judicial que segura- 
mente será positiva, en virtud de los ya mencionados acuer- 
dos entre los empresarios, el Estado y los Bancos acreedo- 
res, a los efectos de que esta industria esté rápidamente 
generando producción y trabajo. 


18) INSTITUTO DE INVESTIGACION CIENTIFICA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el proyecto 
sobre el Instituto Pasteur. 


“Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Educación y Cultura 
Ministerio de Salud Pública 


Montevideo, 30 de junio de 2004. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de someter a su consideración el adjunto 
Proyecto de Ley, por el cual se autoriza a crear un instituto 
de investigación científica mediante la colaboración del 
Poder Ejecutivo, la Universidad de la República y el “Institut 
Pasteur” de París. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


I. ANTECEDENTES 


Creado en 1887 a instancias del eminente Louis Pasteur, 
el “Institut Pasteur” de París es uno de los más prestigiosos 
centros mundiales de investigación en múltiples campos 
relacionados con la salud humana. 


Desde hace largas décadas, el “Institut Pasteur” ha 
tenido vocación de conferir alcance internacional a sus 
actividades, formando en otros países -junto a institucio- 
nes o autoridades locales- centros de investigación cientí- 
fica destinados a abordar cuestiones de trascendencia para 
las respectivas regiones. 


Su circuito cuenta actualmente con veinticuatro centros 
“Pasteur” o asociados en diversas partes del mundo. En el 
continente americano sólo existe hasta el momento un cen- 
tro instalado en la Guyana Francesa. 


Con ese cuadro a la vista, se entendió que la creación de 
un centro de investigación “Pasteur” en el MERCOSUR 
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permitiría satisfacer un doble interés superior: el de los 
países que integran el Mercado Común del Sur y el del 
propio Instituto francés. 


En función de esos elementos, las autoridades naciona- 
les reiniciaron en marzo de 2001 contactos al más alto nivel 
con el “Institut Pasteur” y con el Gobierno de la República 
Francesa, procurando la instalación en el Uruguay de un 
instituto de investigación integrante del circuito interna- 
cional “Pasteur”. 


En mayo de 2001, vino al país una primera misión de 
miembros del “Institut Pasteur”. Con opinión favorable a la 
iniciativa, aconsejó establecer, en una primera etapa, las 
bases de una red científica entre el MERCOSUR y el “Institut 
Pasteur”. 


En setiembre de 2001, en presencia del Presidente de la 
República y de los Embajadores de los demás países del 
MERCOSUR, se suscribió un acuerdo de principio de co- 
operación. 


En diciembre de 2001, le siguió un primer convenio con 
diferentes instituciones académicas de Argentina, Brasil, 
Paraguay y Uruguay. Luego de una evaluación científica 
independiente, cuarenta y nueve instituciones académicas 
diferentes de estos países y de Chile fueron aceptadas por 
su nivel científico para formar parte de la denominada red 
AMSUD-Pasteur. Durante los dos últimos años, la red 
AMSUD-Pasteur emprendió la realización de tres progra- 
mas científicos sobre el dengue, la enfermedad de Chagas 
y las fiebres hemorrágicas y llevó a cabo, además, numero- 
sos cursos regionales. 


A partir de la muy favorable acogida que esas activida- 
des tuvieron en la comunidad científica del MERCOSUR, 
surgió como necesaria una implantación del “Institut 
Pasteur” en la región para asegurar la perdurabilidad del 
emprendimiento y colmar el vacío actualmente existente. 


Un informe preliminar solicitado por el “Institut Pasteur”, 
permitió establecer las características de esa posible im- 
plantación en función de las necesidades regionales. En 
sus conclusiones el informe aconsejó la creación de una 
estructura conformada por plataformas técnicas dotadas de 
los más modernos equipamientos a disposición de todos los 
investigadores, que permitan dinamizar la investigación 
científica en la región. 


Del relevamiento efectuado en la región, surgieron las 
necesidades consideradas prioritarias: 1) el desarrollo de 
nuevas tecnologías tales como la genómica y la proteómica, 
y 2) el desarrollo de la biomedicina y más particularmente, 
de la patología molecular. 


Sobres fines del año 2003 nuestra representación diplo- 
mática en Francia intensificó diversos contactos en París y 
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el señor Presidente de la República Oriental del Uruguay Sr. 
Jorge Batlle, remitió una carta al señor Presidente de la 
República Francesa Sr. Jacques Chirac, buscando el apoyo 
necesario para instalar un centro “Pasteur” en Montevideo. 


En febrero de 2004, en una reunión entre representantes 
del Ministerio de Economía y Finanzas del Uruguay, de la 
Embajada de Uruguay en Francia y el Director del Tesoro del 
Ministerio de Economía, Finanzas e Industria de Francia, el 
jerarca francés mostró su disposición a asignar un monto de 
£5.000.000,00 (euros cinco millones), a favor de la creación 
de un centro “Pasteur” en Montevideo. El acuerdo quedó 
condicionado a la demostración de la viabilidad del proyec- 
to en un horizonte de diez años y a un decidido compromiso 
financiero del Gobierno Uruguay con el mismo. 


A partir de ese entendimiento inicial, continuaron los 
trabajos preparatorios de una misión a llevarse a cabo en 
Montevideo para finalizar la elaboración del estudio de 
factibilidad en todos sus aspectos: científico, económico, 
arquitectónico y jurídico. 


Finalmente, entre el 17 y el 22 de junio de 2004 se 
reunieron en Montevideo los integrantes de una misión 
interdisciplinaria enviada con tal cometido por el “Institut 
Pasteur” y representantes y asesores del Poder Ejecutivo y 
de la Universidad de la República. Los resultados de esa 
misión fueron altamente positivos, al haberse arribado a 
una muy avanzada determinación del proyecto en todas sus 
facetas. 


II) IMPORTANCIA DEL PROYECTO 


El “Institut Pasteur” es un centro de referencia mundial 
de primer nivel en investigaciones en los campos de la 
microbiología, patologías infecciosas e inmunología. Tiene 
2.492 empleados de 63 nacionalidades, un presupuesto 
anual de 188 millones de euros, 130 unidades de investiga- 
ción repartidas en 12 departamentos, 1.000 alumnos y pa- 
santes, 22 centros nacionales de referencia en Francia (de 
un total de 39), 8 centros colaboradores de la OMS y una red 
internacional de 24 centros “Pasteur” con 8.800 personas. 


La arquitectura del proyecto de instalación de un insti- 
tuto “Pasteur” en Uruguay genera una oportunidad única 
de sinergia, al hacer concurrir bajo un objetivo común a los 
siguientes actores: Gobierno (Ministerios de Educación y 
Cultura, Salud Pública y Economía y Finanzas), la Universi- 
dad de la República, el “Institut Pasteur”, la comunidad 
científica y eventualmente el sector privado. 


El centro será el número 25 de la red internacional del 
“Institut Pasteur” y el segundo en el continente americano. 
La visión del proyecto es convertirlo en un polo biológico 
de primer nivel en el cono sur. 


Los egresos previstos totalizan 28.6 millones de dólares 
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en 10 años. Estos egresos incluyen una inversión en activo 
fijo de 12.1 millones de dólares que se concentra en los tres 
primeros años. 


Con este proyecto se estará creando un ámbito fecundo 
para que investigadores y científicos desarrollen conoci- 
miento en el país. Y el Uruguay estaría dando un paso 
enorme para entrar de lleno en la “sociedad del conocimien- 
to”. Como consecuencia, quedaría muy bien posicionado 
para: retener y recuperar a científicos uruguayos, acercar 
científicos de otros países y agregar valor a la producción 
y exportación, tanto de bienes como de servicios. 


En mérito a ello, el Poder Ejecutivo ha dispuesto adoptar 
las iniciativas que permitan la puesta en marcha de este 
trascendente emprendimiento, entre las cuales es imperati- 
vo promover la Ley cuyo proyecto ahora se presenta. 


II. ASPECTOS PRINCIPALES DELA LEY 


El “Institut Pasteur” es una fundación creada por Decre- 
to del Gobierno de la República Francesa de 4 de junio de 
1887. La gran mayoría de los centros “Pasteur” que integran 
la red internacional han adoptado esa misma forma jurídica 
de derecho privado. 


El instituto “Pasteur” que se establecerá en la República 
posee todos los elementos previstos en la Ley N* 17.163 de 
1” de setiembre de 1999 para calificar a una entidad como 
fundación. Por ello es que se ha arribado a la conclusión de 
la conveniencia de adoptar esa forma jurídica, que no sola- 
mente se compadece con la estructura de la institución 
proyectada sino que, además, es acorde a la de la gran 
mayoría de las integrantes del circuito “Pasteur” y a la del 
mismo “Institut Pasteur”. 


El Artículo 1* del Proyecto incluye pues la autorización 
legal al Poder Ejecutivo y ala Universidad de la República 
a instituir junto al “Institut Pasteur” una fundación con el 
objeto de efectuar investigación científica en el campo de 
la salud humana. A efectos de evitar ulteriores confusiones 
se explicitó en la norma la posibilidad de que la fundación 
realice, en el marco de su objeto de interés general y de su 
finalidad no lucrativa, actos asociativos y a título oneroso. 


El artículo 2” establece la autorización al Poder Ejecutivo 
para efectuar las negociaciones relativas a la conversión de 
parte de los servicios de la deuda que la República mantiene 
con el Gobierno de Francia. Ese mecanismo permite que los 
fondos correspondientes sean destinados como aportes a 
la fundación. 


En los artículos 3% a 6” se disponen diversos beneficios 
fiscales. Desde el punto de vista tributario, el proyecto 
establece una amplia exoneración de naturaleza genérica 
para la fundación, en relación a las actividades propias de 
su objeto, alcanzando no sólo a aquellos tributos de los que 
la institución es contribuyente, sino también a las obliga- 
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ciones que podría tener que asumir en calidad de responsa- 
ble, como es el caso del Impuesto a las Rentas de la Industria 
y Comercio por los hechos generadores establecidos en los 
literales B), C) y E) del artículo 2* del Título 4, del Texto 
Ordenado 1996. 


Además de los beneficios expuestos, se otorga a la 
fundación un crédito por los Impuestos al Valor Agregado 
y de Contribución al Financiamiento de la Seguridad Social, 
correspondientes a las adquisiciones en plaza de bienes y 
servicios destinados a integrar el costo de su activo fijo. 


En el artículo 7*, se prevé la posibilidad de que funcio- 
narios públicos profesionales o técnicos dependientes de 
la Administración Central y de los organismos comprendi- 
dos en los artículos 220 y 221 de la Constitución de la 
República, pasen a desempeñar funciones en comisión de 
servicios, en el marco del régimen previsto por el artículo 40 
de la Ley N” 16.320, de 1” de noviembre de 1992. 


En el artículo 8” se establece el monto y financiamiento 
del aporte que el Estado realizará a la fundación en el 
presente año. Se proyecta, además, la previsión en la próxi- 
ma instancia presupuestal de los aportes que el Estado 
deberá realizar en el futuro. 


Por último, en el artículo 9” se autoriza al Poder Ejecutivo 
y a la Universidad de la República a donar a la fundación, 
en calidad de aporte, los bienes inmuebles necesarios para 
la instalación de la misma. 


IV. CONSIDERACIONES FINALES 


Por todos los motivos antes expuestos, el Poder Ejecu- 
tivo considera de gran trascendencia para nuestro país y 
para la región el establecimiento de un instituto “Pasteur” 
con las características antes expresadas y solicita la apro- 
bación del siguiente Proyecto de Ley. 


JORGEBATLLE IBAÑEZ, Presidente de 
la República; Isaac Alfie, Leonardo 
Guzmán, Conrado Bonilla. 


PROYECTODELEY 


Artículo 1*.- Autorízase al Poder Ejecutivo y ala Univer- 
sidad de la República a constituir, conjunta o separadamen- 
te, una fundación con el “Institut Pasteur” de París -Repú- 
blica Francesa- de conformidad a las disposiciones de la 
presente ley y ala Ley N* 17.163 de 1* de setiembre de 1999. 
La fundación tendrá como fines principales la realización y 
difusión de investigaciones científicas en el campo de la 
salud humana y su objeto será acorde al del “Institut 
Pasteur”. La fundación podrá prestar servicios en forma 
onerosa para su financiamiento así como realizar, en el 
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marco de su objeto, todo tipo de actos, contrataciones y 
asociaciones con entidades públicas o con instituciones y 
empresas privadas, del país o del extranjero. 


Artículo 2*.- Autorízase al Poder Ejecutivo a celebrar un 
Convenio con el Gobierno de la República Francesa de 
conversión de parte de los pagos de los servicios de la 
deuda con dicho Estado, por un monto mínimo de cinco 
millones de euros, que se destinará como aporte a la funda- 
ción a que refiere la presente Ley, mediante los mecanismos 
que se establezcan en el referido Convenio, pudiendo pro- 
ceder a la apertura de una cuenta en una Institución Banca- 
ría a tales efectos. 


De lo actuado se dará cuenta a la Asamblea General, la 
que dispondrá de un plazo de treinta días para su conside- 
ración, teniéndose por aprobado si ésta no se expidiese en 
el término referido. 


Artículo 3”.- Exonérase a la fundación que se constituya 
de todo tributo nacional vinculado directamente a su obje- 
to. 


Dicha exoneración no comprenderá a los impuestos al 
Valor Agregado (IVA), Impuesto Específico Interno 
(IM.ES.I) y de Contribución al Financiamiento de la Segu- 
ridad Social (COFIS), correspondientes a las eventuales 
prestaciones de servicios y enajenaciones de bienes que la 
fundación realice en el país, en competencia con empresas 
del sector privado, salvo que éstas gocen de similares 
beneficios. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a establecer las referidas 
hipótesis de competencia. 


Artículo 4”.- Otórgase a la fundación que se constituya 
un crédito por los impuestos al Valor Agregado (IVA) y de 
Contribución al Financiamiento de la Seguridad Social 
(COFIS), incluidos en las adquisiciones de bienes y servi- 
cios destinados a integrar el costo de las inversiones en 
activo fijo. Dicho crédito se materializará por el procedi- 
miento establecido para los exportadores. A tales efectos la 
fundación deberá presentar a la Comisión de Aplicación de 
la Ley N* 16.906, de 7 de enero de 1998, la documentación 
correspondiente para su aprobación. 


Artículo 5”.- Exonérase del Impuesto a las Rentas de la 
Industria y Comercio, a las rentas comprendidas en el literal 
B), C) y E), del artículo 2* del Título 4 del Texto Ordenado 
1996, derivadas de prestaciones de servicios o enajenacio- 
nes de bienes a la fundación que se constituya. 


Artículo 6”.- Las donaciones en efectivo realizadas a la 
fundación por los contribuyentes de los Impuestos a las 
Rentas de la Industria y Comercios por los contribuyentes 
de los Impuestos a las Rentas de la Industria y Comercio y 
a las Rentas Agropecuarias, serán consideradas gastos 
deducibles a efectos de la determinación de la renta neta 
fiscal. 
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Artículo 7”.- La fundación podrá solicitar el pase en 
comisión de funcionarios profesionales y técnicos de la 
Administración Central y de los organismos comprendidos 
en los artículos 220 y 221 de la Constitución de la República, 
para prestar servicios en la misma, al amparo del régimen 
dispuesto por el artículo 40 de la Ley N* 16.320, de 1” de 
noviembre de 1992 y sus modificativas. Los funcionarios 
que pasen a prestar servicios en comisión, podrán percibir 
retribuciones adicionales con cargo a los fondos de la 
fundación. En todos los casos, la fundación deberá conta- 
bilizar como aporte suplementario del Estado, el costo que 
para su oficina de origen tenga cada funcionario en comi- 
sión. 


Artículo 8”.- Autorízase al Poder Ejecutivo a transferir 
la suma de USS 1:000.000,00 (un millón de dólares de los 
Estados Unidos de América) a la fundación como aporte 
correspondiente al año 2004, con cargo a la partida prevista 
por el artículo 29 del Decreto-Ley N* 14.754, de 5 de enero 
de 1978, en la redacción dada por el artículo 56 de la Ley 
N* 16.736, de 5 de enero de 1996. 


El Poder Ejecutivo propondrá en la próxima instancia 
presupuestal, la previsión de los aportes a la fundación a 
partir del ejercicio 2005, que no podrán ser inferiores a 
 500.000,00 (euros quinientos mil) anuales, así como pre- 
ver los mecanismos para asegurar las cantidades comple- 
mentarias que eventualmente se requirieren para equilibrar 
el presupuesto de la fundación en los ejercicios posterio- 
res. 


Artículo 9”.- Los organismos referidos en el artículo 1? 
de la presente Ley quedan habilitados a transferir a título 
gratuito a la fundación, en carácter de aporte, los bienes 
inmuebles necesarios para la instalación de la sede de la 
misma. 


Isaac Alfie, Leonardo Guzmán, Conrado 
Bonilla”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de ley. 
(Se lee) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra el señor Senador Herrera. 


SEÑOR HERRERA.- El pedido de urgencia está funda- 
mentado en que la Comisión de Ciencia y Tecnología en el 
día de ayer aprobó por unanimidad este proyecto, cumplien- 
do con la celeridad que el Cuerpo había prometido cuando 
envió una minuta de comunicación al Gobierno de Francia, 
manifestando la voluntad política del Senado del Uruguay 
en cuanto a su interés de que se establezca en nuestro 
territorio y con vocación regional, una filial del Instituto 
Pasteur. Además, este proyecto ha recibido la aprobación 
unánime de las distintas fuerzas políticas en la reunión de 
coordinación realizada en la mañana de hoy. 
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Las conversaciones sobre este tema se iniciaron a fines 
de la segunda presidencia del doctor Sanguinetti, se con- 
tinuaron en el 2000, en el Gobierno presidido por el doctor 
Batlle, y en setiembre de 2001 se firmó un acuerdo de 
cooperación entre el Instituto Pasteur y cuarenta institu- 
ciones académicas del MERCOSUR y Chile, con el propósi- 
to de tener un vínculo virtual para avanzar en el estudio del 
dengue, la Enfermedad de Chagas y la fiebre hemorrágica. 
De alguna forma, ya está en práctica esa vinculación virtual 
y ya hay desarrollos académicos y resultados a favor de la 
salud del ser humano. 


Obviamente, el Instituto Pasteur debe su nombre a Luis 
Pasteur, quien lo crea en 1877. Es un centro internacional 
con sede en París, con 2.500 funcionarios de 63 nacionali- 
dades y con un presupuesto de E 188:000.000. Esto solo ya 
hablaría de la gravitación que tiene en el mundo académico 
y en el pensamiento científico un centro de estas caracte- 
rísticas. Además, tiene 24 filiales repartidas en el mundo 
entre los denominados países desarrollados y los que aún 
estamos en desarrollo, con 8.800 personas en relación pro- 
fesional laboral. En definitiva, esto muestra que se trata de 
un centro internacional con sede en París, pero con una 
vocación por el desarrollo científico tecnológico y de in- 
vestigación permanente en el área de la salud humana, lo 
que lo lleva a estar presente en variadas realidades del 
mundo. 


Este proyecto propone que la filial número 25 -y la 
segunda en América- esté en el Uruguay. En sí mismo, el 
proyecto científico se basa en áreas temáticas como son la 
biología de sistemas y los estudios post genómicos. El 
estudio del genoma humano fue lo que revolucionó la 
medicina en la década de los noventa y recién terminada esa 
década, iniciando el 2004, ya estamos en una etapa poste- 
rior, lo que muestra la velocidad y reducción de los ciclos 
en el avance del pensamiento científico y tecnológico. En 
otras épocas de la humanidad, seguramente esto hubiera 
llevado centenares de años, pero hoy pasamos de la revo- 
lución del gen al post genoma apenas tres años después de 
terminada la década del noventa. 


Estas áreas temáticas tienen como objetivo principal el 
estudio, la prevención y la detención del envejecimiento, 
las enfermedades degenerativas y el cáncer. La proyección 
en biomedicina y biotecnología, que es lo que se denomina 
medicina molecular, permite nuevas técnicas de diagnósti- 
co, identificación de blancos y nuevos agentes terapéuti- 
cos, medicamentos recombinantes, terapia celular y terapia 
génica, medicina predictiva y fármaco-genómica. A su vez, 
se basa en plataformas tecnológicas a partir de la 
bioinformática, que es el estudio por medio de la informática 
- y, Obviamente, con su herramienta, la computadora- de la 
biología humana, lo que por la posibilidad de cruce, preci- 
sión y ampliación, va a dar un campo de visión mucho más 
amplio, profundo y preciso del que hoy tenemos. También 
permite la biología estructural, que es el estudio de la 
estructura de las proteínas alojadas en los genes y que hoy 
se ha descubierto que son las que realmente dan las órdenes 
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para el comportamiento biológico, la biología molecular y 
celular, el cultivo y crioconservación de células y tejidos, 
así como la protoórbica y la bioquímica analítica, que es lo 
que mencionábamos hace un momento sobre el estudio post 
genómico. El bioterio es una especie de gran laboratorio 
-el primero en la región- dedicado ala manipulación, inves- 
tigación y creación de animales transgénicos. 


Esto es, en grandes líneas, lo que podemos trasmitir hoy 
en cuanto a la visión, la misión y los objetivos de un 
instituto de estas características. 


A continuación, quisiera referirme al proyecto en sí 
mismo. 


El artículo 1” incluye la autorización legal al Poder Eje- 
cutivo y a la Universidad de la República para constituir, 
junto con el Instituto Pasteur, una fundación con el objeti- 
vo de efectuar investigación científica en el campo de la 
salud humana. 


El artículo 2” establece la autorización al Poder Ejecutivo 
para efectuar las negociaciones relativas ala conversión de 
la deuda que sostenemos con la República Francesa hasta 
un monto de E 5:000.000. 


En los artículos 3% a 6” se disponen diversos beneficios 
fiscales, donde se destaca una amplia exoneración fiscal, 
estableciendo exoneraciones y créditos a favor de esta 
fundación. 


En el artículo 7” se prevé la posibilidad de que los 
funcionarios públicos, profesionales o técnicos, tanto de la 
Administración Central como de la Universidad, pasen a 
desempeñar funciones en comisión de servicios en el marco 
del régimen previsto por el artículo 40 de la Ley N* 16.320. 
Los salarios que perciben en esas reparticiones seguirán a 
cargo de ellas y se contará como un aporte del Estado 
uruguayo a la fundación. A su vez, esta está autorizada a 
pagar fondos por encima o un diferencial incremental a esos 
salarios. 


En el artículo 8” se establece el monto y financiamiento 
del aporte que el Estado hará a la fundación en el presente 
año. Se prevé -obviamente, es solamente una previsión- 
para la próxima instancia presupuestal, cuál será el aporte 
que el Estado uruguayo realizará en el futuro. 


En el artículo 9% se autoriza al Poder Ejecutivo 
y a la Universidad -fundamentalmente a esta última, por 
lo que explicaba el Rector Guarga- a hacer un aporte a título 
gratuito, pero que a su vez se considera un aporte a la 
fundación, de bienes inmuebles. Se incluye este artículo 
porque la Universidad necesita de una autorización legal a 
título expreso para hacerlo. 


El Instituto Pasteur se establecerá -así está previsto- en 
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el predio universitario de Malvín Norte de la Facultad de 
Ciencias. De esta manera, creo que se instalará en el Uru- 
guay un polo científico y tecnológico que ayudará a desa- 
rrollar y a encontrar caminos a los científicos formados en 
el país; al mismo tiempo, permitirá formar nuevos científicos 
y también recuperar -¿por qué no?- a algunos o muchos de 
los mismos que hoy están radicados en el exterior. Funda- 
mentalmente, damos de esta manera un paso muy importan- 
te para incorporar al Uruguay a la sociedad del conocimien- 
to. 


Es todo cuanto tengo para informar por el momento, 
señor Presidente. 


SEÑOR ATCHUGARRY .- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. .- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ATCHUGARRY .- Brevemente, señor Presiden- 
te, quiero dejar algunas constancias y decir que el Cuerpo 
merece ser informado sobre algunos aspectos a los que el 
Miembro Informante ya ha hecho mención. En primer lugar, 
debemos agradecer a la República Francesa, porque de las 
distintas gestiones iniciadas hace un tiempo logramos en- 
caminar el tema de la reconversión de la deuda, y la idea es 
que sean 5:000.000 o algo más. Asimismo, es bueno seña- 
lar que quien nos abrió el camino en estos aspectos fue, tal 
vez, el Reino de España, con un procedimiento similar, el 
año pasado. En momentos difíciles para el Uruguay, corres- 
ponde decir que se está viendo de parte de algunos países 
una expresión concreta de solidaridad. 


En segundo término, señor Presidente, esto tiene un 
mecanismo algo particular, por el cual el pago se deposita 
en una cuenta y luego se utiliza aquí; el Parlamento lo 
conoce, porque en el caso del Reino de España, lo aproba- 
mos. Este convenio tendría una especie de aprobación, por 
mero vencimiento del plazo, de la Asamblea General -lo cual 
es excepcional-, y en este caso esa posibilidad se admite. 
Ahora bien; en cuanto al financiamiento posterior, existe la 
idea de que hay una cantidad del orden de los E 3:000.000 
anuales que la Unión Europea destina al Uruguay para 
distintos proyectos, aunque se nos ha informado que para 
los próximos años buena parte de esa cantidad no tendría 
todavía un destino comprometido. Si bien el proyecto no 
hace referencia a esa fuente de financiamiento, no lo hace 
porque será potestad de los próximos parlamentarios -o al 
menos esa es la idea- establecer el destino. Lo cierto es que 
me pareció de interés exponer los aspectos estrictamente 
financieros del proyecto, ya que lo demás ha sido detalla- 
damente explicado por quienes realizaron un largo trabajo 
en la Comisión. En tal sentido, vamos a acompañar la inicia- 
tiva. 


SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE..- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 
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SEÑOR CARVALHO.- Simplemente, quería dejar tam- 
bién una constancia similar, la que adelanté en el día de ayer 
en el ámbito de la Comisión de Ciencia y Tecnología, a fin 
de que quede incorporada a la versión taquigráfica del 
debate parlamentario. Me refiero al régimen de exoneraciones 
fiscales incluido en la presente ley. En rigor, si analizamos 
la norma del artículo 69 de la Constitución sobre exonera- 
ción de impuestos a las organizaciones o instituciones que 
realicen actividades culturales -la que ha sido reglamentada 
por diversas normas posteriores-, teniendo en cuenta el 
objeto en concreto de esta fundación, que sin duda estaría 
incluida en ese concepto genérico de actividad cultural, no 
parecería estrictamente necesario que se incluyeran en el 
texto del proyecto de ley exoneraciones que ya están legis- 
ladas para todas las asociaciones sin fines de lucro o 
fundaciones que se dediquen a este tipo de actividades. Sin 
embargo, a los efectos de clarificar definitivamente ese 
aspecto, me parece bien que se incluyan, siempre que en el 
futuro ninguna autoridad administrativa -ya sea en la órbita 
del Banco de Previsión Social, del Ministerio de Economía 
y Finanzas o de las Intendencias Municipales, encargadas 
de reconocer esa exoneración a las instituciones culturales 
sin fines de lucro, ya sean asociaciones civiles o fundacio- 
nes- utilice “contrario sensu” el argumento de que, puesto 
que el Parlamento ha establecido a texto expreso determina- 
das exoneraciones a favor de la Fundación Instituto Pasteur, 
ello significa que todas aquellas instituciones, asociacio- 
nes civiles o fundaciones que no tengan ese reconocimien- 
to expreso por vía legal carecen, por consiguiente, del 
derecho a ampararse en las exoneraciones fiscales. Esta 
interpretación fue compartida por el señor Subsecretario de 
Economía y Finanzas y, tal como lo anuncié a los compañe- 
ros de la Comisión, me limito a dejar constancia expresa de 
que es la correcta para la norma que estamos votando en el 
día de hoy y que ninguna otra podría ser aplicada en sede 
administrativa. 


Nada más, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar, en general, el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-21 en21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Hay una moción para que se suprima la lectura. 
SEÑOR HERRERA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR HERRERA.- Hay una sola modificación en el 
artículo 1” y después se podría votar en bloque. 
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SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CARVALHO.- Aclaro al señor Senador Herrera 
que al revisar mis apuntes de ayer, encontré otra modifica- 
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ción, que consiste en sustituir la conjunción “y” por “o” en 
el artículo 7”. No sé si el señor Senador está de acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se suprime la 
lectura. 


(Se vota:) 

-20en 21. Afirmativa. 

En consideración el artículo 1”. 
SEÑOR HERRERA - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR HERRERA.- Más o menos a mitad de párrafo, se 
dice lo siguiente: “La Fundación tendrá como fines princi- 
pales la realización y difusión de investigaciones científi- 
cas”. Luego, a pedido del Rector de la Universidad ayer en 
la Comisión, se agregó: “y tecnológicas”. Esta solicitud fue 
aprobada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 1? con la modificación propuesta. 


(Se vota:) 

-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 2*. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 3*. 

SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: en primer lu- 
gar, quiero compartir el razonamiento que hacía el señor 
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Senador Carvalho, que me parece indiscutible y además 
contribuye a que la historia fidedigna de la sanción de este 
proyecto de ley cuente con esa constancia para eventuales 
interpretaciones posteriores. 


En segundo término, quiero decir que el inciso primero 
de este artículo 3%, no obstante eso, seguramente va a dar 
pie a algo que es bastante claro: a que los Municipios 
interpreten que no están exonerados de impuestos munici- 
pales. Si la Constitución dice que las instituciones cultura- 
les están exoneradas de impuestos nacionales y municipa- 
les, una ley que diga que solamente lo están de los tributos 
nacionales, sería inconstitucional. Es verdad que es in- 
constitucional, pero también lo es que una ley inconstitu- 
cional debe aplicarse mientras la Suprema Corte de Justicia 
no declare la inaplicabilidad en un juicio de 
inconstitucionalidad. Por consiguiente, creo que no costa- 
ría nada decir: “Exonérase a la Fundación que se constituya, 
de todo tributo nacional, de conformidad con el artículo 69 
de la Constitución”. Lo relativo a si vende, compra, etcéte- 
ra, es otro tema y no su materia directa. Reitero la sugerencia 
de incluir el artículo 69 como una referencia para afianzar la 
interpretación que hacía el señor Senador Carvalho y esta- 
blecer la exoneración de todo tributo vinculado directamen- 
te a su objeto, eliminando la palabra “nacional”. 


SEÑOR BRAUSE.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BRAUSE.- Señor Presidente: lamento discrepar 
con el señor Senador Korzeniak, y vaya esto dicho con el 
mayor de los respetos. Pero desde mi punto de vista, lo que 
está exonerando este proyecto que luego se transformaría 
en ley, es lo que puede exonerar en cuanto a los tributos 
nacionales, pues no puede invadir lo que es reserva cons- 
titucional de los Gobiernos Municipales, que son los tribu- 
tos municipales, de acuerdo con lo que establece el artículo 
297 de la Constitución. De manera que, a mi juicio, el inciso 
tal como está redactado es correcto, ya que exonera de 
tributos en la medida en que lo puede hacer dentro de la 
reserva del Poder Legislativo, o sea, de tributos que son 
sancionados por el dicho Poder. Por lo tanto, está actuando 
dentro del ámbito de su competencia, en este caso, el inciso 
primero. 


Creo que la referencia al artículo 69 de la Constitución no 
es de recibo, por cuanto esta disposición constitucional 
-de jerarquía mayor a la de la ley- lo que establece es la 
exoneración de impuestos nacionales y municipales a las 
instituciones de enseñanza privada y las culturales de la 
misma naturaleza. 


Aclaro que los impuestos son una especie dentro del 
género de los tributos y ahí sí comprende tanto el ámbito 
nacional como el municipal. La Constitución lo puede hacer, 
pero lo que el Legislador nacional debe hacer es, únicamen- 
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te, limitarse al ámbito de la exoneración de tributos nacio- 
nales y no referir al artículo 69 de la Constitución, que es 
otra cuestión. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR BRAUSE.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Voy aintervenir en este tema 
para ver si logramos una solución. 


Creo haber entendido lo que quisieron expresar los dos 
señores Senadores y tal vez podríamos zanjar diferencias si 
el artículo comenzara diciendo: “Sin perjuicio de lo dispues- 
to por el artículo 69 de la Constitución”, para luego conti- 
nuar tal como está redactado. 


(Intervención del señor Senador Singer) 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Estoy hablando de las 
exoneraciones que le correspondan por el artículo 69 de la 
Constitución 


SEÑOR SINGER.- Pero no refiere al artículo 69, señor 
Senador. 


SEÑOR ATCHUGARRY .- En la parte de investigación y 
de enseñanza, tal vez sí. Lo que ocurre es que probablemen- 
te esta fundación realice hasta actividades comerciales, ya 
que puede tener múltiples actividades. Entonces, para darle 
un trámite lo más rápido posible, sugiero que en tanto le 
correspondan las exoneraciones del artículo 69, se le apli- 
carán todas; si no es así, estará exonerado de tributos 
nacionales, salvo en aquellas actividades que estén en 
abierta competencia con sectores de actividades similares. 
Esto quiere decir que si va a competir con una mutualista, 
es razonable que pague los mismos impuestos. 


En resumen, mi propuesta es que el artículo comience 
diciendo: “Sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 69” 
o que se busque una redacción que los señores Senadores 
entiendan adecuado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Sena- 
dor Brause. 


SEÑOR KORZENIAK.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR BRAUSE.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 
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SEÑOR KORZENIAK.- Quiero señalar dos o tres puntos 
que los tengo muy arraigados, aunque quizás sea un arraigo 
equivocado. 


La Constitución utiliza la palabra “impuestos” desde 
hace muchos años. Por ejemplo, en el artículo 5” se dice que 
los templos están exentos de impuestos, y las leyes siempre 
han interpretado que se refiere a tributos. De todos modos, 
podemos hablar de impuestos. Pero lo que no puedo enten- 
der -lo digo muy sinceramente- es lo siguiente: si estamos 
exonerando de impuestos -supongamos que ponemos “im- 
puestos”, nada más- por el artículo 69 de la Constitución 
-a menos que eso se discuta-, ¿cómo se puede sostener que 
sólo se puede exonerar por ley impuestos nacionales, cuan- 
do la Constitución expresamente dice “impuestos naciona- 
les y municipales”, estableciendo que las instituciones 
culturales quedan exoneradas? 


De acuerdo con el artículo 297 de la Constitución, el que 
crea y administra impuestos como fuente de recursos muni- 
cipales es el Municipio, pero eso no tiene nada que ver con 
el artículo 69. El artículo 297 le otorga al Municipio el 
derecho de crear y administrar algunos impuestos, como la 
contribución inmobiliaria urbana y suburbana, pero esto lo 
hace conectado con el artículo 69, que establece que las 
instituciones culturales no pagan impuestos nacionales ni 
municipales. 


No entiendo cómo se pueden coordinar estos dos artí- 
culos sin admitir esto. Reconozco que se puede discutir el 
alcance de los términos “impuesto” o “tributo”; aunque 
antes no había dudas de que “impuesto” abarcaba todo 
tributo, ahora, con una interpretación histórico-evolutiva 
se perfeccionaron las ciencias de las finanzas y se distingue 
entre “impuesto”, “tasa” y “contribución de mejoras”. En- 
tonces, podemos decir que está exonerada de toda clase de 
impuestos nacionales y municipales, de acuerdo con el 
artículo 69 de la Constitución. Esto no quiere decir que esté 
afectado, para nada, el artículo 297. 


Además, si mal no recuerdo, en el Uruguay se han 
dictado 17 leyes para las instituciones de enseñanza priva- 
da, y todas siguen exactamente el criterio que estoy mencio- 
nando. Alguna vez hice la lista, sobre todo cuando hace un 
tiempo hubo un municipio que quería gravar al local de una 
institución de enseñanza privada. 


En resumen, propongo que se diga “impuestos”, para no 
entrar en esa discusión, pero no se puede hablar de impues- 
tos nacionales porque la ley estaría gravando lo que la 
Constitución dice que no está gravado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Sena- 
dor Brause. 


SEÑOR BRAUSE.- Tengo la impresión de no haber sido 
entendido, o quizás no fui lo suficientemente claro. Si el 
Poder Legislativo tiene la potestad de crear tributos, tam- 
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bién tiene la de establecer exoneraciones. En esto no tiene 
nada que ver el artículo 69 de la Constitución de la Repúbli- 
ca, porque es otra cosa. Entonces, lo que establece el inciso 
primero es que se exonera a la fundación que se constituya 
de todo tributo nacional vinculado directamente a su obje- 
to. ¿Está bien o está mal lo que se persigue con esta norma? 
En mi opinión, está bien y el artículo 69 de la Constitución 
no tiene nada que ver con esto, ya que refiere a exonerar a 
las instituciones de enseñanza O culturales de similar 
naturaleza, de impuestos nacionales y municipales. Es decir 
que tiene un objetivo específico y refiere a impuestos. Aquí 
se trata de otra cosa. S1 además se le quiere vincular a ese 
artículo 69 como señalaba el señor Senador Atchugartry, 
aclaro que no tengo inconveniente en que la disposición 
comience diciendo “sin perjuicio de lo dispuesto por el 
artículo 69 de la Constitución de la República, exonérase a 
la fundación que se constituya de todo tributo nacional 
vinculado directamente a su objeto”. Pero reitero que como 
está redactada la norma, desde el punto de vista jurídico 
constitucional es correcta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habría dos propuestas de redac- 
ción. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- No me apeo de mi propuesta, 
porque es inconstitucional que una ley diga que una insti- 
tución, que aquí hemos reconocido que es cultural, va a 
pagar impuestos municipales. Reitero queesinconstitucio- 
nal, de acuerdo con lo que establece el artículo 69 de la 
Carta. 


SEÑOR BRAUSE.- No lo dice, señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK.- A contrario, se puede interpretar 
que al declararla exonerada de impuestos nacionales, no 
queda exonerada de impuestos departamentales. Si se acla- 
ra que esa interpretación a contrario no funciona, no opera, 
lo acepto con mucho gusto. ¿Por qué no se me aclaró? Por 
el contrario, se me dijo que eso lo pueden hacer los Muni- 
cipios y no es así, porque es la Constitución la que lo hace. 
Si aquí se dice que queda claro que la exoneración del 
artículo 69 es aplicable, creo que habremos llegado a un 
texto adecuado. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Señor Presidente: aquí hay 
un problema de interpretación de la Constitución que me 
parece que hay que aclarar. 


Personalmente, comparto la interpretación del señor 
Senador Brause, que es un destacado especialista en mate- 
ria tributaria, del que fui alumno -no sé si bueno o malo- en 
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la Facultad de Derecho, pero me parece que en este tema es 
bueno aclarar algunos conceptos, porque el señor Senador 
Korzeniak, que insiste sobre el artículo 69 de la Constitu- 
ción, por supuesto tiene razón en su interpretación en 
cuanto a que dicho artículo exonera de impuestos naciona- 
les y municipales. 


La Constitución uruguaya distingue -la doctrina 
tributaria hace mucho tiempo lo viene aclarando- entre 
impuestos, tasas y contribuciones. En otros términos: “tri- 
buto” es el género, como lo dice el Código Tributario, y 
dentro de ese género nos encontramos con tres especies: 
los impuestos, las tasas y las contribuciones. Ahora bien, 
la Constitución de la República, en su artículo 69, exonera 
de impuestos nacionales y municipales -es decir, una espe- 
cie dentro del género tributos- a las instituciones de ense- 
ñanza privada y las culturales. Lo que ha dicho el señor 
Senador Brause, con razón, es que la ley no puede exonerar 
de tributos municipales. Comparto con el señor Senador 
Korzeniak -quien fue mi profesor de Derecho Constitucio- 
nal en la Facultad, como lo fue el señor Senador Brause de 
Derecho Financiero y de Ciencia Política y Financiera- su 
interpretación de que el Poder Legislativo no tiene compe- 
tencia para exonerar de tributos municipales. La Constitu- 
ción ya exonera de impuestos municipales, lo que no pode- 
mos ignorar, porque como dice el señor Senador Korzeniak, 
una ley que ignore esto sería inconstitucional. 


En consecuencia, la propuesta que ha hecho el señor 
Senador Atchugarry me parece la más adecuada, ya que 
comienza diciendo: “Sin perjuicio de lo dispuesto por el 
artículo 69 de la Constitución, exonérase a la fundación que 
se constituya de todo tributo nacional vinculado directa- 
mente a su objeto”. Creo que así zanjamos esta discusión. 


SEÑOR SINGER.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor Singer. 


SEÑOR SINGER.- Tratando de aplicar un poco de senti- 
do común, siesta fundación estuviera alcanzada plenamen- 
te porel artículo 69 de la Constitución, este texto estaría de 
más, sobraría por innecesario; sila Comisión ha pensado en 
la inclusión de este texto es, precisamente, porque en sus 
diversas actividades la fundación no está alcanzada en su 
totalidad por el artículo 69. Si estuviera comprendida dentro 
de dicho artículo no diríamos nada. 


Lo que acaba de expresar el señor Senador Correa Freitas 
es de una lógica muy clara. Este texto no contradice el 
artículo 69; simplemente, en aquellos casos en que esta 
fundación no está alcanzada por el mismo, rige esta dispo- 
sición. Si además se quiere decir que en alguna de sus 
actividades esta fundación está alcanzada por el artículo 69, 
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entonces me parece conveniente la propuesta del señor 
Senador Atchugarry: “Sin perjuicio de lo dispuesto por el 
artículo 69”. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Puede continuar el señor Sena- 
dor Correa Freitas. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Termino expresando que 
comparto la propuesta de modificación del artículo hecha 
por el señor Senador Atchugartry. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa advierte que hay una 
mayoría a favor de la redacción propuesta por el señor 
Senador Atchugarry. ¿El señor Senador Korzeniak la admi- 
te? 


SEÑOR KORZENIAK.- Si eso supone que queda como 
historia fidedigna de la sanción de esta ley que el artículo 
69 de la Constitución es aplicable a esta fundación, así la 
votaría. Si esa constancia, que parece haber sido ratificada 
por el señor Senador Singer, también es aceptada por el 
señor Senador Brause en el sentido de que es aplicable el 
artículo 69, la acompañaré con mi voto. De lo contrario, la 
fórmula que planteé también elimina toda discusión y es 
mucho más ajustada a la Carta: “Exonérase a la fundación 
que se constituye de todo impuesto vinculado directamente 
asu objeto (artículo 69 de la Constitución)”, para no discutir 
más lo de “impuesto” y “tributo”, que todos conocemos de 
memoria. Sino se está de acuerdo con esto, que quede claro 
que se está diciendo que este artículo interpretado a con- 
trario no supone que no se aplique el artículo 69 de la 
Constitución. Sieso es lo que se desea y se dice que es así, 
con mucho gusto lo votaré. De lo contrario, nos estamos 
haciendo trampas a nosotros mismos. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Creo que la propuesta que 
hace el señor Senador Korzeniak tiene un inconveniente: si 
ponemos que se exonera al Instituto Pasteur -o a la funda- 
ción que se constituye como tal- de todo impuesto, lo 
estamos limitando y estamos dejando afuera las tasas y las 
contribuciones. 


(Apoyados) 


- Entonces, está bien incluir en esta disposición, en el 
inciso primero, “todo tributo”, porque dentro de los tribu- 
tos están los impuestos, las tasas y las contribuciones. Por 
lo tanto, creo que agregando lo del artículo 69 de la Cons- 
titución, es decir, la propuesta de redacción del señor 
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Senador Atchugarry, cubrimos el tema. ¿Por qué? Porque 
decimos: “Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 69 de 
la Constitución, exonérase a la fundación que se constituya 
de todo tributo nacional vinculado directamente a su obje- 
to”. Creo que de esa manera zanjamos la discusión y prote- 
gemos adecuadamente a la fundación que se crea en este 
momento, y de ninguna manera la norma es inconstitucio- 
nal, porque de acuerdo con el artículo 69 de la Constitución 
-al cual alude la redacción- ya está exonerada de todo 
impuesto nacional o municipal. 


SEÑOR HERRERA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR HERRERA.- El problema es que no se llega a este 
texto de ley por iniciativa de un Legislador sino -como lo 
observamos en el día de ayer en la Comisión de Ciencia y 
Tecnología, y pido que se tome en cuenta por encima de este 
interesante debate jurídico- como resultado de negociacio- 
nes y estudios hechos por parte del Instituto Pasteur con 
autoridades del Poder Ejecutivo y de la Universidad de la 
República. Este texto de ley tiene, entre otras cosas, equi- 
librios, y apunta a la viabilidad. El propio Instituto Pasteur 
contrató una consultora para que el proyecto tuviera una 
viabilidad de diezaños hacia delante. Entonces el texto está 
hecho a la medida de la fundación que se va a constituir 
entre el Uruguay y el Instituto Pasteur. 


Con todo respeto, aunque no he sido profesor ni alumno 
de ninguno de los presentes, sugiero que dejemos para otra 
oportunidad este debate sobre tributos y sobre el alcance 
del artículo 69 de la Constitución y respetemos el texto que 
está acordado entre el Gobierno, la Universidad de la Repú- 
blica, el Instituto Pasteur y el Gobierno de la República 
Francesa. 


No es, por supuesto, algo que se pueda imponer a la 
voluntad del Senado, pero no estamos discutiendo un tema 
de soberanía ni un tema político sobre el cual tengamos que 
formular observaciones a los negociadores -en ese caso 
estaríamos en nuestro derecho de hacer lo que nos parecie- 
ra-, por lo que hago una exhortación a que respetemos el 
texto desde esta parte, porque sé que es producto de 
equilibrios y estudios que se han hecho durante los últimos 
años. Inclusive, quiero manifestar que en el plano personal 
tengo temor de introducir algún elemento que luego arroje 
un resultado distinto al que se ha conseguido y estamos por 
concretar mediante este proyecto de ley. 


Muchas gracias. 
SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 
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SEÑOR CARVALHO.- Señor Presidente: con el mayor 
respeto por la opinión que acaba de expresar el señor 
Senador Herrera, quiero señalar que no alcanzo a compren- 
der cómo la inclusión de una cláusula que, en realidad, está 
extendiendo la protección también a otra clase de tributos 
-como, por ejemplo, el municipal-, puede molestar al Insti- 
tuto Pasteur o al Gobierno de la República de Francia. En 
todo caso, si estuviéramos limitando o estableciendo algu- 
na norma restrictiva a lo que nos fue propuesto, sin duda 
deberíamos estudiarlo con más detenimiento; sin embargo, 
tratándose de la extensión de la protección para incorporar 
allí la situación de los tributos municipales -algo que, debo 
confesar, en el día de ayer no advertí-, personalmente creo 
que no habría inconveniente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Enconsecuencia, corresponde- 
ría pasar a votar el artículo de acuerdo con lo solicitado por 
el señor miembro informante, o sea, tal como viene en el 
proyecto de ley. Luego, la alternativa será no votarlo y 
cambiar la redacción, pero la Mesa no tiene otra opción que 
poner ese texto a consideración. 


SEÑOR HERRERA.- Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR HERRERA.- Lo que quise expresar no era que 
esto fuera a molestar al Instituto Pasteur o al Gobierno de 
la República de Francia, sino que al tratarse del resultado de 
un trabajo conjunto, lo razonable era que lo respetáramos en 
la medida en que no tenemos razones políticas profundas o 
suficientes como para modificar ese trabajo. 


Por otra parte, el señor Senador Carvalho ha dejado una 
constancia en cuanto a la interpretación de ese hecho y así 
va a ser votado el proyecto, con esa constancia en la 
versión taquigráfica, además del debate jurídico realizado 
en Sala, que deja claramente establecido cuál es el alcance 
de la disposición. 


Simplemente, me anima una intención y un sentido prác- 
tico de no modificar algo que no nos afecta en cuestiones 
fundamentales. Sólo se trata de eso, y me avengo a la mejor 
solución para que demos aprobación rápidamente al pro- 
yecto de ley. 


SEÑORA POU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA POU.- Señor Presidente: quiero manifestar mi 
coincidencia con el criterio expresado por el señor Senador 
Herrera, pues creo que se ha realizado una magnífica tarea, 
inclusive durante los meses de receso. Se han reunido 
distintos actores para trabajar en este tema, y pienso que 
esto puede ser un muy buen ejemplo de cómo deberíamos 
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trabajar en otros, porque la coincidencia en el objetivo de 
este proyecto -que es algo más que el interés nacional, ya 
que ubica al país como un centro regional nada menos que 
de un Instituto que se ocupa de la microbiología, de las 
patologías infecciosas y de la inmunología- para nosotros 
tiene una virtud enorme. Digo esto desde un punto de vista 
más ciudadano, puesto que implica la posibilidad de retener 
o de recuperar científicos que van a poder trabajar en un 
lugar de privilegio. 


Además, la articulación a la que se ha llegado entre la 
Universidad de la República, el Gobierno, la comunidad 
científica y, eventualmente, las empresas privadas, abre las 
puertas a una modalidad que quizás de aquí en más tenga- 
mos que mirar con más perspectiva. Durante la discusión 
de ayer, mediante una modalidad realmente novedosa -por 
lo menos para mí, puesto que trabajamos aprobando los 
artículos en presencia de la delegación que nos fue aclaran- 
do todos y cada uno de los puntos-, quedó de manifiesto 
que este es un proyecto de ley, diría, artesanal y hecho 
especialmente para este caso, que me parece muy interesan- 
te. Si hay algunos otros beneficios que después se entienda 
se pueden conceder, quizás deban ser objeto de otra mirada 
y en otro momento. En todo caso, este Senado, con una 
minuta de comunicación que fue presentada por la Comisión 
y aprobada por unanimidad, dio las señales que se nos 
pedían en cuanto al enfoque, y aquí está su resultado. 


De modo que, en lo que me es personal, dejaría el texto 
tal como está. Además, pienso que deberíamos preocupar- 
nos de que cruzara el Salón de los Pasos Perdidos cuanto 
antes y de que la Cámara de Representantes diera una señal 
rápida de aprobación para este proyecto de ley que repre- 
senta el inicio de un proceso. 


Sin perjuicio de ello quisiera dejar la siguiente constan- 
cia. Debido a que estamos hablando de la comunidad cien- 
tífica y de aportes y contrapartidas que va a hacer el Estado 
uruguayo, quiero decir que esto para nosotros no tiene 
nada que ver con lo que hemos hablado de una emergencia 
en cuanto a los aportes en los distintos programas para las 
actividades científicas. Esa es otra historia sobre la que 
oportunamente vamos a tener que hincar el diente, porque 
tiene el mismo carácter de emergencia en el sentido de 
retener y conservar a los científicos de nuestro país. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sinose hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 3* tal como viene en el proyecto de 
ley original. 

(Se vota:) 


-20en 21. Afirmativa. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 
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SEÑOR KORZENIAK.- He votado el proyecto de ley por 
razones pragmáticas, tal como lo han solicitado, en el si- 
guiente entendido: en primer lugar, que el inciso primero del 
artículo 3”, que es el que ha motivado la discusión, a mi 
juicio supone que esta Fundación, salvo para las operacio- 
nes que vienen después, está exonerada de todo impuesto 
nacional y municipal, y en segundo término, que está exo- 
nerada de todo tributo nacional, y que esto es por efecto del 
artículo 69 de la Constitución de la República. 


Asimismo, quiero dejar constancia de que si no fuera 
ésta la interpretación, sería un artículo contrario a la Cons- 
titución, y si se planteara ante la Suprema Corte de Justicia 
una interpretación distinta, como podría ser, a contrario 
sensu, decir que no está exonerada de todo tributo mu- 
nicipal, eso debería ser inaplicable y así declarado por la 
Corte. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Voy a fundar el voto en el 
mismo sentido, expresando que he votado este artículo 3% 
en su redacción original en el entendido de que lo que se 
establece es sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 69 
de la Constitución de la República. Dicho de otro modo, 
esta exoneración dispuesta en el inciso primero del artículo 
3” del proyecto de ley que estamos aprobando es sin perjul- 
cio de las exoneraciones que se establecen de los impuestos 
nacionales y municipales en el artículo 69 de la Constitu- 
ción. 


Muchas gracias. 
SEÑOR BRAUSE.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BRAUSE.- Simplemente quiero señalar, reiteran- 
do lo manifestado en oportunidad de expresarme respecto 
aeste inciso primero del artículo 3”, que el mismo es perfec- 
tamente constitucional en tanto que el Parlamento lo que 
está haciendo es exonerar de tributos nacionales. Claro está 
que esta exoneración es sin perjuicio de lo dispuesto por el 
artículo 69 de la Constitución de la República que, por su 
jerarquía de norma superior, no está alcanzado por esta 
disposición. De manera que esta norma que se acaba de 
aprobar es perfectamente constitucional. 


SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


422-C.S. 

SEÑOR CARVALHO.- Nohe votado esta disposición, 
porque entiendo que la propuesta de enmienda planteada 
por el señor Senador Atchugarry, luego abandonada y 
después recogida por el señor Senador Korzeniak, se ajusta 
en mejores términos a lo que estamos legislando y establece 
además una protección suplementaria desde el punto de 


vista tributario a las actividades de la Fundación que va a 
crearse. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 4”. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 5*. 

SEÑOR HERRERA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR HERRERA.- Señor Presidente: simplemente 
deseo hacer una corrección de sintaxis en el tercer renglón 
del artículo 5”. En donde dice: “Exonérase del Impuesto a las 
Rentas de la Industria y Comercio, a las rentas comprendi- 
das en el literal B), C) y E)”, debe expresar: “Exonérase del 
Impuesto a las Rentas de la Industria y Comercio, a las 
rentas comprendidas en los literales B), C) y E).” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se vaa votar el artículo 5% con la modificación de redacción 
propuesta por el señor Senador Herrera. 


(Se vota:) 

-21 en21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 6”. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-21en21.Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 7*. 

SEÑOR HERRERA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 
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SEÑOR HERRERA.- Señor Presidente: nuevamente de- 
seo plantear una corrección de redacción. En donde dice: 
“La fundación podrá solicitar el pase en comisión de funcio- 
narios profesionales y técnicos”, deberá expresar: “La fun- 
dación podrá solicitar el pase en comisión de funcionarios 
profesionales o técnicos”, y luego el texto sigue como está. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se vaa votar el artículo 7? con la modificación propuesta por 
el señor Senador Herrera. 


(Se vota:) 

-21en21.Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 8". 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-21en21.Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 9 y último del proyecto de 
ley. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-22en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Ha quedado aprobado el proyecto de ley, que se comu- 
nicará a la Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 


“ARTICULO 1”.- Autorízase al Poder Ejecutivo y a la 
Universidad de la República a constituir, conjunta o sepa- 
radamente, una fundación con el "Institut Pasteur” de París 
-República Francesa-, de conformidad a las disposiciones 
de la presente ley y a la Ley N* 17.163, de 1* de setiembre de 
1999. La fundación tendrá como fines principales la realiza- 
ción y difusión de investigaciones científicas y tecnológi- 
cas en el campo de la salud humana y su objeto será acorde 
al del "Institut Pasteur”. La fundación podrá prestar servi- 
cios en forma onerosa para su financiamiento así como 
realizar, en el marco de su objeto, todo tipo de actos, 
contrataciones y asociaciones con entidades públicas o 
con instituciones y empresas privadas, del país o del extran- 
jero. 


ARTICULO 2”.- Autorízase al Poder Ejecutivo a cele- 
brar un Convenio con el Gobierno de la República Francesa 
de conversión de parte de los pagos de los servicios de la 
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deuda con dicho Estado, por un monto mínimo de cinco 
millones de euros, que se destinará como aporte a la funda- 
ción a que refiere la presente ley, mediante los mecanismos 
que se establezcan en el referido Convenio, pudiendo pro- 
ceder a la apertura de una cuenta en una Institución Banca- 
ria a tales efectos. 


De lo actuado se dará cuenta a la Asamblea General, la 
que dispondrá de un plazo de treinta días para su conside- 
ración, teniéndose por aprobado si ésta no se expidiese en 
el término referido. 


ARTICULO 3".- Exonérase a la fundación que se cons- 
tituya de todo tributo nacional vinculado directamente a su 
objeto. 


Dicha exoneración no comprenderá a los impuestos al 
Valor Agregado (IVA), Impuesto Específico Interno 
(IM.ES.I) y de Contribución al Financiamiento de la Segu- 
ridad Social (COFIS), correspondientes a las eventuales 
prestaciones de servicios y enajenaciones de bienes que la 
fundación realice en el país, en competencia con empresas 
del sector privado, salvo que éstas gocen de similares 
beneficios. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a establecer las referidas 
hipótesis de competencia. 


ARTICULO 4”.- Otórgase a la fundación que se consti- 
tuya un crédito por los Impuestos al Valor Agregado (IVA) 
y de Contribución al Financiamiento de la Seguridad Social 
(COFIS), incluidos en las adquisiciones de bienes y servi- 
cios destinados a integrar el costo de las inversiones en 
activo fijo. Dicho crédito se materializará por el procedi- 
miento establecido para los exportadores. A tales efectos la 
fundación deberá presentar a la Comisión de Aplicación de 
la Ley N* 16.906, de 7 de enero de 1998, la documentación 
correspondiente para su aprobación. 


ARTICULO 5".- Exonérase del Impuesto a las Rentas de 
la Industria y Comercio, a las rentas comprendidas en los 
literales B), C) y E), del artículo 2* del Título 4 del Texto 
Ordenado 1996, derivadas de prestaciones de servicios o 
enajenaciones de bienes a la fundación que se constituya. 


ARTICULO 6".- Las donaciones en efectivo realizadas 
ala fundación por los contribuyentes de los Impuestos a las 
Rentas de la Industria y Comercio y a las Rentas 
Agropecuarias, serán consideradas gastos deducibles a 
efectos de la determinación de la renta neta fiscal. 


ARTICULO 7”.- La fundación podrá solicitar el pase en 
comisión de funcionarios profesionales o técnicos de la 
Administración Central y de los organismos comprendidos 
en los artículos 220 y 221 de la Constitución de la República, 
para prestar servicios en la misma, al amparo del régimen 
dispuesto por el artículo 40 de la Ley N* 16.320, de 1” de 
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noviembre de 1992 y sus modificativas. Los funcionarios 
que pasen a prestar servicios en comisión, podrán percibir 
retribuciones adicionales con cargo a los fondos de la 
fundación. En todos los casos, la fundación deberá conta- 
bilizar como aporte suplementario del Estado, el costo que 
para su oficina de origen tenga cada funcionario en comi- 
sión. 


ARTICULO $8”".- Autorízase al Poder Ejecutivo a trans- 
ferir la suma de U$S 1:000.000,00 (un millón de dólares de los 
Estados Unidos de América) a la fundación como aporte 
correspondiente al año 2004, con cargo a la partida previs- 
ta porel artículo 29 del Decreto-Ley N* 14.754, de 5 de ene- 
ro de 1978, en la redacción dada por el artículo 56 de la Ley 
N* 16.736, de 5 de enero de 1996. 


El Poder Ejecutivo propondrá en la próxima instancia 
presupuestal, la previsión de los aportes a la fundación a 
partir del ejercicio 2005, que no podrán ser inferiores a 
500.000,00 (euros quinientos mil) anuales, asícomo prever 
los mecanismos para asegurar las cantidades complementa- 
rias que eventualmente se requirieren para equilibrar el 
presupuesto de la fundación en los ejercicios posteriores. 


ARTICULO 9”.- Los organismos referidos en el artículo 
1? de la presente ley quedan habilitados a transferir a título 
gratuito a la fundación, en carácter de aporte, los bienes 
inmuebles necesarios para la instalación de la sede de la 
misma.” 


SEÑOR HERRERA.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR HERRERA -- Señor Presidente: desde el punto de 
vista reglamentario, el hacer uso de la palabra en esta 
instancia se denomina fundamentación de voto, aunque en 
realidad quiero transmitir un estado de espíritu. Reconozco 
que al momento de terminar de votar este proyecto de ley, 
hasta me dieron ganas de aplaudir. 


Nada más. Muchas gracias. 
SEÑOR CID.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CID.- Señor Presidente: deseo hacer una breve 
reflexión sobre el paso que ha dado este Cuerpo, en el mismo 
sentido que planteaba el señor Senador Herrera, de señal 
política y de apoyo a la investigación. Creo que es un salto 
cualitativo, trascendente para el país y su futuro. Algunos 
de sus aspectos más destacables ya se están visualizando, 
como por ejemplo la investigación de ciertas patologías de 
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carácter regional que se están haciendo al influjo de este 
Convenio que se está por suscribir. 


Quería repasar que en un mapa que nos hicieron llegar 
algunos representantes de la delegación, pudimos visualizar 
con orgullo que Latinoamérica prácticamente no tienen 
ningún Instituto Pasteur y que ha sido el Uruguay el elegido 
como sede de una de sus filiales, entre otras razones por la 
calidad de sus científicos. También cabe destacar la 
implementación de una estrategia de crecimiento en el área 
científico - técnica que, a través del préstamo del Banco 
Interamericano de Desarrollo, permitió generar maestrías y 
doctorados, lo que fue un elemento fundamental para el 
desarrollo científico - tecnológico en el país. No sólo se 
tuvo en cuenta la calidad de los científicos radicados en el 
país, sino también la de los que no están en él; precisamen- 
te, este fundamento de voto va como reconocimiento a la 
labor de un uruguayo que está en Francia, es decir, el doctor 
Guillermo Dighiero, que batalló incansablemente para que 
este Instituto Pasteur pudiera asentarse en el país. No sólo 
batalló en ese sentido, sino que también, en la última visita 
que realizó ala Comisión de Ciencia y Tecnología, presidió 
la delegación que vino a hacer el estudio de factibilidad en 
nuestro país. Fue el Presidente de esa delegación, lo cual 
nos llena de orgullo. Se trata de un hombre que, en cada 
visita que hace al Uruguay, nos aporta y nos enriquece en 
los aspectos vinculados con estos temas del desarrollo 
científico. 


Asimismo, deseo señalar con alegría la señal que está 
dando el Gobierno nacional a través de esta propuesta de 
exoneración de impuestos. Digo esto, porque de alguna 
manera, también en ese sentido se está dando una señal 
política a favor de la investigación, que mucho valoro en lo 
personal. 


Finalmente, quiero indicar que los distintos integrantes 
de las fuerzas políticas debemos hacer un esfuerzo, puesto 
que el 14 de julio próximo comienza el receso parlamentario 
en Francia. Entonces, hagamos un compromiso para que la 
Cámara de Representantes apruebe este proyecto de ley en 
un plazo muy razonable, esto es, antes de esa fecha porque, 
de otra manera, entraríamos en un receso que nos haría 
perder mucho tiempo en su implementación. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa quiere informar que el 
señor Presidente de la Cámara de Representantes nos ha 
informado que ese Cuerpo estaría en condiciones de dar 
trámite a la votación del proyecto de le y el martes próximo. 


SEÑOR PONCE DE LEON.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 
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SEÑOR PONCE DE LEON.- Señor Presidente: quiero 
dejar constancia de la enorme satisfacción que significa 
para nosotros poder haber estado integrando el Cuerpo en 
momentos en que se aprueba este proyecto de ley. Como se 
dice en sus antecedentes, en él hay diez años de trabajo. 


Me pliego al reconocimiento que se hacía al doctor 
Guillermo Dighiero, así como al conjunto de investigadores 
que participaron y al designado en este último tramo por la 
Universidad de la República a partir de una solicitud del 
señor Presidente del Uruguay, es decir, al actual Decano de 
la Facultad de Ciencias, doctor Ehrlich, que ha representado 
un motor importante en este emprendimiento. 


Vale la pena referir que en estos últimos años ya se ha 
creado una red que, de alguna manera, es el antecedente ya 
existente, con tres cursos de investigación en desarrollo, 
integrados por medio centenar de institutos de investiga- 
ción de la región, pivoteados por esta iniciativa que se 
radicará en el Uruguay. 


Hace muy pocas semanas hacíamos referencia a la pala- 
bra de un científico que integró las Cámaras, como lo fue 
Massera, el insigne matemático uruguayo -que por algún 
período fue Legislador-, quien en los comienzos de 1960 
citaba en la Cámara a un diario de la época en donde había 
sido publicada la lista de los ya veintidós profesionales 
universitarios que habían emigrado. Lo decía con enorme 
alarma, dejando entrever su temor en el sentido de si ese no 
era el comienzo de un éxodo en un país donde la ciencia tenía 
históricamente un gran valor y reconocimiento. Quisiera 
creer que esta iniciativa puede ser el comienzo del proceso 
inverso, esto es, de estar creando realmente instituciones 
hacia las cuales esa posibilidad de retorno a la que aludía 
hace unos instantes la señora Senadora Pou, así como el 
miembro informante y otros señores Senadores, sea una 
tarea del conjunto del país para volver a posicionar al 
Uruguay de José Pedro Varela, en el Siglo XXI, en el sitial 
en el que debe estar en los temas de capacitación y forma- 
ción de primera línea en el mundo del conocimiento. 


Nada más. Muchas gracias. 
SEÑOR SINGER.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SINGER.- Señor Presidente: en primer lugar, 
deseo sumarme a las expresiones de reconocimiento a la 
labor que realizó el doctor Dighiero porque, a mi juicio, jugó 
un papel fundamental en la concreción de la instalación de 
una filial del Instituto Pasteur en Montevideo. Es un hecho 
del que debemos dejar constancia expresa en esta sesión 
del Senado. 


En segundo término, quiero destacar el valor que tiene 
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el acuerdo político, porque cuando hay consensos se pue- 
den obtener grandes logros para el país. Precisamente, esta 
es una demostración de ello, por lo cual me interesaba 
subrayarlo especialmente. 


Es cuanto quería manifestar. 


19) DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LOS PACIEN- 
TES 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa al Orden del 
Día con la consideración del asunto que figura en primer 
término: “Proyecto de ley por el que se regulan los derechos 
y obligaciones de los pacientes con respecto alos profesio- 
nales de la salud. (Carp. N* 514/01 - Rep. N* 478/02 y Anexo 
Dp”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N*514/01 
Rep. N* 478/02 
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PROYECTO DELEY SUSTITUTIVO 
Título I 
DELAS DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 1”.- La presente ley regula los derechos y 
obligaciones de los pacientes con respecto a los profesio- 
nales de la salud, así como a los establecimientos de salud. 


Artículo 2”.- Los pacientes no podrán ser discriminados 
por ninguna razón ya sea en el ámbito de la asistencia de la 
salud, como tampoco en el ámbito laboral. 


Título II 
DELAS DEFINICIONES 


Artículo 3”.- A los efectos de la presente ley se entiende 
como Centro de Asistencia de la Salud: los Hospitales 
Públicos y Privados, Instituciones de Asistencia Médica 
Colectiva, Clínicas médicas y odontológicas de carácter 
privado, Laboratorios de análisis, así como cualquier servi- 
cio donde se preste asistencia a la salud. 


Artículo 4”.- Se entiende por profesional de la salud a 
los médicos, practicantes de medicina, enfermeras egresadas 
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y estudiantes, odontólogos, farmacéuticos, así como los 
auxiliares médicos y el personal administrativo y toda aque- 
lla persona que desarrolle tareas en el ámbito de la asisten- 
cia de la salud. 


Artículo 5”.- Se entiende por paciente a toda persona 
que recibe atención de la salud, así como los familiares de 
los mismos. 


Título HI 


DELOS DERECHOS 


Artículo 6”.- Toda persona tiene derecho a acceder a las 
acciones destinadas a la promoción, la protección, recupe- 
ración y rehabilitación de la salud. 


Artículo 7”.- Todo paciente tiene derecho a una asisten- 
cia en salud de calidad, con profesionales debidamente 
capacitados y autorizados para el ejercicio de la especiali- 
dad por las autoridades competentes. 


Todo paciente tendrá el derecho a acceder a medicamen- 
tos de calidad debidamente autorizados y de los que el 
paciente conozca los posibles efectos colaterales a su 
utilización. 


Todo paciente tendrá el derecho a que sus exámenes 
diagnósticos y de laboratorio cuenten con el debido control 
de calidad. 


Artículo 8”.- El Estado por intermedio del Ministerio de 
Salud Pública será responsable de controlar la propaganda 
destinada a estimular tratamientos o consumo de medica- 
mentos que no tengan la adecuada documentación científi- 
ca. Se considerará como promoción engañosa aquella que 
no reúna tal condición con los alcances contenidos en la 
Ley N* 17.250, de 11 de agosto de 2000 y en particular en el 
Capítulo IX de ese texto. 


Artículo 9”.- El Estado por intermedio del Ministerio de 
Salud Pública está obligado a informar públicamente y en 
forma regular sobre las condiciones sanitarias en el territo- 
rio nacional. 


Artículo 10.- El Estado garantizará en todos los casos el 
acceso a medicamentos básicos así como a los medicamen- 
tos necesarios para atender las enfermedades crónicas. 


Las patologías de carácter crónico deben ser tratadas, 
sin ningún tipo de limitación, ya sea en lo referente a la 
internación, obtención de medicamentos, modalidades 
asistenciales científicamente válidas, asícomo la rehabili- 
tación de las mismas. 


Las instituciones de asistencia médica de carácter no 
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estatal serán responsables de las omisiones en el cumpli- 
miento de estas exigencias. 


Artículo 11.- Todo procedimiento de asistencia médica 
será acordado entre el paciente -luego de recibir informa- 
ción adecuada, suficiente y continua- y el profesional de 
salud. La autorización del paciente a someterse a procedi- 
mientos diagnósticos o terapéuticos estará consignada en 
la historia clínica en forma expresa (consentimiento infor- 
mado). Esta autorización puede ser revocada en cualquier 
momento. 


Todo procedimiento de investigación médica deberá ser 
expresamente autorizado por el paciente, en forma libre 
luego de recibir toda la información en forma clara sobre los 
objetivos y la metodología de la misma y una vez que la 
Comisión de Etica de la institución de asistencia autorice el 
protocolo respectivo. La información debe incluir el dere- 
cho a la revocación voluntaria del consentimiento en cual- 
quier etapa de la investigación. 


En la situación en que la falta de institucionalización del 
profesional impida lo exigido en el párrafo anterior con 
respecto a la autorización por la Comisión de Etica, se 
deberá obtener el consentimiento en el Ministerio de Salud 
Pública. 


Artículo 12.- Toda persona tiene el derecho de elección 
del sistema asistencial más adecuado sin más limitaciones 
que las derivadas de su situación económica. 


Artículo 13.- La docencia de la práctica médica en todos 
los casos podrá ser realizada en cualquiera de las institucio- 
nes de carácter asistencial. 


Título IV 


DELOS DERECHOS RELATIVOS A LA DIGNIDAD DE 
LA PERSONA 


Artículo 14.- Las instituciones de asistencia médica 
deberán integrar un Tribunal de Etica que estará conforma- 
do por profesionales de salud y por integrantes no médicos 
representativos de la sociedad civil. En todos los casos, al 
menos la mitad de sus integrantes serán de sexo femenino. 


Artículo 15.- Todo paciente tiene el derecho a disponer 
de su cuerpo con fines diagnósticos y terapéuticos con 
excepción de las situaciones de emergencia imprevista. 


Artículo 16.- Todo paciente tiene derecho a un trato 
respetuoso y digno por parte de los integrantes del sistema 
de atención de salud que tome en cuenta su situación de 
dependencia. 


Este derecho incluye: 
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a) Ser respetado en todas las instancias del proceso de 
asistencia, en especial el trato cortés y amable, el ser 
conocido por su nombre, por recibir una explicación 
de su situación clara y en tiempo y el cumplimiento 
de los horarios de atención médica comprometidos. 


b 


=— 


Procurar que en todos los procedimientos de asis- 
tencia médica se evite el dolor físico y emocional de 
la persona cualquiera sea su situación fisiológica o 
patológica. 


c) Estar acompañado por sus seres queridos o repre- 
sentantes de su confesión en todo momento de pe- 
ligro o proximidad de la muerte, en la medida que esta 
presencia no interfiera con procedimientos médicos 
imprescindibles. 


d) Morircon dignidad, entendiendo dentro de este con- 
cepto el derecho a morir en forma natural, en paz, sin 
dolor, evitando en todos los casos anticipar la muerte 
(futilidad terapéutica) o prolongar artificialmente la 
vida del paciente cuando no existan razonables ex- 
pectativas de mejoría. 


e) Negarse a que su patología se utilice con fines do- 
centes cuando esto conlleve perdida en su intimidad, 
molestias físicas, acentuación del dolor o reiteración 
de procedimientos diagnósticos. En todas las situa- 
ciones que se utilice un paciente con fines docentes 
tendrá que existir consentimiento previo del mismo. 
Esta autorización podrá ser retirada en cualquier 
momento. 


Título V 


DELDERECHO AL CONOCIMIENTO DESU 
SITUACION DESALUD 


Artículo 17.- Todo paciente tiene derecho a conocer 
todo lo relativo a su enfermedad. Esto comprende: 


a) El derecho a conocer la probable evolución de la 
enfermedad de acuerdo a los resultados obtenidos 
en situaciones comparables en la institución 
prestadora del servicio de salud. 


b) El derecho a conocer en forma clara y periódica la 
evolución de su enfermedad que deberá ser hecha 
por escrito si así lo solicitase el paciente; asícomo la 
posibilidad de la existencia de otros recursos de 
acción médica no disponibles en la institución de 
asistencia donde se realiza la atención de salud. 


En situaciones excepcionales y con el único objetivo 
del interés del enfermo se podrá establecer restric- 
ciones al derecho de conocer el curso de la enferme- 


6 de julio de 2004 


dad o cuando el paciente lo haya expresado previa- 
mente (“derecho a no saber”). 


Este derecho a no saber puede ser relevado cuando 
a juicio del médico la falta de conocimiento pueda 
constituir un riesgo para la persona o la sociedad. 


c) El derecho a conocer quién o quiénes intervienen en 
el proceso de asistencia de su enfermedad. 


d) El derecho a tener una historia clínica completa don- 
de figure la evolución de su estado de salud desde el 
nacimiento hasta la muerte. En caso de que el pacien- 
te cambie de institución o en cualquier otra situación 
debidamente justificada se le entregará copia de la 
historia clínica, la que deberá tener todos los elemen- 
tos del original. 


e) El derecho a que la familia directa -ante requerimiento 
expreso de la misma- conozca la situación de salud 
del enfermo. En caso de enfermedades consideradas 
estigmatizantes en lo social, el médico deberá con- 
sultar con el paciente el alcance de esa comunica- 
ción. La responsabilidad del profesional en caso de 
negativa por parte del enfermo quedará salvada asen- 
tando en la historia clínica esta decisión. 


f) El derecho a que en situaciones donde la ciencia 
médica haya agotado las posibilidades terapéuticas 
de mejoría o curación esta situación esté claramente 
consignada en la historia clínica, constando a conti- 
nuación la orden médica: “No Reanimar”. 


g) El derecho a conocer previamente, cuando corres- 
ponda, el costo que tendrá el servicio de salud pres- 
tado, sin que se produzcan modificaciones genera- 
das durante el proceso de atención. En caso de que 
esto tenga posibilidad de ocurrir será previsto por las 
autoridades de la institución o los profesionales 
actuantes. 


Título VI 


DELOS DERECHOS DE PRIVACIDAD 


Artículo 18.- Todo paciente tiene derecho a la privacidad 
y confidencialidad de todo lo relacionado con su estado de 
salud. Solo por orden judicial fundada se podrá relevar a las 
autoridades de la institución de asistencia de tal obliga- 
ción. 


Artículo 19.- Todo paciente tiene derecho a que su 
historia clínica sólo sea leída por el equipo de asistencia 
médica y los encargados de la supervisión de la asistencia. 
Asimismo podrá ser leída por otro médico previa autoriza- 
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ción del paciente o sus familiares directos en caso de que 
el mismo no esté en condiciones. El personal administrativo 
de las instituciones sólo podrá acceder a la historia clínica 
con el único objeto de facilitar el acto asistencial, estando 
obligado a iguales limitaciones que cualquier otro integran- 
te del equipo. 


En los casos en que la historia clínica esté informatizada 
y en red solo podrán acceder a la información los responsa- 
bles de la atención médica y el personal administrativo 
vinculado con este, mediante una clave de acceso. 


Artículo 20.- Todo paciente tiene derecho a que las 
consultas o referencia a su historia clínica se realicen entre 
los que participan en el proceso de asistencia médica, con 
los alcances del artículo precedente. 


Título VII 


DE LOS DEBERES DE LOS PACIENTES 


Artículo 21.- El paciente tiene la obligación de suminis- 
trar al equipo de salud actuante información cierta, precisa 
y completa de su proceso de enfermedad, así como de los 
hábitos de vida adoptados. 


Artículo 22.- El paciente es responsable de seguir el 
plan de tratamiento y controles establecidos por el equipo 
de salud. 


Artículo 23.- El paciente es responsable de sus accio- 
nes si rehúsa algún procedimiento de carácter diagnóstico 
o terapéutico, así como si no sigue las directivas médicas. 
El paciente puede abandonar el centro asistencial sin el alta 
correspondiente quedando consignada en la historia clíni- 
ca esta decisión, siendo considerada esta situación como 
de “alta contra la voluntad médica”, quedando exonerada la 
institución y el equipo de salud de todo tipo de responsa- 
bilidad. 


Título VII 


DELAS INFRACCIONES A LA LEY 


Artículo 24.- Las infracciones ala presente ley determi- 
narán la aplicación de las sanciones administrativas previs- 
tas en la normativa vigente, sin perjuicio de otras acciones 
que se pudieran derivar de su violación. 


Artículo 25.- Los profesionales que contravengan lo 
establecido en la presente ley podrán ser sancionados por 
la autoridad administrativa competente y los colegios mé- 
dicos cuando existan, así como los agrupamientos de pro- 
fesionales con organismos que juzgan la conducta profe- 
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sional de los médicos, sin perjuicio de otras acciones que 
se pudieran derivar de su violación. 


Sala de la Comisión, 2 de julio de 2002. 


Alberto Cid, Miembro Informante; Ruben 
Correa Freitas, María Julia Pou, Walter 
Riesgo, Mónica Xavier, Senadores. 
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INFORME 


Al Senado: 


El presente proyecto de ley que la Comisión de Salud 
eleva al Plenario del Senado ha sido aprobado en forma 
unánime por sus integrantes. Este contiene una serie de 
disposiciones que permiten establecer en forma clara as- 
pectos relacionados con la asistencia médica y en particular 
aquellos vinculados a los derechos de los pacientes y sus 
familiares. Estos, no han tenido tratamiento legislativo 
hasta el momento y han estado reservados a los criterios 
que se establecieron por los Códigos de Etica de la profe- 
sión médica y a los decretos emanados por el Ministerio de 
Salud Pública. 


Dentro de estos últimos se establece por el Decreto 258 
de junio de 1992 donde un cuerpo de disposiciones referi- 
das tanto a las “Reglas de Conducta Médica” como a los 
“Derechos Del Paciente”. Este decreto alcanza únicamente 
al ámbito de las instituciones del Ministerio de Salud Públi- 
ca y sus términos relacionan únicamente con la labor médi- 
ca. Establece es cierto un capítulo de derechos del paciente, 
que sin duda significa un paso adelante en este sentido 
aunque lo juzgamos como insuficiente. 


Cuando se estaba analizando en el seno de la Comisión 
de Salud el proyecto de ley que hoy presentamos, el Poder 
Ejecutivo promulgó un nuevo Decreto, el 204/2001 de mayo 
de 2001. Este extiende los alcances del primero con carácter 
obligatorio a la “totalidad de las Instituciones de Asisten- 
cia Médica Públicas, Colectivas y Privadas de cualquier 
naturaleza”. Porlo tanto se sortea así la limitante relaciona- 
da con el alcance parcial que señalamos para el anterior 
decreto. 


En igual dirección con respecto al tema de las obligacio- 
nes que los médicos deben tener en el desempeño de su 
actividad, el Sindicato Médico del Uruguay así como la 
Federación Médica del Interior han establecido como crite- 
rios rectores de la conducta profesional Códigos de Etica 
que establecen normas de comportamiento ajustadas a los 
criterios más aceptados por la profesión a nivel mundial. Sin 
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embargo, al no existir Colegiación Médica obligatoria las 
mismas tienen alcance solamente para los afiliados que 
optan en forma voluntaria a las instituciones de carácter 
gremial. 


Si bien estas iniciativas son trascendentes, las mismas 
no contemplan, entre otros aspectos, la situación que deri- 
va de la complejidad del acto de asistencia, donde se hace 
necesario incluir a otros actores componentes del equipo 
de salud. Tampoco el conjunto de regulaciones y disposi- 
ciones normativas son suficientes para abarcar el derecho 
a que en el marco de la pérdida del equilibrio orgánico que 
significa el estado de salud, el paciente y su familia ob- 
tengan un trato respetuoso, considerado y digno de parte 
de los integrantes del sistema asistencial. Tampoco se 
establecen en las mencionadas regulaciones criterios sobre 
calidad de la asistencia médica, la necesidad de recabar el 
consentimiento informado en todas las etapas de la enfer- 
medad, al evitar la futilidad terapéutica, asegurar el con- 
cluir la vida con dignidad, establecer criterios de privacidad, 
etc. 


Especial relevancia le asignamos a la creación de los 
Comités de Etica institucionales que permitirán dilucidar 
los variados y complejos problemas que refieran, cada vez 
con mayor frecuencia, a la asistencia médica. 


El proyecto propuesto a consideración por la Cámara de 
Senadores, consta de lo siguiente: 


En el Título I se establece que los derechos de los 
pacientes no solo están vinculados con el equipo de salud 
actuante sino también con relación a los establecimientos 
de salud. 


Asimismo, que los pacientes no podrán ser discrimina- 
dos en el ámbito de la asistencia de la salud como así 
tampoco en el ámbito laboral. Independiente de los concep- 
tos explícitos contenidos en el texto, la referencia a la 
prohibición de discriminar contenida en el artículo segundo 
pretende impedir que a la enfermedad en curso se agregue 
la imposibilidad de acceder a las instituciones de asisten- 
cia. Actualmente por la sola presunción de enfermedad, 
como sucede en las personas añosas, se limita la posibilidad 
de afiliación a las Instituciones de Asistencia Médica Co- 
lectiva y otras entidades prestadoras de asistencia, lo que 
resulta en una clara discriminación. 


El Título II referido a las definiciones establece con 
precisión el ámbito de aplicación de la ley así como a qué 
actores del proceso de asistencia este refiere. 


El Título II refiere a los derechos de los pacientes con 
sentido positivo. Aquí se establece con un criterio amplio 
el derecho de toda persona a acceder a todas las etapas del 
proceso de salud, desde la promoción hasta la rehabilita- 
ción. De esta forma se eliminan algunas limitantes que tiene 
la asistencia del paciente hoy en día bajo la forma de 
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asistencia parcial del proceso mórbido. Este capítulo refiere 
también al derecho de los pacientes al acceso a niveles de 
calidad asistencial, como también a la necesaria protección 
por parte del Estado frente a la promoción engañosa de 
tratamientos y medicamentos. 


Se ha tenido especial cuidado en establecer que las 
enfermedades crónicas deben ser atendidas sin ningún tipo 
de restricciones como ocurre hoy día en determinadas si- 
tuaciones. 


Se introduce el concepto de “Obligatoriedad del Con- 
sentimiento Informado” por parte del paciente para cual- 
quier procedimiento diagnóstico, terapéutico, docente o de 
investigación y por lo tanto queda establecida la necesidad 
de que la información sea brindada con precisión y claridad 
por parte de los integrantes del equipo asistencial. 


El Título IV refiere alos Derechosrelativos ala dignidad 
de la persona y como parte de este objetivo se propone la 
obligatoriedad por parte de las instituciones públicas y 
privadas de la integración de Tribunales de Etica médica. 
Estos deberán analizar, además de lo previamente señalado, 
los diferentes problemas bioéticos que se plantean durante 
las diferentes etapas del proceso de asistencia médica. 


Asimismo se establecen en forma puntual los aspectos 
que deben ser contemplados durante la asistencia del enfer- 
mo y que hacen a su bienestar y a su derecho en aspectos 
tales como el trato respetuoso y cortés, la necesidad de 
evitar el dolor físico y emocional, asícomo el derecho a una 
muerte digna. 


En este título se hace referencia al derecho del enfermo 
a que se eviten de realizar procedimientos diagnósticos y 
terapéuticos cuando ellos no aporten ningún beneficio 
(futilidad terapéutica). 
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El Título V jerarquiza la necesidad del conocimiento del 
estado de la enfermedad y su evolución por parte del 
paciente y sus familiares con claridad, regularidad y profun- 
didad suficiente. Esta obligación puede ser relevada por el 
interesado en la circunstancia que así él lo exprese. 


Dentro del concepto que refiere a la amplitud en la 
información que se debe consignar en la historia clínica se 
establece, como un derecho inherente a la calidad del trata- 
miento y el respeto al paciente, el consignar en la historia 
clínica si un paciente no debe ser reanimado. Este extremo 
en el alcance terapéutico estará basado en función del 
estado de enfermedad que hace inútiles cualquier prolonga- 
ción artificial de la vida. 


El Título VI considera el derecho a la confidencialidad 
del estado de salud de la persona estableciendo en el 
terreno de la historia clínica computarizada las exigencias 
para el equipo de salud en cuanto al ingreso a la base de 
datos donde estén consignados los datos de salud, así 
como a preservar el secreto profesional de dichos datos. 


El Título VII establece las obligaciones de los pacientse 
y sus responsabilidades, así como las circunstancias que 
eximen de responsabilidad al equipo tratante y a las insti- 
tuciones. 


El Título VIII refiere a las sanciones de carácter adminis- 
trativo que deriven del incumplimiento de este cuerpo nor- 
mativo. 


Sala de la Comisión, 2 de julio de 2002. 


Alberto Cid, Miembro Informante; Ruben 
Correa Freitas, María Julia Pou, Walter 
Riesgo, Mónica Xavier, Senadores. 
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DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LOS PACIENTES 


PROYECTO A ESTUDIO 


Título I 
DELASDISPOSICIONES 
GENERALES 


Art. 1”.- La presente ley regula los 
derechos y obligaciones de los pacien- 
tes con respecto a los profesionales de 
la salud, así como a los establecimien- 
tos de salud. 


Art. 2”.- Los pacientes no podrán 
ser discriminados por ninguna razón ya 
sea en el ámbito de la asistencia de la 
salud, como tampoco en el ámbito labo- 
ral. 


TITULO II 
DELAS DEFINICIONES 


Art. 3”.- A los efectos de la presente 
ley se entiende como Centro de Asis- 
tencia de la Salud: los Hospitales Públi- 
cos y Privados, Instituciones de Asis- 
tencia Médica Colectiva, Clínicas médi- 
cas y odontológicas de carácter priva- 
do, Laboratorios de análisis, así como 
cualquier lugar donde se preste asis- 
tencia a la salud. 


Art. 4”.- Se entiende por profesional 
de la salud a los médicos, practicantes 
de medicina, enfermeras egresadas y 
estudiantes, odontólogos, farmacéuti- 
cos, así como los auxiliares médicos y el 
personal administrativo que desarrolla 
tareas en el ámbito de la asistencia de la 
salud. 


Art. 5”.- Se entiende por paciente a 
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Regulación 


COMPARATIVO 


TEXTO SUSTITUTIVO 


Título I 
DELASDISPOSICIONES 
GENERALES 


Artículo 1”.- La presente ley regula 
los derechos y obligaciones de los pa- 
cientes con respecto a los profesiona- 
les de la salud, asícomo a los estableci- 
mientos de salud. 


Artículo 2”.- Los pacientes no po- 
drán ser discriminados por ninguna ra- 
zÓn ya sea en el ámbito de la asistencia 
de la salud, como tampoco en el ámbito 
laboral. 


Título II 
DELAS DEFINICIONES 


Artículo 3”.- A los efectos de la 
presente ley se entiende como Centro 
de Asistencia de la Salud: los Hospita- 
les Públicos y Privados, Instituciones 
de Asistencia Médica Colectiva, Clíni- 
cas médicas y odontológicas de carác- 
ter privado, Laboratorios de análisis, 
así como cualquier servicio donde se 
preste asistencia a la salud. 


Artículo 4”.- Se entiende por profe- 
sional de la salud a los médicos, practi- 
cantes de medicina, enfermeras 
egresadas y estudiantes, odontólogos, 
farmacéuticos, así como los auxiliares 
médicos y el personal administrativo y 
toda aquella persona que desarrolle ta- 
reas en el ámbito de la asistencia de la 
salud. 


Artículo 5”.- Se entiende por pa- 
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OBSERVACIONES 
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toda persona que recibe atención de la 
salud, así como los familiares de los 
mismos. 


Título MI 
DELOS DERECHOS 


Art. 6”.- Toda persona tiene dere- 
cho a acceder a las acciones destinadas 
ala promoción, la protección, recupera- 
ción y rehabilitación de la salud. 


Art. 7”.- Todo paciente tiene dere- 
cho a una asistencia en salud de cali- 
dad, con profesionales debidamente ca- 
pacitados y autorizados para el ejerci- 
cio de la especialidad por las autorida- 
des competentes. 


Todo paciente tendrá el derecho a 
acceder a medicamentos de calidad de- 
bidamente autorizados y de los que el 
paciente conozca los posibles efectos 
colaterales a su utilización. 


Todo paciente tendrá el derecho a 
que sus exámenes diagnósticos y de 
laboratorio cuenten con el debido con- 
trol de calidad. 


Art. 8”.- El Estado por intermedio del 
Ministerio de Salud Pública supervisa- 
rá la propaganda destinada a estimular 
tratamientos o consumo de medicamen- 
tos que no tengan la adecuada docu- 
mentación científica. Se considerará 
como promoción engañosa aquella que 
no reúna tal condición. 


Art. 9”.- El Estado por intermedio 
del Ministerio de Salud Pública está 
obligado a informar públicamente y en 
forma regular sobre las condiciones sa- 
nitarias en el territorio nacional. 


Art. 10.- El Estado garantizará en 
todos los casos el acceso a medicamen- 
tos básicos así como a los medicamen- 
tos necesarios para atender las enfer- 
medades crónicas. 


Las patologías de carácter crónico 


CAMARA DE SENADORES 


ciente a toda persona que recibe aten- 
ción de la salud, asícomo los familiares 
de los mismos. 


Título MI 
DELOS DERECHOS 


Artículo 6”.- Toda persona tiene 
derecho a acceder a las acciones desti- 
nadas a la promoción, la protección, 
recuperación y rehabilitación de la sa- 
lud. 


Artículo 7*.- Todo paciente tiene 
derecho a una asistencia en salud de 
calidad, con profesionales debidamen- 
te capacitados y autorizados para el 
ejercicio de la especialidad por las auto- 
ridades competentes. 


Todo paciente tendrá el derecho a 
acceder a medicamentos de calidad de- 
bidamente autorizados y de los que el 
paciente conozca los posibles efectos 
colaterales a su utilización. 


Todo paciente tendrá el derecho a 
que sus exámenes diagnósticos y de 
laboratorio cuenten con el debido con- 
trol de calidad. 


Artículo 8”.- El Estado por interme- 
dio del Ministerio de Salud Pública será 
responsable de controlar la propagan- 
da destinada a estimular tratamientos o 
consumo de medicamentos que no ten- 
gan la adecuada documentación cientí- 
fica. Se considerará como promoción 
engañosa aquella que no reúna tal con- 
dición con los alcances contenidos en 
la Ley N” 17.250 y en particular en el 
Capítulo IX de ese texto. 


Artículo 9”.- El Estado por interme- 
dio del Ministerio de Salud Pública está 
obligado a informar públicamente y en 
forma regular sobre las condiciones 
sanitarias en el territorio nacional. 


Artículo 10.- El Estado garantizará 
en todos los casos el acceso a medica- 
mentos básicos así como a los medica- 
mentos necesarios para atender las en- 
fermedades crónicas. 


Las patologías de carácter crónico 
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deben ser tratadas, sin ningún tipo de 
limitación, ya sea en lo referente a la 
internación, obtención de medicamen- 
tos, modalidades asistenciales científi- 
camente válidas, asícomo la rehabilita- 
ción de las mismas. 


Las instituciones de asistencia mé- 
dica de carácter no estatal serán res- 
ponsables de las omisiones en el cum- 
plimiento de estas exigencias. 


Art. 11.- Todo procedimiento de asis- 
tencia médica será acordado entre el 
paciente -luego de recibir información 
adecuada, suficiente y continua- y el 
profesional de la salud. La autorización 
del paciente a someterse a procedimien- 
tos diagnósticos o terapéuticos estará 
consignada en la historia clínica en for- 
maexpresa (consentimiento informado). 
Esta autorización puede ser revocada 
en cualquier momento. 


Cualquier procedimiento de investi- 
gación deberá ser expresamente autori- 
zado por el paciente, en forma libre lue- 
go de recibir toda la información en 
forma clara sobre objetivos y la metodo- 
logía de la misma y una vez que la Comi- 
sión de Etica de la institución de asis- 
tencia autorice el protocolo respectivo. 
La información debe incluir el derecho a 
la revocación voluntaria del consenti- 
miento en cualquier etapa de la investi- 
gación. 


Art. 12.- Toda persona tiene el dere- 
cho de elección del sistema asistencial 
más adecuado sin más limitaciones que 
las derivadas de su situación económi- 
ca. 


Art. 13.- La docencia de la práctica 
médica en todos los casos podrá ser 
realizada en cualquiera de las institu- 
ciones de carácter asistencial. 
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deben ser tratadas, sin ningún tipo de 
limitación, ya sea en lo referente a la 
internación, obtención de medicamen- 
tos, modalidades asistenciales científ1- 
camente válidas, así como la rehabilita- 
ción de las mismas. 


Las instituciones de asistencia mé- 
dica de carácter no estatal serán res- 
ponsables de las omisiones en el cum- 
plimiento de estas exigencias. 


Artículo 11.- Todo procedimiento 
de asistencia médica será acordado en- 
tre el paciente -luego de recibir informa- 
ción adecuada, suficiente y continua- y 
el profesional de salud. La autorización 
del paciente a someterse a procedimien- 
tos diagnósticos o terapéuticos estará 
consignada en la historia clínica en for- 
maexpresa (consentimiento informado). 
Esta autorización puede ser revocada 
en cualquier momento. 


Todo procedimiento de investigación 
médica deberá ser expresamente autori- 
zado por el paciente, en forma libre lue- 
go de recibir toda la información en 
forma clara sobre los objetivos y la 
metodología de la misma y una vez que 
la Comisión de Etica de la institución de 
asistencia autorice el protocolo respec- 
tivo. La información debe incluir el de- 
recho a la revocación voluntaria del 
consentimiento en cualquier etapa de la 
investigación. 

En la situación en que la falta de 
institucionalización del profesionalim- 
pida lo exigido en el párrafo anterior 
con respecto a la autorización por la 
Comisión de Etica, se deberá obtener el 
consentimiento en el Ministerio de 
Salud Pública. 


Artículo 12.- Toda persona tiene el 
derecho de elección del sistema 
asistencial más adecuado sin más limi- 
taciones que las derivadas de su situa- 
ción económica. 


Artículo 13.- La docencia de la prác- 
tica médica en todos los casos podrá ser 
realizada en cualquiera de las institu- 
ciones de carácter asistencial. 
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Título IV 
DELOS DERECHOS RELATIVOS A 
LA DIGNIDAD DE LA PERSONA 


Art. 14.- Toda institución de asis- 
tencia médica contará con un Tribunal 
de Etica que estará integrado por profe- 
sionales de salud y por integrantes no 
médicos representativos de la socie- 
dad. En todos los casos, al menos la 
mitad de sus integrantes serán de sexo 
femenino. 


Art. 15.- Todo paciente tiene el de- 
recho a disponer de su cuerpo con fines 
diagnósticos y terapéuticos con excep- 
ción de las situaciones de emergencia 
imprevista. 


Art. 16.- Todo paciente tiene dere- 
cho a un trato respetuoso y digno por 
parte de los integrantes del sistema de 
atención de salud que tome en cuenta 
su situación de dependencia. 


Este derecho incluye: 


ser respetado en todas las instan- 
cias del proceso de asistencia, en espe- 
cial el trato cortés y amable, el ser cono- 
cido por su nombre, por recibir una ex- 
plicación de su situación clara y en 
tiempo y el cumplimiento de los hora- 
rios de atención médica comprometi- 
dos. 


que en todos los procedimientos de 
asistencia médica se procure evitar el 
dolor físico y emocional de la persona 
cualquiera sea su situación fisiológica 
o patológica. 


estar acompañado por sus seres que- 
ridos o representantes de su confesión 
en todo momento de peligro o proximi- 
dad de la muerte, en la medida que esta 
presencia no interfiera con procedimien- 
tos médicos imprescindibles. 


morir con dignidad, entendiendo 
dentro de este concepto el derecho a 
morir en forma natural, en paz, sin dolor, 
evitando en todos los casos anticipar la 
muerte o prolongar artificialmente la vida 
del paciente (Futilidad Terapéutica) 
cuando no existan razonables expecta- 
tivas de mejoría. 
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Título IV 
DELOS DERECHOS RELATIVOS A 
LA DIGNIDAD DE LA PERSONA 


Artículo 14.- Las instituciones de 
asistencia médica deberán integrar un 
Tribunal de Etica que estará conforma- 
do por profesionales de salud y por 
integrantes no médicos representativos 
de la sociedad civil. En todos los casos, 
al menos la mitad de sus integrantes 
serán de sexo femenino. 


Artículo 15.- Todo paciente tiene el 
derecho a disponer de su cuerpo con 
fines diagnósticos y terapéuticos con 
excepción de las situaciones de emer- 
genciaimprevista. 


Artículo 16.- Todo paciente tiene 
derecho a un trato respetuoso y digno 
por parte de los integrantes del sistema 
de atención de salud que tome en cuen- 
ta su situación de dependencia. 


Este derecho incluye: 


a) Ser respetado en todas las ins- 
tancias del proceso de asistencia, en 
especial el trato cortés y amable, el ser 
conocido por su nombre, por recibir una 
explicación de su situación clara y en 
tiempo y el cumplimiento de los hora- 
rios de atención médica comprometi- 
dos. 


b) Procurar que en todos los proce- 
dimientos de asistencia médica se evite 
el dolor físico y emocional de la persona 
cualquiera sea su situación fisiológica 
o patológica. 


c) Estar acompañado por sus seres 
queridos o representantes de su confe- 
sión en todo momento de peligro o proxi- 
midad de la muerte, en la medida que 
esta presencia no interfiera con proce- 
dimientos médicos imprescindibles. 


d) Morir con dignidad, entendien- 
do dentro de este concepto el derecho 
a morir en forma natural, en paz, sin 
dolor, evitando en todos los casos an- 
ticipar la muerte (futilidad terapéutica) 
o prolongar artificialmente la vida del 
paciente cuando no existan razonables 
expectativas de mejoría. 
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el negarse a que su patología se 
utilice con fines docentes cuando esto 
conlleve pérdida en su intimidad, mo- 
lestias físicas, acentuación del dolor o 
reiteración de procedimientos diagnós- 
ticos. En todas las situaciones que se 
utilice un paciente con fines docentes 
tendrá que existir consentimiento pre- 
vio del mismo, este podrá ser retirado en 
cualquier momento. 


Título V 
DELDERECHO AL CONOCIMIENTO 
DESUSITUACION DESALUD 


Art. 17.- Todo paciente tiene dere- 
cho a conocer todo lo relativo a su 
enfermedad. Esto comprende: 


El derecho a conocer la probable 
evolución de la enfermedad de acuerdo 
a los resultados obtenidos en situacio- 
nes comparables en la institución 
prestadora del servicio de salud. 


El derecho a conocer en forma clara 
y periódica la evolución de suenferme- 
dad la que deberá ser hecha por escrito 
si así lo solicitase el paciente; así como 
la posibilidad de la existencia de otros 
recursos de acción médica no disponi- 
bles en la institución de asistencia don- 
de se realiza la atención de salud. 


En situaciones excepcionales y con 
el único objetivo del interés del enfermo 
se podrá establecer restricciones al 
derecho de conocer el curso de la enfer- 
medad o cuando el paciente lo haya 
expresado previamente (“derecho a no 
saber”). 


Este derecho a no saber puede ser 
relevado cuando a juicio del médico la 
falta de conocimiento puede constituir 
un riesgo para la persona o la sociedad. 


El derecho a conocer quien o quie- 
nes intervienen en el proceso de asis- 
tencia de su enfermedad. 


El derecho a tener una historia clíni- 
ca completa donde figure la evolución 
de su estado de salud desde el naci- 
miento hasta la muerte. En caso de que 
el paciente cambie de institución o en 
cualquier otra situación debidamente 
justificada se le entregará copia de la 
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e) Negarse a que su patología se 
utilice con fines docentes cuando esto 
conlleve pérdida en su intimidad, mo- 
lestias físicas, acentuación del dolor o 
reiteración de procedimientos diagnós- 
ticos. En todas las situaciones que se 
utilice un paciente con fines docentes 
tendrá que existir consentimiento pre- 
vio del mismo. Esta autorización podrá 
ser retirada en cualquier momento. 


Título V 
DEL DERECHO AL CONOCIMIEN- 
TO DE SU SITUACIÓN DESALUD 


Artículo 17.- Todo paciente tiene 
derecho a conocer todo lo relativo a su 
enfermedad. Esto comprende: 


a) El derecho a conocer la probable 
evolución de la enfermedad de acuerdo 
a los resultados obtenidos en situacio- 
nes comparables en la institución 
prestadora del servicio de salud. 


b) El derecho a conocer en forma 
clara y periódica la evolución de su en- 
fermedad que deberá ser hecha por es- 
crito si así lo solicitase el paciente; así 
como la posibilidad de la existencia de 
otros recursos de acción médica no dis- 
ponibles en la institución de asistencia 
donde se realiza la atención de salud. 


En situaciones excepcionales y con 
el único objetivo del interés del enfermo 
se podrá establecer restricciones al 
derecho de conocer el curso de la enfer- 
medad o cuando el paciente lo haya 
expresado previamente (“derecho a no 
saber”). 


Este derecho a no saber puede ser 
relevado cuando a juicio del médico la 
falta de conocimiento pueda constituir 
un riesgo para la persona o la sociedad. 


c) El derecho a conocer quién o 
quiénes intervienen en el proceso de 
asistencia de su enfermedad. 


d) El derecho a tener una historia 
clínica completa donde figure la evolu- 
ción de su estado de salud desde el 
nacimiento hasta la muerte. En caso de 
que el paciente cambie de institución o 
en cualquier otra situación debidamen- 
te justificada se le entregará copia de la 
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historia clínica, la que deberá tener to- 
dos los elementos del original. 


El derecho a que la familia directa 
-ante requerimiento expreso de la mis- 
ma- conozca la situación de salud del 
enfermo. En caso de enfermedades con- 
sideradas estigmatizantes en lo social, 
el médico deberá consultar con el pa- 
ciente el alcance de esa comunicación. 
La responsabilidad del profesional en 
caso de negativa por parte del enfermo 
quedará salvada asentando en la histo- 
ria clínica esta decisión. 


El derecho a que en situaciones don- 
de la ciencia médica haya agotado las 
posibilidades terapéuticas de mejoría o 
curación esta situación esté claramente 
consignada en la historia clínica, cons- 
tando a continuación la orden médica: 
“No Reanimar”. 


El derecho a conocer previamente, 
cuando corresponda, el costo que ten- 
drá el servicio de salud prestado, sin 
que se produzcan modificaciones gene- 
radas durante el proceso de atención. 
En caso de que esto tenga posibilidad 
de ocurrir será previsto por las autori- 
dades de la institución o los profesio- 
nales actuantes. 


Título VI 
DELOS DERECHOS DE 
PRIVACIDAD 


Art. 18.- Todo paciente tiene dere- 
cho a la privacidad y confidencialidad 
de todo lo relacionado con su estado de 
salud. Solo por orden judicial fundada 
se podrá relevar a las autoridades de la 
institución de asistencia de tal obliga- 
ción. 


Art. 19.- Todo paciente tiene dere- 
cho a que su historia clínica sólo sea 
leída por el equipo de asistencia médico 
y los encargados de la supervisión de la 
asistencia. El personal administrativo 
de las instituciones sólo podrá acceder 
a la historia clínica con el único objeto 
de facilitar el acto asistencial, estando 
obligado aiguales limitaciones que cual- 
quier otro integrante del equipo 
asistencial. 
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historia clínica, la que deberá tener to- 
dos los elementos del original. 


e) El derecho a que la familia directa 
-ante requerimiento expreso de la mis- 
ma- conozca la situación de salud del 
enfermo. En caso de enfermedades con- 
sideradas estigmatizantes en los social, 
el médico deberá consultar con el pa- 
ciente el alcance de esa comunicación. 
La responsabilidad del profesional en 
caso de negativa por parte del enfermo 
quedará salvada asentando en la histo- 
ria clínica esta decisión. 


f) El derecho a que en situaciones 
donde la ciencia médica haya agotado 
las posibilidades terapéuticas de mejo- 
ría o curación esta situación esté clara- 
mente consignada en la historia clínica, 
constando a continuación la orden mé- 
dica: “No Reanimar”. 


g) El derecho a conocer previamen- 
te, cuando corresponda, el costo que 
tendrá el servicio de salud prestado, sin 
que se produzcan modificaciones gene- 
radas durante el proceso de atención. 
En caso de que esto tenga posibilidad 
de ocurrir será previsto por las autori- 
dades de la institución o los profesio- 
nales actuantes. 


Título VI 
DELOS DERECHOS DE 
PRIVACIDAD 


Artículo 18.- Todo paciente tiene 
derecho a la privacidad y 
confidencialidad de todo lo relaciona- 
do con su estado de salud. Solo por 
orden judicial fundada se podrá relevar 
a las autoridades de la institución de 
asistencia de tal obligación. 


Artículo 19.- Todo paciente tiene 
derecho a que su historia clínica sólo 
sea leída por el equipo de asistencia 
médica y los encargados de la supervi- 
sión de la asistencia. Asimismo podrá 
ser leída por otro médico previa autori.- 
zación del paciente o sus familiares 
directos en caso de que el mismo no esté 
en condiciones. El personal administra- 
tivo de las instituciones sólo podrá ac- 
ceder a la historia clínica con el único 
objeto de facilitar el acto asistencial, 
estando obligado a iguales limitaciones 


C.S.-435 


436-C.S. 


En los casos en que la historia clínica 
esté informatizada y en red sólo podrán 
acceder a la información los responsa- 
bles de la atención médica y el personal 
administrativo vinculado con este, me- 
diante una clave de acceso. 


Art. 20.- Todo paciente tiene dere- 
cho a que las consultas o referencia a su 
historia clínica se realicen sólo entre los 
que participan en el proceso de asisten- 
cia médica. 


Título VII 
DE LOS DEBERES DE LOS 
PACIENTES 


Art. 21.- El paciente tiene la obliga- 
ción de suministrar al equipo de salud 
actuante información cierta, precisa y 
completa de su proceso de enfermedad, 
así como de los hábitos de vida adopta- 
dos. 


Art. 22.- El paciente es responsable 
de seguir el plan de tratamiento y con- 
troles establecidos por el equipo de 
salud. 


Art. 23.- El paciente es responsable 
de sus acciones si rehúsa algún proce- 
dimiento de carácter diagnóstico o tera- 
péutico, así como si no sigue las direc- 
tivas médicas. El paciente puede aban- 
donar el centro asistencial pero dejan- 
do consignado en la historia clínica su 
decisión, siendo considerada esta si- 
tuación como de alta contra la voluntad 
médica, quedando exonerada la institu- 
ción y el equipo de salud de responsa- 
bilidad. 


Título VIII 
DELAS INFRACCIONES A LA LEY 


Art. 24.- Las infracciones a la pre- 
sente ley determinarán la aplicación de 
las sanciones administrativas previs- 
tas en la normativa vigente, sin perjui- 
cio de otras acciones que se pudieran 
derivar de su violación. 


Art. 25.- Los profesionales que con- 
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que cualquier otro integrante del equi- 
po. 


En los casos en que la historia clíni- 
ca esté informatizada y en red sólo po- 
drán acceder a la información los res- 
ponsables de la atención médica y el 
personal administrativo vinculado con 
este, mediante una clave de acceso. 


Artículo 20.- Todo paciente tiene 
derecho a que las consultas o referencia 
a su historia clínica se realicen sólo 
entre los que participan en el proceso 
de asistencia médica, con los alcances 
del artículo precedente. 


Título VII 
DE LOS DEBERES DE LOS 
PACIENTES 


Artículo 21.- El paciente tiene la 
obligación de suministrar al equipo de 
salud actuante información cierta, pre- 
cisa y completa de su proceso de enfer- 
medad, así como de los hábitos de vida 
adoptados. 


Artículo 22.- El paciente es respon- 
sable de seguir el plan de tratamiento y 
controles establecidos por el equipo de 
salud. 


Artículo 23.- El paciente es respon- 
sable de sus acciones si rehúsa algún 
procedimiento de carácter diagnóstico 
O terapéutico, así como si no sigue las 
directivas médicas. El paciente puede 
abandonar el centro asistencial sin el 
alta correspondiente quedando consig- 
nada en la historia clínica esta decisión, 
siendo considerada esta situación como 
de “alta contra la voluntad médica”, 
quedando exonerada la institución y el 
equipo de salud de todo tipo de respon- 
sabilidad. 


Título VIII 
DELAS INFRACCIONES A LA LEY 


Artículo 24.- Las infracciones a la 
presente ley determinarán la aplicación 
de las sanciones administrativas pre- 
vistas en la normativa vigente, sin per- 
juicio de otras acciones que se pudieran 
derivar de su violación. 


Artículo 25.- Los profesionales que 
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travengan lo establecido en la presente 
ley podrán ser sancionados por la auto- 
ridad administrativa competente y los 
colegios médicos cuando existan, así 
como los agrupamientos de profesiona- 
les con organismos que juzgan la con- 
ducta profesional de los médicos. 


INDICE POR TITULOS 


Título I - De las Disposiciones Genera- 
les (Arts. 1% a 29). 

Título II - De las Definiciones (Arts. 3% 
as”) 

Título HI - De los Derechos (Arts. 6% a 
12) 

Título IV - De los Derechos Relativos a 
la Dignidad de la Persona (Arts. 14a16) 
Título V - Del Derecho al Conocimiento 
de su Situación de Salud (Art. 17) 
Título VI - De los Derechos de Privacidad 
(Arts. 18 a20) 

Título VII - De los Deberes de los Pa- 
cientes (Arts. 21 a 23) 

Título VIII - De las Infracciones (Arts. 
24425). 


CAMARA DE SENADORES 


contravengan lo establecido en la pre- 
sente ley podrán ser sancionados por la 
autoridad administrativa competente y 
los colegios médicos cuando existan, 
así como los agrupamientos de profe- 
sionales con organismos que juzgan la 
conducta profesional de los médicos, 
sin perjuicio de otras acciones que se 
pudieran derivar de su violación. 
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Título I - De las Disposiciones Genera- 
les (Arts. 1% a 29) 

Título II - De las Definiciones (Arts. 3% 
o) 
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12) 
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Título V - Del Derecho al Conocimiento 
de su Situación de Salud (Art. 17) 
Título VI - De los Derechos de Privacidad 
(Arts. 18 a20) 

Título VII - De los Deberes de los Pa- 
cientes (Arts. 21 a 23) 

Título VIII - De las Infracciones (Arts. 
24 425) 
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PROYECTO DE LEY CON EXPOSICION DE MOTIVOS 
SOBRE DERECHOS DE LOS PACIENTES 


Título I 
DELAS DISPOSICIONES GENERALES 


Art. 1”.- La presente ley regula los derechos y obligacio- 
nes de los pacientes con respecto a los profesionales de la 
salud, así como a los establecimientos de salud. 


Art. 2”.- Los pacientes no podrán ser discriminados por 
ninguna razón ya sea en el ámbito de la asistencia de la 
salud, como tampoco en el ámbito laboral. 


Título II 
DELAS DEFINICIONES 


Art. 3”.- A los efectos de la presente ley se entiende 
como Centro de Asistencia de la Salud: los Hospitales 
Públicos y Privados, Instituciones de Asistencia Médica 
Colectiva, Clínicas médicas y odontológicas de carácter 
privado, Laboratorios de análisis, asícomo cualquier lugar 
donde se preste asistencia a la salud. 


Art. 4”.- Se entiende por profesional de la salud a los 
médicos, practicantes de medicina, enfermeras egresadas y 
estudiantes, odontólogos, farmacéuticos, así como los 
auxiliares médicos y el personal administrativo que desarro- 
lla tareas en el ámbito de la asistencia de la salud. 


Art. 5”.- Se entiende por paciente a toda persona que 
recibe atención de la salud, así como los familiares de los 
mismos. 


Título HI 
DELOS DERECHOS 


Art. 6%.- Toda persona tiene derecho a acceder a las 
acciones destinadas a la promoción, la protección, recupe- 
ración y rehabilitación de la salud. 


Art.7".- Todo paciente tiene derecho a una asistencia en 
salud de calidad, con profesionales debidamente capacita- 
dos y autorizados para el ejercicio de la especialidad por las 
autoridades competentes. 


Todo paciente tendrá el derecho a acceder a medicamen- 
tos de calidad debidamente autorizados y de los que el 
paciente conozca los posibles efectos colaterales a su 
utilización. 


Todo paciente tendrá el derecho a que sus exámenes 
diagnósticos y de laboratorio cuenten con el debido control 
de calidad. 
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Art. 8”.- El Estado por intermedio del Ministerio de 
Salud Pública supervisará la propaganda destinada a esti- 
mular tratamientos o consumo de medicamentos que no 
tengan la adecuada documentación científica. Se conside- 
rará como promoción engañosa aquella que no reúna tal 
condición. 


Art. 9”.- El Estado por intermedio del Ministerio de Salud 
Pública está obligado a informar públicamente y en forma 
regular sobre las condiciones sanitarias en el territorio 
nacional. 


Art. 10.- El Estado garantizará en todos los casos el 
acceso a medicamentos básicos así como a los medicamen- 
tos necesarios para atender las enfermedades crónicas. 


Las patologías de carácter crónico deben ser tratadas, 
sin ningún tipo de limitación, ya sea en lo referente a la 
internación, obtención de medicamentos, modalidades 
asistenciales científicamente válidas, asícomo la rehabili- 
tación de las mismas. 


Las instituciones de asistencia médica de carácter no 
estatal serán responsables de las omisiones en el cumpli- 
miento de estas exigencias. 


Art. 11.- Todo procedimiento de asistencia médica será 
acordado entre el paciente -luego de recibir información 
adecuada, suficiente y continua- y el profesional de salud. 
La autorización del paciente a someterse a procedimientos 
diagnósticos o terapéuticos estará consignada en la histo- 
ria clínica en forma expresa (consentimiento informado). 
Esta autorización puede ser revocada en cualquier momen- 
to. 


Cualquier procedimiento de investigación deberá ser 
expresamente autorizado por el paciente, en forma libre 
luego de recibir toda la información en forma clara sobre 
objetivos y la metodología de la misma y una vez que la 
Comisión de Etica de la institución de asistencia autorice el 
protocolo respectivo. La información debe incluir el dere- 
cho a la revocación voluntaria del consentimiento en cual- 
quier etapa de la investigación. 


Art. 12.- Toda persona tiene el derecho de elección del 
sistema asistencial más adecuado sin más limitaciones que 
las derivadas de su situación económica. 


Art. 13.- La docencia de la práctica médica en todos los 
casos podrá ser realizada en cualquiera de las instituciones 
de carácter asistencial. 


Título IV 
DE LOS DERECHOS RELATIVOS A LA DIGNIDAD DE 
LA PERSONA 


Art. 14.- Toda institución de asistencia médica contará 
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con un Tribunal de Etica que estará integrado por profesio- 
nales de salud y por integrantes no médicos representati- 
vos de la sociedad. En todos los casos, al menos la mitad de 
sus integrantes serán de sexo femenino. 


Art. 15.- Todo paciente tiene el derecho a disponer de 
su cuerpo con fines diagnósticos y terapéuticos con excep- 
ción de las situaciones de emergencia imprevista. 


Art. 16.- Todo paciente tiene derecho a un trato respe- 
tuoso y digno por parte de los integrantes del sistema de 
atención de salud que tome en cuenta su situación de 
dependencia. 


Este derecho incluye: 


ser respetado en todas las instancias del proceso de 
asistencia, en especial el trato cortés y amable, el ser 
conocido por su nombre, por recibir una explicación de su 
situación clara y en tiempo y el cumplimiento de los horarios 
de atención médica comprometidos. 


que en todos los procedimientos de asistencia médica se 
procure evitar el dolor físico y emocional de la persona 
cualquiera sea su situación fisiológica o patológica. 


estar acompañado por sus seres queridos o representan- 
tes de su confesión en todo momento de peligro o proximi- 
dad de la muerte, en la medida que esta presencia no 
interfiera con procedimientos médicos imprescindibles. 


morir con dignidad, entendiendo dentro de este concep- 
to el derecho a morir en forma natural, en paz, sin dolor, 
evitando en todos los casos anticipar la muerte o prolongar 
artificialmente la vida del paciente (Futilidad Terapéutica) 
cuando no existan razonables expectativas de mejoría. 


el negarse a que su patología se utilice con fines docen- 
tes cuando esto conlleve pérdida en su intimidad, molestias 
físicas, acentuación del dolor o reiteración de procedimien- 
tos diagnósticos. En todas las situaciones que se utilice un 
paciente con fines docentes tendrá que existir consenti- 
miento previo del mismo, este podrá ser retirado en cual- 
quier momento. 


Título V 
DELDERECHO AL CONOCIMIENTO DESU 
SITUACION DESALUD 


Art. 17.- Todo paciente tiene derecho a conocer todo lo 
relativo a su enfermedad. Esto comprende: 


El derecho a conocer la probable evolución de la enfer- 
medad de acuerdo a los resultados obtenidos en situacio- 
nes comparables en la institución prestadora del servicio de 
salud. 
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El derecho a conocer en forma clara y periódica la evo- 
lución de su enfermedad la que deberá ser hecha por escrito 
si así lo solicitase el paciente; así como la posibilidad de la 
existencia de otros recursos de acción médica no disponi- 
bles en la institución de asistencia donde se realiza la 
atención de salud. 


En situaciones excepcionales y con el único objetivo del 
interés del enfermo se podrá establecer restricciones al 
derecho de conocer el curso de la enfermedad o cuando el 
paciente lo haya expresado previamente (“derecho a no 
saber”). 


Este derecho a no saber puede ser relevado cuando a 
juicio del médico la falta de conocimiento pueda constituir 
un riesgo para la persona o la sociedad. 


El derecho a conocer quién o quiénes intervienen en el 
proceso de asistencia de su enfermedad. 


El derecho a tener una historia clínica completa donde 
figure la evolución de su estado de salud desde el nacimien- 
to hasta la muerte. En caso de que el paciente cambie de 
institución o en cualquier otra situación debidamente jus- 
tificada se le entregará copia de la historia clínica, la que 
deberá tener todos los elementos del original. 


El derecho a que la familia directa -ante requerimiento ex- 
preso de la misma- conozca la situación de salud del enfer- 
mo. En caso de enfermedades consideradas estigmatizantes 
en lo social, el médico deberá consultar con el paciente el 
alcance de esa comunicación. La responsabilidad del pro- 
fesional en caso de negativa por parte del enfermo quedará 
salvada asentando en la historia clínica esta decisión. 


El derecho a que en situaciones donde la ciencia médica 
haya agotado las posibilidades terapéuticas de mejoría o 
curación esta situación esté claramente consignada en la 
historia clínica, constando a continuación la orden médica: 
“No Reanimar”. 


El derecho a conocer previamente, cuando corresponda, 
el costo que tendrá el servicio de salud prestado, sin que se 
produzcan modificaciones generadas durante el proceso de 
atención. En caso de que esto tenga posibilidad de ocurrir 
será previsto por las autoridades de la institución o los 
profesionales actuantes. 


Título VI 
DE LOS DERECHOS DE PRIVACIDAD 


Art. 18.- Todo paciente tiene derecho a la privacidad y 
confidencialidad de todo lo relacionado con su estado de 
salud. Sólo por orden judicial fundada se podrá relevar a las 
autoridades de la institución de asistencia de tal obliga- 
ción. 
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Art. 19.- Todo paciente tiene derecho a que su historia 
clínica sólo sea leída por el equipo de asistencia médico y 
los encargados de la supervisión de la asistencia. El perso- 
nal administrativo de las instituciones sólo podrá acceder 
a la historia clínica con el único objeto de facilitar el acto 
asistencial, estando obligado a iguales limitaciones que 
cualquier otro integrante del equipo asistencial. 


En los casos en que la historia clínica esté informatizada 
y en red sólo podrán acceder a la información los responsa- 
bles de la atención médica y el personal administrativo 
vinculado con este, mediante una clave de acceso. 


Art. 20.- Todo paciente tiene derecho a que las consul- 
taso referencia asu historia clínica se realicen sólo entre los 
que participan en el proceso de asistencia médica. 


Título VII 
DE LOS DEBERES DE LOS PACIENTES 


Art. 21.- El paciente tiene la obligación de suministrar al 
equipo de salud actuante información cierta, precisa y 
completa de su proceso de enfermedad, así como de los 
hábitos de vida adoptados. 


Art. 22.- El paciente es responsable de seguir el plan de 
tratamiento y controles establecidos por el equipo de salud. 


Art. 23.- El paciente es responsable de sus acciones si 
rehúsa algún procedimiento de carácter diagnóstico o tera- 
péutico, así como si no sigue las directivas médicas. El 
paciente puede abandonar el centro asistencial pero dejan- 
do consignado en la historia clínica su decisión, siendo 
considerada esta situación como de alta contra la voluntad 
médica, quedando exonerada la institución y el equipo de 
salud de responsabilidad. 


Título VII 
DE LASINFRACCIONES A LA LEY 


Art. 24.- Las infracciones a la presente ley determinarán 
la aplicación de las sanciones administrativas previstas en 
la normativa vigente, sin perjuicio de otras acciones que se 
pudieran derivar de su violación. 


Art. 25.- Los profesionales que contravengan lo esta- 
blecido en la presente ley podrán ser considerados por la 
autoridad administrativa competente y los colegios médi- 
cos cuando existan, así como los agrupamientos de profe- 
sionales con organismos que juzgan la conducta profesio- 
nal de los médicos. 


INDICE DE TITULOS 


Título I - De las Disposiciones Generales (Arts. 1% a 2%) 
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Título II - De las Definiciones (Arts. 3% a 5%) 

Título MI - De los Derechos (Arts. 6% a 12) 

Título IV - De los Derechos Relativos a la Dignidad de la 
Persona (Arts. 14 a 16). 

Título V - Del Derecho al Conocimiento de su Situación de 
Salud (Art. 17) 

Título VI - De los Derechos de Privacidad (Arts. 18 a 20) 
Título VII - De los Deberes de los Pacientes (Arts. 21 a 23) 
Título VIII - De las Infracciones (Arts. 24 a 25) 


Danilo Astori, Victorio Casartelli, Al- 
berto Cid, Alberto Couriel, Arturo Dubra, 
Eleuterio Fernández Huidobro, Reinaldo 
Gargano, José Korzeniak, Rodolfo Nin 
Novoa, Manuel Núñez, Enrique Rubio, 
Mónica Xavier, Senadores. 


EXPOSICION DEMOTIVOS 


Los derechos de los pacientes y enfermos son una parte 
de los derechos humanos como es aceptado en la actualidad 
en casi todos los ámbitos jurídicos internacionales. 


Como señala la Profesora Asociada de Derecho Interna- 
cional Dra. Michelangela Scalbrino la amplitud creciente, 
así como la variabilidad de las normas y principios del 
derecho internacional contemporáneo relacionado a la sa- 
lud en general y a la relación médico-paciente, hacen difícil 
elaborar una síntesis de ese marco normativo. 


Pero sin duda que el tema ha evolucionado en un sentido 
positivo desde la primitiva concepción de que el enfermo 
constituía una carga y que únicamente el sentido de caridad 
permitía su asistencia a la declaración de sus derechos en 
1793 -a raíz de la Revolución Francesa- donde se establece 
como deber sagrado el socorro al enfermo. 


En el año 1946 en el preámbulo constitutivo de la Orga- 
nización Mundial de la Salud (OMS) se afirmaba que la salud 
constituye uno de los derechos fundamentales del ser 
humano. 


Es desde la Declaración Universal de los Derechos Hu- 
manos en 1948 donde se establece el derecho de toda 
persona a un nivel de vida que le asegure la salud. 


Esta evolución positiva de tal derecho no alcanza para 
establecer cómo se relaciona la persona con los distintos 
ámbitos donde se presta la atención de la salud, lo que ha 
llevado a que distintos países plasmaran en su normativa 
los derechos de los usuarios. 


Esta evolución positiva se basa en que la condición de 
enfermo no sólo no rebaja la dignidad de la persona, por el 
contrario refuerza la condición de ser humano a la que añade 
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en ese particular momento la de ser un sujeto debilitado en 
general en su condición física y psíquica. 


Por otra parte la creciente institucionalización de la 
asistencia a la salud, al mismo tiempo que la necesaria 
interacción de los diferentes integrantes de los equipos de 
atención de la salud han colocado estos derechos de los 
pacientes en una zona difusa, casi siempre imprecisa, donde 
incluso resoluciones de carácter administrativo los vulne- 
ran o simplemente los desconocen. 


Se ha regulado con más énfasis los aspectos 
institucionales que aquellos que hacen a los derechos del 
enfermo y su familia lo que conduce a minimizar el elemento 
humano, contribuyendo de esta forma a acentuar la 
despersonalización de la asistencia a la salud. 


Al romperse el equilibrio biológico que refiere a su 
estado de salud, el individuo pasa a depender de todo un 
entorno novedoso y desconocido, que lo coloca en situa- 
ción de dependencia. 


Tal situación refiere a lo institucional donde surgen 
regulaciones, tiempos y exigencias hasta ayer desconoci- 
das por la persona y la aparición y protagonismo de diferen- 
tes actores que van desde los que desempeñan tareas de 
regulación administrativa hasta los más delicados y com- 
plejos actos asistenciales. Esto conlleva una importante 
atomización del proceso asistencial profundizando la de- 
pendencia del paciente, al aparecer muchos interlocutores 
que solo, en general, resuelven aspectos parciales de su 
situación. 


En ese entorno cobra importancia el nivel de información 
suministrada a los pacientes y su familia, a efectos de 
facilitar su adaptación a un ambiente que les es ajeno; en 
función de la información suministrada estos últimos -pero 
de manera principal el paciente- pueden colaborar en la 
mejor adopción de las decisiones que surgen del proceso 
asistencial. Salvo condiciones particulares, el enfermo siem- 
pre tendrá la última palabra, aunque su voluntad no coinci- 
da con la opinión del equipo de asistencia médica. 


Nuestro ordenamiento jurídico carece de regulaciones 
precisas que establezcan derechos y obligaciones tanto de 
los pacientes como de los profesionales de la salud. En ese 
mismo sentido existe en el ámbito de las instituciones 
públicas y privadas una notoria elasticidad interpretativa 
del rol que deben desempeñar los distintos actores que 
participan en el acto asistencial. 


En el ámbito de la docencia de las distintas disciplinas 
médicas no es infrecuente percibir prácticas de enseñanza 
que vulneran los derechos del enfermo y si bien esto no es 
una actitud consciente, cierto sentido de habitualidad le da 
mayor preocupación. 


La práctica de la docencia de todas las disciplinas médi- 
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cas exclusivamente en el ámbito del subsector público de 
asistencia médica tiene un fuerte sentido discriminatorio, 
en el que se percibe el resabio de que la gratuidad en la 
prestación de la asistencia justifica cierta concesión por 
parte del paciente. 


La ausencia de un necesario marco jurídico nos diferen- 
cia de muchos países del primer mundo y de varios latinoa- 
mericanos que han legislado en este campo. 


Por otra parte la Constitución de la República establece 
claramente la necesidad de legislar en todos los aspectos 
vinculados a la salud humana. En efecto, en su artículo 44 
establece: “El Estado legislará en todas las cuestiones 
relacionadas con la salud e higiene públicas, procurando el 
perfeccionamiento físico, moral y social de todos los habi- 
tantes del país.” 


La voluntad del Constituyente no ha sido contemplada 
por el Legislador por lo que este hecho agrega un compo- 
nente que da razones adicionales a esta propuesta legisla- 
tiva. 


Existen, sinembargo algunos antecedentes de importan- 
cia al respecto que han ido dando un marco conceptual al 
tema que analizamos aunque estos no alcanzan a la totali- 
dad de la problemática, carecen de rango legal y son de apli- 
cación casi exclusiva al ámbito del Ministerio de Salud Pú- 
blica. Nos referimos al decreto del Poder Ejecutivo 258/92 
“Reglas de Conducta Médica” y adicionalmente el capítulo 
sobre el conjunto “de normas sobre derechos de los pacien- 
tes” 


En igual sentido el Sindicato Médico del Uruguay en el 
año 1995 aprobó el Código de Etica Médica basado en las 
normas, códigos y convenciones internacionales que regu- 
lan estos derechos. Este Código es un aporte de significa- 
ción en esta materia pero tiene algunos límites de importan- 
cia como son la vigencia únicamente para los profesionales 
que sean afiliados voluntariamente a la gremial médica y el 
no ser de recibo para las instituciones prestadoras de 
servicios de salud. 


Con idéntico alcance la Federación Médica del Interior 
elaboró su Código de Etica que rige para los afiliados 
voluntarios a la gremial. El carácter limitado de su vigencia 
a los profesionales que voluntariamente se afilien tanto al 
Sindicato Médico del Uruguay como a la Federación Médi- 
ca del Interior vuelve a replantear la necesaria aprobación 
de un marco legal que habilite la Colegiación Médica obli- 
gatoria que permita la obligatoriedad de estas normas a la 
totalidad de los profesionales médicos. 


Estos Códigos además, establecen un marco normativo 
únicamente para los médicos y estudiantes de medicina y 
por lo tanto no regulan, no podrían hacerlo, a los otros 
actores del proceso asistencial. 
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Si bien, ética y derechos humanos se confunden, como 
dice el Dr. Henri Anrys e incluso el marco ético se anticipa 
o sobrepasa en muchas circunstancias al marco jurídico, es 
importante regular en forma expresa, el alcance de esos 
derechos. 


Danilo Astori, Victorio Casartelli, Al- 
berto Cid, Alberto Couriel, Arturo Dubra, 
Eleuterio Fernández Huidobro, Reinaldo 
Gargano, José Korzeniak, Rodolfo Nin 
Novoa, Manuel Núñez, Enrique Rubio, 
Mónica Xavier, Senadores.” 
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PROYECTO DELEY 


DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LOS PACIENTES 


Artículo 1”.- La presente ley regula los derechos y 
obligaciones de los pacientes con respecto a los profesio- 
nales de la salud, y alos Centros de Asistencia de la Salud. 


Artículo 2”.- Los pacientes tienen derecho a recibir 
tratamiento igualitario y no podrán ser discriminados por 
ninguna razón ya sea de raza, sexo, religión, nacionalidad de 
origen, impedimentos físicos, condición social, nivel cultu- 
ral, o capacidad económica. 


Título II 


DELAS DEFINICIONES 


Artículo 3”.- Alos efectos de la presente ley se entiende 
como Centro de Asistencia de la Salud: las Unidades 
Asistenciales o Preventivas, como Hospitales, Sanatorios 
y Policlínicas, Asilos, Instituciones o Casas Geriátricas, 
Instituciones de Asistencia Médica Colectiva, Clínicas y 
Consultorios Médicos y Odontológicos de carácter público 
o privado, Laboratorios de Análisis Clínicos, así como 
cualquier otro servicio público o privado donde se preste 
asistencia a la salud, mediante actividad de profesionales, 
equipamientos y medios técnicos. 


Artículo 4”.- Se entiende por profesional de la salud a 
médicos, odontólogos, químicos farmacéuticos, practican- 
tes de medicina, obstetras, enfermeras y estudiantes de las 
disciplinas mencionadas, así como los auxiliares médicos, 
personal administrativo y en general toda aquella persona, 
-aún la no remunerada-, que desarrolle tarea de asistencia 
de la salud. 


Artículo 5”.- Se entiende por paciente a toda persona 
que recibe atención de su salud. 
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En los casos de minoridad, incapacidad, o manifiesta 
imposibilidad de ejercer sus derechos y asumir sus obliga- 
ciones, le representará su representante legal o, en su 
defecto, su cónyuge o el pariente más próximo a personas 
vinculadas de hecho Extremos que serán determinados 
racionalmente por las circunstancias actuantes. 


En lo que fuere pertinente se aplicarán las mismas nor- 
mas de los pacientes a sus familiares, cuando su presencia 
y actos se vinculen a la atención de la salud. 


Título HI 


DELOS DERECHOS 


Artículo 6”.- Toda persona tiene derecho a acceder a las 
acciones destinadas a la promoción, protección, recupera- 
ción y rehabilitación de la salud. 


Igualmente tiene derecho de elección del sistema 
asistencial que considere más adecuado, sin más limitacio- 
nes que las derivadas de su situación personal. 


Corresponde al Ministerio de Salud Pública, sin perjui- 
cio de los cometidos y facultades consignados en la ley de 
12 de enero de 1934, la determinación de condiciones higié- 
nicas relativas a la salud que deben observarse en los 
Centros de Asistencia de la Salud (Art. 3%), así como en 
otros establecimientos colectivos públicos o privados, ta- 
les como cárceles, asilos, salas de espectáculos públicos, 
escuelas públicas o privadas, talleres, fábricas, hoteles y 
todo local de permanencia en común, y disponer su inspec- 
ción y vigilancia. 


Corresponde igualmente a dicha Secretaría del Estado 
difundir el uso de vacunas y sueros preventivos como 
agentes de inmunización; imponer su uso en casos necesa- 
rios; y vigilar el cumplimiento de las leyes que imponen la 
obligatoriedad de vacunación y revacunación. El Ministe- 
rio de Salud Pública contraloreará la preparación oficial y 
privada de sueros y vacunas. 


Artículo 7”.- Todo paciente tiene derecho a una asisten- 
cia en salud en calidad, con profesionales debidamente 
capacitados y autorizados legalmente para el ejercicio de su 
actividad por las autoridades competentes. Igualmente ten- 
drá el derecho a acceder a medicamentos de calidad, debi- 
damente autorizados y disponibles, y a ser informado de los 
posibles efectos colaterales a su utilización, y al propósito 
con que se prescribieron. 


Igual derecho tiene a recibir una atención solícita y 
respetuosa, en un ambiente adecuado, sin restricciones o 
demoras innecesarias. 


Todo paciente tendrá derecho a que sus exámenes diag- 
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nósticos y de laboratorio cuentan con el debido control de 
calidad, y el acceso a los mismos cuando lo solicite. 


Artículo 8”.- El Ministerio de Salud Pública es respon- 
sable de controlar la propaganda destinada a estimular 
tratamientos, o consumo de medicamentos, que no tengan 
la adecuada documentación científica que les acredite, y en 
su caso la pertinente autorización del MSP. Se considerará 
promoción engañosa aquella que no reúna tal condición 
con los alcances contenidos en la Ley N* 17.250, de 11 de 
agosto de 2000, y en particular en el Capítulo IX de ese texto 
legal. 


Corresponderá al Ministerio de Salud Pública la aplica- 
ción de las sanciones previstas para infracciones, en la 
materia que se regla por este artículo, de acuerdo a la 
sistematización contenida en el Capítulo XV de la Le y antes 
citada que se aplicará en lo pertinente. 


Artículo 9”.- El Ministerio de Salud Pública informará 
públicamente y en forma regular sobre las condiciones 
sanitarias en el territorio nacional, así como al mismo corres- 
ponde levantar y publicitar las estadísticas pertinentes. 


Artículo 10.- El Estado garantizará en todos los casos el 
acceso a medicamentos básicos y necesarios para atender 
las enfermedades crónicas. 


Las patologías de carácter crónico deben ser tratadas, 
sin ningún tipo de limitación, ya sea en lo referente a la 
internación, obtención de medicamentos, modalidades 
asistenciales científicamente válidas, así como la rehabili- 
tación de las mismas. 


Las instituciones de asistencia médica privadas serán 
responsables de las omisiones que incurren en el cumpli- 
miento de las precedentes exigencias, cuando deban cum- 
plimentarlas de acuerdo a la normativa que regla su activi- 
dad. 


Artículo 11.- Todo procedimiento de asistencia médica 
será acordado entre el paciente (Art. 5) -luego de recibir 
información adecuada, suficiente y continua- y el profesio- 
nal de salud. La autorización del paciente a someterse a 
procedimientos diagnósticos o terapéuticos estará consig- 
nada en la historia clínica en forma expresa (consentimiento 
informado). Esta autorización puede ser revocada en cual- 
quier momento. 


Sin perjuicio de lo establecido se presume, salvo prueba 
en contrario, que media consentimiento expreso o tácito del 
paciente por la mera consignación de lo actuado en la 
historia clínica. 


Cuando mediare razones de urgencia o emergencia, o de 
notoria fuerza mayor, que imposibilitan el acuerdo requeri- 
do, o cuando la circunstancia no permita demora por existir 
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riesgo grave para la salud del paciente, se podrá llevar 
adelante los procedimientos a realizar, de todo lo cual se 
dejará precisa constancia en la historia clínica. 


Artículo 12.- La docencia de la práctica médica en todos 
los casos podrá ser realizada en cualquiera de las institucio- 
nes de carácter asistencial. 


Para que la misma revista condición académica, se re- 
querirá se halle incluida en la normativa de la Facultad de 
Medicina y convenida con las Instituciones Estatales y 
Privadas donde se lleve a cabo. 


Título IV 


DELOS DERECHOS RELATIVOS A LA DIGNIDAD DE 
LA PERSONA 


Artículo 13.- Las instituciones de asistencia médica, 
dependiendo de la complejidad del proceso asistencial, 
integrarán una Comisión de Etica cuya integración será 
determinada por la reglamentación que dicte el Poder Ejecu- 
tivo. 


Artículo 14.- Todo paciente tiene el derecho a disponer 
de su cuerpo con fines diagnósticos y terapéuticos. En lo 
pertinente se aplicará la Ley N* 16.628 del 23 de noviembre 
de 1994 (Donación de Organos) y sus modificativas. 


Artículo 15.- Todo paciente tiene derecho a un trato 
respetuoso y digno por parte de los integrantes del sistema 
de atención de salud, que tome en cuenta especialmente su 
situación de dependencia. 


Este derecho incluye: 


a) Ser respetado en todas las instancias del proceso de 
asistencia, en especial el trato cortés y amable, el ser 
conocido por su nombre, y el recibir una explicación 
de su situación, clara y en tiempo (literal f), y cum- 
plimiento de los horarios de atención comprometi- 
dos. 


b) Procurar que en todos los procedimientos de asis- 
tencia médica se evite el dolor físico y emocional, 
cualquiera sea su situación fisiológica o patológica. 


c) Estar acompañado por sus seres queridos y repre- 
sentantes de su confesión particularmente en mo- 
mento de peligro de vida o proximidad de la muerte, 
y durante la enfermedad, en la medida que esta pre- 
sencia no interfiera con lo derechos de otros interna- 
dos y procedimientos médicos imprescindibles, a 
menos que en este último caso el paciente así lo 
disponga expresamente. 
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d) 


8) 
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Morir con dignidad, entendiendo dentro de este con- 
cepto el derecho a morir en forma natural, en paz, sin 
dolor, evitando en todos los casos anticipar la muerte 
o prolongar artificialmente la vida del paciente cuan- 
do no existan razonables expectativas de mejoría 
(futilidad terapéutica). 


Negarse a que su patología se utilice con fines do- 
centes, en particular cuando esto conlleve pérdida 
en su intimidad, molestias físicas, acentuación del 
dolor o reiteración de procedimientos diagnósticos. 
En todas las situaciones que se utilice un paciente 
con fines docentes tendrá que existir consentimiento 
previo del mismo. Esta autorización podrá ser retira- 
da en cualquier momento. 


Una información completa y veraz de su estado, 
diagnóstico y terapéutica aplicada o a aplicarse. 
Igualmente de los riesgos que conlleva el tratamiento 
prescrito. 


Que no se practiquen sobre su persona actos médi- 
cos contrarios a su integridad física o mental, dirigi- 
dos a violar sus derechos como persona humana, o 
que tengan como resultado tal violación. 


En lo que fuere pertinente se aplicará a los enfermos 
psiquiátricos las disposiciones de la presente Ley, 
sin perjuicio de la vigencia de las normas de la Ley 
N* 9.581 del 8 de agosto de 1936 (Asistencia a Psicó- 
patas). 


Título V 


DELDERECHO AL CONOCIMIENTO DESU 
SITUACION DESALUD 


Artículo 16.- Todo paciente tiene derecho a conocer 
todo lo relativo a su enfermedad, y en su mérito a los 
siguientes derechos: 


a) 


b) 


A conocer la probable evolución de la misma de 
acuerdo a los resultados obtenidos, en situaciones 
comparables. 


A conocer en forma clara y periódica la evolución de 
su enfermedad, lo que deberá ser hecho por escrito 
si así lo solicitase el paciente. Igualmente conocer de 
la existencia de otros recursos de acción médica, no 
disponibles en la institución de asistencia donde se 
realiza la atención de salud. 


En situaciones excepcionales, y con el único objeti- 
vo del interés del enfermo, se podrá establecer res- 
tricciones al derecho de conocer el curso de la enfer- 
medad, o cuando el paciente lo haya expresado pre- 
viamente (“derecho a no saber”). 


CAMARA DE SENADORES 


c) 


d) 


e) 


8) 


6 de julio de 2004 


El derecho a no saber voluntario puede ser relevado 
cunado a juicio del médico concernido la falta de 
conocimiento constituya un riesgo para la persona o 
la sociedad. 


Conocer quién o quiénes intervienen en el proceso 
de asistencia de su enfermedad, con especificación 
de nombre, cargo y función. 


A que se lleve un registro escrito o electrónico 
(Historia Clínica) completo donde figure, hasta don- 
de sea posible, la evolución de su estado de salud 
desde el nacimiento hasta la muerte, así como los 
diagnósticos y terapias aconsejadas, con la 
semióloga realizada y la evolución del paciente. 


La Historia Clínica es el conjunto de documentos, no 
sujetos a destrucción ni alteración que registran los 
aspectos señalados. 


En caso de que éste cambie de institución, o así lo 
requiera, se le entregará copia de la historia clínica, 
la que deberá tener todos los elementos del original. 
La historia clínica será reservada, y sólo podrán 
acceder a la misma los profesionales intervinientes y 
el paciente, y en su caso su familia (Art. 19). 


El relevar su contenido, sin que fuere necesario para 
el tratamiento o mediare orden judicial, o conforme a 
lo dispuesto en el artículo 18, hará pasible del delito 
previsto en el Artículo 302 del Código Penal. 


A que la familia directa -ante requerimiento expreso 
de la misma- conozca la situación de salud del enfer- 
mo y siempre que no medie la negativa expresa de 
éste. 


En caso de enfermedades consideradas estigma- 
tizantes en lo social, el médico deberá consultar con 
el paciente el alcance de esa comunicación. La res- 
ponsabilidad del profesional, en caso de negativa 
por parte del enfermo, quedará salvada asentando en 
la historia clínica esta decisión. Será de aplicación lo 
previsto “in fine” del literal b) de este artículo. 


A que, en situaciones donde la ciencia médica haya 
agotado las posibilidades terapéuticas de mejoría o 
curación, esta situación esté claramente consignada 
en la historia clínica, constando eventualmente a 
continuación la orden médica: “No Reanimar”, impar- 
tida por el médico tratante, el que comunicará a la 
familia directa. 


Conocer previamente, cuando corresponda, el costo 
que tendrá el servicio de salud prestado, sin que se 
produzcan modificaciones generadas durante el pro- 
ceso de atención. En caso de que esto tenga posibi- 
lidad de ocurrir será previsto e informado al paciente 
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por las autoridades de la institución o los profesio- 
nales actuantes. 


h) Conocer sus derechos y obligaciones, y las regla- 
mentaciones que rigen los mismos. 


1) Aceptar o rechazar los tratamientos propuestos, en 
cuyo caso, y asolicitud del médico, deberá firmar un 
documento en el sentido que estime salvo en los 
casos de emergencia, con riesgo vital e ¡imposibilidad 
de expresarse, donde se estará al criterio del profe- 
sional actuante. 


3) Requerir consulta con otro médico, a quien el tratante 
informará del modo más leal y amplio. 


k) En caso de fallecimiento se extenderán los documen- 
tos y certificados médicos dispuestos por la norma- 
tiva vigente. Se entregará el cuerpo alos familiares o 
aquienes se indiquen alos efectos de lainhumación, 
procediéndose siempre con el tratamiento respetuo- 
so y adecuado. 


Artículo 17.- Es de interés público el establecimiento, 
en todo Centro de Asistencia a la Salud, de la historia clínica 
electrónica única de personas, desde el registro perinatal 
hasta el fallecimiento. 


A los efectos de esta ley se entiende por historia clínica 
electrónica el conjunto de datos referidos estrictamente a la 
salud de una persona, procesados a través de medios 
informáticos o telemáticos. 


Artículo 18.- Toda historia clínica debidamente 
autenticada, en medio electrónico constituye documenta- 
ción auténtica y como tal, será válida y admisible como 
medio probatorio. 


Se considerará autenticada toda historia clínica en me- 
dio electrónico cuyo contenido esté validado por una o más 
firmas electrónicas mediante claves u otras técnicas segu- 
ras, de acuerdo al estado de la tecnología informática. Se 
aplicará alo establecido lo dispuesto en los artículos 129 y 
130 de la Ley N* 16.002, de 25 de noviembre de 1998, 
artículos 695 inciso 3” y 697 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero 
de 1996 y en artículo 25 de la Ley N” 17.243, de 29 de junio 
de 2000. 


Artículo 19.- Es de responsabilidad de los Centros de 
Asistencia de la Salud dotar de seguridad a las historias 
clínicas electrónicas y determinar las formas y procedimien- 
tos de administración y custodia de las claves de acceso y 
demás técnicas que se usen. 


El Poder Ejecutivo podrá determinar estándares 
uniformizadores de las historias clínicas electrónicas obli- 
gatorias para todos los Centros de Asistencia de la Salud. 
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Artículo 20.- El Poder Ejecutivo reglamentará lo estable- 
cido en los artículos 17, 18 y 19, precedentes en cumplimien- 
to de las normas citadas y las que le fueren aplicables de la 
presente Ley. 


Título VI 


DELOS DERECHOS DE PRIVACIDAD 


Artículo 21.- Todo paciente tiene derecho ala privacidad 
y confidencialidad de todo lo relacionado con su salud o 
enfermedad. Sólo por disposición legal expresa u orden 
judicial se podrá relevar a las autoridades de los Centros de 
Asistencia y a los profesionales de la salud de tal obliga- 
ción, la que no cesa porque el paciente deje de ser atendido 
en el mismo, o eventualmente falleciere (Art. 302 del Código 
Penal). 


Artículo 22.- Todo paciente tiene derecho a que su 
historia clínica (Artículo 17, lit. d) sólo sea consultada por 
el equipo de asistencia médica y los encargados de la 
supervisión de la asistencia. El personal administrativo de 
las instituciones sólo podrá acceder ala historia clínica con 
el único objeto de facilitar el acto asistencial, estando 
obligado a iguales limitaciones que cualquier otro integran- 
te del equipo. 


En los casos en que la historia clínica esté informatizada 
y enred, sólo podrán acceder a lainformación los represen- 
tantes de la atención médica y el personal administrativo 
vinculado en éste, mediante una clave de acceso. 


Artículo 23.- El Centro de Asistencia, y en lo pertinente 
el profesional actuante deberá cumplir las obligaciones 
legales que le imponen denuncia obligatoria en casos de 
muertes o circunstancias de violencia, drogadicción, enfer- 
medades de denuncia forzosa; y eventualmente de casos de 
accidentes de trabajo si procede. 


Título VII 


DE LOS DEBERES DE LOS PACIENTES 


Artículo 24.- Toda persona tiene el deber de cuidad su 
salud, así como el de asistir en caso de enfermedad (Art. 44 
de la Constitución). Asimismo tiene la obligación de some- 
terse a las medidas profilácticas o de asistencia que se le 
impongan, cuando su estado de salud, a juicio del Ministe- 
rio de Salud Pública, pueda constituir un peligro público 
(artículo 224 del Código Penal). 


El paciente tiene la obligación de suministrar al equipo 
de salud actuante información cierta, precisa y completa de 
su proceso de enfermedad, así como de sus antecedentes, 
enfermedades padecidas, y los hábitos de vida adoptados. 
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Artículo 25.- El paciente es responsable de seguir el plan 
de tratamiento y controles establecidos por el profesional 
de la salud. Tiene igualmente el deber de utilizar razonable- 
mente los servicios de los Centros de Asistencia, evitando 
abusos que desvirtúen su finalidad y distraigan recursos en 
forma innecesaria. 


Artículo 26.- El paciente, o en su caso quien le represen- 
tao asiste (Artículo 5), es enteramente responsable de las 
consecuencias de sus acciones si rehúsa algún procedi- 
miento de carácter diagnóstico o terapéutico, así como si no 
sigue las directivas médicas. 


El paciente puede abandonar el Centro de Asistencia de 
Salud sin el alta correspondiente quedando consignada en 
la historia clínica esta decisión, siendo considerada esta 
situación como de “alta contra la voluntad médica”, que- 
dando exonerada la institución y los profesionales de salud 
intervinientes de todo tipo de responsabilidad por ello. 


Título VII 
DE LASINFRACCIONES A LA LEY 


Artículo 27.- Las infracciones a la presente ley determi- 
narán la aplicación de las sanciones administrativas previs- 
tas en la normativa vigente, sin perjuicio de las acciones 
civiles o penales que se pudieren derivar de su violación. 


Artículo 28.- Sin perjuicio de lo establecido en el Artí- 
culo anterior, los agrupamientos de profesionales con 
personería jurídica, con organismos que juzgan la conducta 
profesional de los médicos, basados en normas 
estatutariamente establecidas, podrán establecer sancio- 
nes exclusivamente en el ámbito de la institución y con 
efectos en la actividad de la misma. 


Artículo 29.- La presente Ley entrará en vigencia a los 
180 (ciento ochenta) días de su promulgación.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor Senador 
Cid. 


SEÑOR CID.- Señor Presidente: luego de un largo peri- 
plo, traemos -creo que por cuarta vez- a consideración del 
Senado el proyecto de ley por el que se regulan los derechos 
y obligaciones de los pacientes. Ello ha significado tres 
años de trabajo que ha invertido la Comisión de Salud 
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Pública, que en el transcurso de ese tiempo ha recibido 
distintas colaboraciones. Entre ellas, quiero destacar la del 
señor Senador García Costa, porque se hizo presente en su 
seno, pese a no integrarla, y aportó elementos que han 
enriquecido al proyecto de ley, hecho que debemos recono- 
cer con lealtad. 


Quiero decir, señor Presidente, que este proyecto de ley 
fue estudiado en la Cátedra de Medicina Legal de la Facul- 
tad de Medicina por el “staff” de catedráticos, más concre- 
tamente con la presencia del profesor titular Guido Berro. 
También allí estuvieron presentes distintos representantes 
del Sindicato Médico del Uruguay, de la Asociación de 
Usuarios de la Salud Pública, ADUSP, todos los cuales no 
presentaron objeciones y han visualizado, al igual que en mi 
caso -soy redactor del proyecto-, que esto colocaría al país 
en un plano de modernidad que hoy no tiene por no haber 
sido establecidos como norma legal los derechos de los 
usuarios de los servicios de salud o de los pacientes. 


En este mismo sentido, también debo destacar que fue 
consultado, entre otros, el señor Ministro de Salud Pública, 
por lo que me voy a permitir leer algunos pasajes de la 
contestación que elevara a la Comisión de Salud Pública del 
Senado. Dijo el señor Ministro: “En primer lugar, deseamos 
agradecer a ustedes el envío para nuestra opinión del 
proyecto de ley sobre derechos y obligaciones de los 
pacientes. Es para este Ministerio un reconocimiento hacia 
sus funciones esenciales que mucho agradecemos. 


En segundo lugar, quiero manifestarles que lo he hecho 
ver por nuestros técnicos sanitaristas y abogados, siendo 
todos ellos contestes en que no tienen observaciones 
técnicas nijurídicas. En lo personal, me parece un proyecto 
muy bueno en donde se plasma una serie de principios que 
hasta ahora sólo figuran en normativas de rango inferior a 
la ley, pero que además introduce conceptos muy importan- 
tes y de los cuales participo: la expresa consideración a los 
familiares, la extensión de la definición de profesional de la 
salud, las limitaciones de la docencia y el capítulo final de 
las infracciones a la ley.” O sea, señor Presidente, que 
contamos con un amplio consenso. La Comisión de Salud 
Pública del Senado por el voto unánime de sus integrantes 
aprobó este proyecto de ley. 


Con respecto a los aportes que se hicieron a posteriori 
de que se votara el proyecto original, quiero decir que hay 
algunos aspectos que van a merecer debate parlamentario. 
Nos referimos concretamente -y así fue informado por mí el 
señor Senador García Costa- a las Comisiones de Bioética 
que el proyecto prevé, que obviamente no han sido elimina- 
das, pero sí han sido modificados algunos aspectos de los 
que oportunamente haremos participar al Cuerpo para su 
discusión. 


Debo reseñar, además, que hasta el momento los dere- 
chos de los pacientes no han tenido un tratamiento legisla- 
tivo y han estado reservados a los criterios que se estable- 
cieron, fundamentalmente, por los códigos de ética de las 
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distintas profesiones médicas y a algunos decretos emana- 
dos del Ministerio de Salud Pública. Como se comprenderá, 
en este tema y encuadrados de esta forma, quedan excluidos 
otros actores fundamentales del proceso de asistencia a la 
salud como, por ejemplo, los odontólogos, el personal de 
enfermería y el personal administrativo, que también tiene 
que estar sujeto a normas éticas en lo que tiene que ver con 
aspectos vinculados al trato digno hacia las personas o con 
algo muy trascendente como lo es el secreto profesional 
que deben guardar esos administrativos, en lo relacionado 
con el manejo de la historia clínica. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Brause) 


-Hace unos momentos hacíamos referencia a decretos. 
Concretamente, se trata del Decreto N* 258/92 y otro del año 
2001 -ambos tienen que ver con las reglas de conducta 
médica-, que alcanzaban únicamente al ámbito de las insti- 
tuciones del Ministerio de Salud Pública y estaban relacio- 
nados, fundamental y exclusivamente, con la labor de los 
médicos. Es decir que dejaban fuera toda esa categoría de 
profesionales y de personal que mencionábamos. 


Como decía, en el año 2001 el Poder Ejecutivo dictó otro 
Decreto, ampliando el de 1992 al ámbito de la asistencia 
pública y privada. Así, de alguna manera universalizó esas 
regulaciones al ámbito público y privado, que si bien mejo- 
raba, de todas maneras seguía siendo insuficiente en nues- 
tra valoración. 


Entre otros objetivos, este proyecto incluye a otros 
actores componentes del equipo de salud. Hoy, no se 
concibe que el médico pueda, aisladamente, llevar adelante 
la asistencia a la salud prescindiendo de sus ayudantes o 
colaboradores, que van desde un radiólogo a la enfermera 
o al personal que entrega los números para la consulta en 
policlínica. 


Tampoco los decretos establecen criterio alguno sobre 
la calidad de la asistencia, así como también omiten lo que 
hoy en día se define como una absoluta prioridad en el 
criterio de asistencia médica: el consentimiento informado 
frente a las distintas etapas de la enfermedad, consenti- 
miento que debe ser dado por el paciente que está siendo 
asistido para habilitar o autorizar la realización del acto 
diagnóstico o médico. Asimismo, no se habla de un aspecto 
que hoy, a la luz del crecimiento de los Centros de 
Tratamiento Intensivo, ha surgido como una necesidad de 
analizar, que es el capítulo de la futilidad terapéutica o lo 
que se ha llamado “ensañamiento terapéutico”, es decir, 
aquellas medidas médicas diagnósticas o terapéuticas que 
carecen de sentido, porque no van a tener ninguna utilidad 
para el paciente. En este sentido, el proyecto establece 
algunos criterios que pretenden asegurar el poder concluir 
la vida con dignidad, evitando sufrimientos innecesarios en 
un momento en que la misma se está terminando y cuando 
se ha considerado que no existen medios diagnósticos y 
terapéuticos que puedan ser de utilidad para el paciente. 
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A su vez, se establecen criterios de privacidad y, como 
señalamos, abordamos el tema de los Comités de Ética, que 
son un paso cualitativo trascendente para visualizar la 
calidad de la asistencia y, además, para laudar en temas muy 
complejos. No quisiera aburrirlos, pero debo decir que 
existe una lista muy grande de asuntos que estos Comités 
de Ética tendrían que analizar y laudar desde el punto de 
vista conceptual. Por ejemplo, el referido a las tecnologías 
reproductivas -recordemos que aquí tuvimos un extenso 
debate sobre la reproducción humana asistida-, eugenesia, 
experimentación en humanos, prolongación artificial de la 
vida, eutanasia, relación médico-paciente, calidad y valor 
de la vida, atención de la salud, genética, transplante de 
órganos, etcétera. Por lo tanto, en mi visión -y en la de 
muchos-, estos Comités de Ética pasan a jugar un papel 
fundamental en el cambio cualitativo que debe tener la 
asistencia médica. Van a ser verdaderos Comités de control 
de calidad, pero a su vez tendrán, en la doctrina de su 
creación, una profunda proyección educativa sobre todo el 
personal de la salud. 


Vamos a pasar, entonces, a ver rápidamente el contenido 
de los Títulos de este proyecto de ley. 


En el Título I se establece que los derechos de los 
pacientes no sólo están vinculados con el equipo de salud 
actuante, sino también con los establecimientos de salud. 


El Título Il, referido a las definiciones, establece con 
precisión el ámbito de aplicación de la ley, así como a qué 
actores del proceso de asistencia alude. 


El Título III tiene que ver con el derecho de los pacientes 
con sentido positivo. Aquí se establece, con un sentido 
amplio, el derecho de toda persona a acceder a todas las 
etapas del proceso de salud, desde la promoción hasta la 
rehabilitación. De esta forma, se eliminan algunas limitantes 
que hoy en día tiene la asistencia al paciente bajo la forma 
de asistencia parcial del proceso de enfermedad o del pro- 
ceso mórbido. Se tuvo especial cuidado en establecer que 
las enfermedades crónicas deben ser atendidas sin ningún 
tipo de restricción. Este es un tema bastante crítico para la 
gente que padece enfermedades de este carácter. Como 
dijimos, también se establece la obligatoriedad del consen- 
timiento informado. 


El Título IV habla de los derechos relativos a la dignidad 
de la persona. 


Como parte de este objetivo se propone la obligatorie- 
dad, por parte de las instituciones públicas y privadas, de 
integrar Comités de Etica que deberán analizar los casos en 
la forma señalada anteriormente. Se establecen, en forma 
puntual, los aspectos que deben ser contemplados durante 
la asistencia del enfermo y que hacen a su bienestar y 
derechos como, por ejemplo, el trato respetuoso y cortés 
-parecería innecesario que estuviera integrando un pro- 
yecto de ley pero, a la luz de la realidad, es bueno que así 
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sea-, la necesidad de evitar el dolor físico y emocional de las 
personas y el derecho a una muerte digna, tal como indicá- 
bamos hace unos instantes. 


El Título V jerarquiza la necesidad del conocimiento del 
estado de la enfermedad y su evolución por parte del 
paciente y sus familiares en forma clara, regular y con la 
profundidad suficiente. Esta obligación puede ser relevada 
por el interesado en las circunstancias que así lo expresen, 
ratificando el concepto que persigue este proyecto de ley, 
en el sentido de jerarquizar el derecho del paciente, con total 
autonomía, en las decisiones que se tomen sobre su asis- 
tencia médica. 


El Título VI considera el derecho a la confidencialidad 
del estado de salud de la persona estableciendo, en el 
terreno de la historia clínica computarizada, las exigencias 
para el equipo de salud en cuanto al ingreso a la base de 
datos donde figuren los informes correspondientes. 


El Título VIT establece las obligaciones de los pacientes 
y sus responsabilidades, por ejemplo, la necesidad de cum- 
plir estrictamente con el tratamiento indicado. 


Por último, el Título VIII refiere a las sanciones de 
carácter administrativo que deriven del incumplimiento de 
este cuerpo normativo. 


Era cuanto deseaba informar. Muchas gracias. 
SEÑOR GARCIA COSTA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Señor Presidente: deseo aña- 
dir algunas consideraciones alos conceptos vertidos por el 
miembro informante relacionadas lógicamente con el texto 
aestudio que, seguramente, los señores Senadores ya han 
tenido la oportunidad de estudiar. 


En primer lugar, señalamos que este proyecto de ley 
reviste considerable importancia por cuanto el requerimien- 
to social hace premioso que tengamos normas que identifi- 
quen no sólo los derechos y obligaciones de los pacientes 
-tal como indica el título del proyecto- sino que, a poco que 
se analice el texto, se observará que dichos derechos y 
obligaciones tienen un efecto espejo en los de quienes 
atienden a los pacientes. Me refiero, fundamentalmente 
-aunque no exclusivamente-, al cuerpo médico. 


Cada vez que establecemos un derecho u obligación del 
paciente, fijamos vis a vis la obligación o el derecho de 
quien se halla en la tarea de atención de la salud. 


Deseo referirme a otra circunstancia que tiene espe- 
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cial significado en el análisis del texto. A veces puede 
parecer que la mera expresión “derechos y obligaciones de 
los pacientes” es una manera de enfrentar un tema en la cual, 
con mayor o menor cuidado, se van fijando criterios legales 
que se reflejan en normas de determinado alcance. El Sena- 
do debe prestar especial atención a que aquí se solucionan, 
bien o mal se da una respuesta a una serie de circunstancias 
éticas en las cuales la ley asume un criterio que podrá ser 
aceptado o no por el Senado -eso lo veremos luego-, pero 
es trascendente observar en qué alta medida se trata de 
disposiciones que hacen a la ética en el tratamiento de la 
salud y del enfermo, de su atención, sus obligaciones, 
derechos y, consiguientemente, como decíamos al princi- 
pio, el envés que eso tiene en lo que respecta a todo el 
equipo que dispensa ese tratamiento y atención. En este 
sentido, hay temas de gran gravitación -el miembro infor- 
mante lo insinuaba, seguramente, porque no le alcanzó el 
tiempo de su exposición-, sobre los cuales se procura una 
solución en el proyecto. 


En segundo término, me permito señalar que se debe- 
ría prestar especial atención -seguramente, así lo hará este 
Senado- a algunas soluciones referidas en este proyecto de 
ley. No son todas soluciones compartidas enteramente en 
nuestro país. No hace mucho -quizás días-, en un foro de 
profesionales médicos por un distinguido participante se 
fijó un criterio de radical enfrentamiento con el que se 
contiene en esta norma legal a aprobarse. Se refiere a las 
circunstancias en la atención de la fase terminal -me puedo 
permitir llamarla así, puesto que soy abogado- de las enfer- 
medades. Desde una posición académica respetable -lo doy 
por descontado, por su calidad humana y profesional-, se 
planteó que no comparte lo que se asume en este proyecto 
de ley. El Senado y seguramente la Cámara de Representan- 
tes en su oportunidad, deberán prestar especial atención a 
varias soluciones de este delicado nivel contenidas en este 
proyecto. No voy a hacer ahora referencia al único tema en 
que no pudimos estar de acuerdo con el señor Senador Cid 
para encontrar una solución en común. Confiamos en que 
nos oirá el Senado, se abrirá el debate si se entiende nece- 
sario y se llegará a una solución. Concretamente, me refiero 
alos Tribunales de Etica previstos en el proyecto de ley del 
señor Senador Cid y que no fueron acompañados por quien 
habla en las modificaciones al proyecto. En su momento, 
tendremos oportunidad de extendernos, como seguramente 
también lo hará el señor Senador Cid. 


De aprobarse este proyecto de ley estaremos dando un 
excelente y gran paso hacia delante. El miembro informan- 
te señaló cuáles son las normas actualmente vigentes. 
Son insuficientes y han surgido producto de un camino 
histórico. Frente a una circunstancia, se da una solución y, 
frente a otra, una salida diversa, aunque ello no implica que 
sean antinómicas. No hay, en la actual legislación par- 
cial y precaria, un esquema general de todo lo que hace a 
la muy peculiar relación existente entre la persona y el 
sistema de salud incluidos, en primer lugar, los profesio- 
nales. En mi concepto, no va a ser fácil de cumplir el texto 
legal, pero ello no quita que sea imprescindible legislar en 
la materia. 
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Tal como señalaba el miembro informante, hay que corre- 
gir y enmendar algunas prácticas erróneas actuales, hay 
que alterar costumbres y rutinas que no son las mejores. 

La aprobación de esta norma es de suma trascendencia. El 
miembro informante manifestó que la Comisión tardó varios 
años en analizarla. Sin perjuicio de que puedan parecer 
muchos, no lo son porque en todo este tiempo -a nivel de 
las instituciones que señalaba el señor Senador Cid y en la 
propia Comisión- se decantaron criterios, ya que en estos 
temas se erra considerablemente si se aprueba una norma 
a tambor batiente. No considero que se haya perdido el 
tiempo sino que se ha ganado y ahora depende de este 
Senado -y eventualmente de la Cámara de Representantes 
y del Poder Ejecutivo- que tengamos una buena y necesaria 
norma sobre algo trascendente y vital para una sociedad 
organizada, como la que aspiramos tener. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Si ningún 
señor Senador desea hacer uso de la palabra, pasaríamos a 
votar. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Señor Presidente: simple- 
mente, deseo preguntar qué proyecto se va a poner a 
votación. Creo que debe ser el contenido en el repartido 
N* 478, Anexo I. Formulo esta aclaración porque ha habido 
varios proyectos de ley aunque, en realidad, la última pala- 
bra corresponde al miembro informante. 


SEÑOR CID.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Tiene la 
palabra el miembro informante. 


SEÑOR CID.- Señor Presidente: es exacto lo que plantea 
el señor Senador García Costa; nos estamos refiriendo al 
repartido N” 478, Anexo l, que fue el último en imprimirse y 
repartirse. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Sino se 
hace uso de la palabra, se va a votar, en general, el proyecto 
de ley indicado por el miembro informante, esto es, el 
contenido en el repartido N* 478, Anexo I. 


(Se vota:) 
-16en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En discusión particular. 
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SEÑOR CID.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Tiene la 
palabra el miembro informante. 


SEÑOR CID.- Señor Presidente: dado que más allá del 
planteo formulado por el señor Senador García Costa no ha 
habido otras opiniones con respecto al proyecto de ley 
-aunque anteriormente señalamos que el artículo referido a 
las Comisiones de Etica iba a generar dificultades-, propon- 
go que se suprima la lectura de los artículos y se vote por 
títulos. Naturalmente, si algún señor Senador desea referir- 
se a determinado artículo en particular, puede señalarlo 
para que se considere en forma separada. En tal sentido, ya 
advertimos que solicitaremos el desglose del artículo rela- 
tivo a las Comisiones de Etica. Pienso que de esta manera 
se hará más ágil el tratamiento del proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Se vaa 
votar si se procede tal como propone el señor miembro 
informante. 


(Se vota:) 


-15en 16. Afirmativa. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- En conside- 
ración el Título I. 


SEÑOR CID.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Tiene la 
palabra el miembro informante. 


SEÑOR CID .- Señor Presidente: aunque en la impresión 
no figura, consideramos que los artículos 1” y 2” están 
incluidos en el Título 1. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Efectiva- 
mente, señor Senador. 


SEÑORA LOPEZ.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Tiene la 
palabra la señora Senadora. 


SEÑORA LOPEZ.- Señor Presidente: estaríamos de acuer- 
do, entonces, en que el Título I es “De las disposiciones 
generales”. 


Quisiera proponer un cambio en el artículo 1”. Cuando 
dice que la presente ley regula los derechos y obligaciones 
de los pacientes con respecto a los profesionales de la 
salud, entendemos que sería más abarcativo hablar de equi- 
po de salud o trabajadores de la salud. No olvidemos el 
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amplio espectro que abarca esta disposición, desde funcio- 
narios administrativos hasta personal de servicio. A su vez, 
al final del mismo artículo, en lugar de hacer referencia alos 
centros de asistencia de la salud, consideramos que debería 
decirse “institutos prestadores de asistencia”. Más ade- 
lante, concretamente en el artículo 3%, veremos cómo se 
identifican las distintas instituciones. 


SEÑOR CID.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Tiene la 
palabra el miembro informante. 


SEÑOR CID.- Señor Presidente: a mijuicio, la expresión 
“equipos de salud” no se ajusta a la realidad, porque el 
prestatario no necesariamente debe ser un equipo. Por 
ejemplo, pensemos que un odontólogo que trabaja en la 
soledad de su consultorio está incluido en este proyecto de 
ley y no conforma un equipo de salud. 


Por lo tanto, me inclinaría a aceptar la otra propuesta, 
referida a utilizar la expresión “trabajadores de la salud”, 
porque es más abarcativa. 


En cuanto al cambio propuesto relacionado con los 
institutos de asistencia de la salud, confieso que no logro 
comprender el alcance o, mejor dicho, no entiendo qué 
cambiaría en lo que refiere a la calidad, por lo que pediría a 
la señora Senadora que me lo explicara. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Tiene la 
palabra la señora Senadora López. 


SEÑORA LOPEZ.- Señor Presidente: el término “cen- 
tros” es más definitorio de algunas organizaciones; en 
cambio, “institutos” es más amplio, por lo que luego po- 
drían entrar las clínicas, las asociaciones y otro tipo de 
instituciones. Es decir, entendíamos que el término “insti- 
tutos” es mucho más abarcador como para luego incluir las 
distintas definiciones de esos ámbitos donde se recibe 
atención de la salud. Sin embargo, tampoco hacemos cues- 
tión de esto; simplemente, desde el punto de vista semántico, 
entendíamos que era más abarcador el término que he 
mencionado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- La Mesa 
advierte que en el artículo 3” se consagra lo que se entiende 
por centro de asistencia de la salud. 


SEÑOR HERRERA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR HERRERA.- Señor Presidente: en el mismo sen- 
tido de la advertencia que acaba de realizar la Mesa, quiero 


CAMARA DE SENADORES 


6 de julio de 2004 


decir que los dos casos que plantea la señora Senadora 
López están previstos en el Título de Definiciones. En lo 
que refiere a la definición de los centros de asistencia de la 
salud, confieso que no me da la imaginación para pensar que 
haya algo que no esté incluido dentro del listado que figura 
en el artículo 3*, por lo que pienso que se salva la objeción. 


En el artículo 4*, por su parte, se define lo que se entiende 
por profesional de la salud, y también incluye a todas las 
personas; en todo caso, puede quedar fuera la persona que 
hace la limpieza de un sanatorio, por ejemplo -lo que me 
parece lógico-, por lo que esa sería la única categoría laboral 
que no estaría incluida. Entonces, la verdad es que prefiero 
el texto tal como está previsto en el artículo 1*. 


SEÑOR MILLOR.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR MILLOR.- Señor Presidente: comprendo la pre- 
ocupación de la señora Senadora López, pero justamente 
por una cuestión semántica -como ella ha dicho-, viendo 
algunos ejemplos, me parece que se encuentra más incluido 
el caso de una policlínica o de un consultorio en la denomi- 
nación “centro” que en la de “instituto”. Honestamente, si 
me dicen “instituto”, no pienso en una policlínica; asu vez, 
si me dicen “policlínica” o “consultorio”, no pienso en 
“instituto”. En cambio, si me dicen “consultorio”, 
“policlínica” u “hospital”, pienso en un centro en el cual se 
presta asistencia a la salud. 


Por esta razón, aun compartiendo la inquietud plantea- 
da, creo que el artículo queda mucho mejor redactado tal 
como está. 


SEÑORA LOPEZ.- Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Tiene la 
palabra la señora Senadora. 


SEÑORA LOPEZ.- Señor Presidente: a mi entender, el 
artículo 1” es el que va aintroducir el tema; por lo tanto, sería 
bueno que desde un principio se clarificaran las cosas, más 
allá de que después se entre en detalles. No sé si me expresé 
bien, pero no dije “institutos” solamente, sino “institutos 
prestadores de salud”. Luego, en el artículo 3” se determina- 
rá qué forma tendrá cada uno de esos institutos. Entonces, 
la idea era que ya en la introducción del proyecto de ley se 
apuntara a que luego, en forma coherente, se fueran deter- 
minando los distintos ámbitos y los diferentes centros, 
institutos, unidades o cualquiera sea la forma en que se los 
denomine. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Correspon- 
de que la Mesa ponga a votación el texto tal como viene 
sugerido por la Comisión, con la salvedad -si es que se le 
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permite a la Mesa- de eliminar la coma que aparece después 
del término “salud”, porque como continúa luego la conjun- 


A] 


ción “y”, no es necesaria dicha coma. 


En estos términos, se va a votar el Título I del proyecto 
de ley, que comprende los artículos 1” y 2%, tal como han 
sido propuestos por la Comisión. 


(Se vota:) 
-17en 18. Afirmativa. 
SEÑOR MILLOR.- Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR MILLOR.- Señor Presidente: volviendo sobre 
las dos propuestas que efectuó la señora Senadora López, 
digo que me dio la impresión -si bien aclaro que no tengo 
inconveniente en aceptar la votación tal como se ha reali- 
zado- de que el miembro informante había aceptado la 
primera de ellas, en el sentido de emplear la expresión 
“trabajadores de la salud”, en lugar de “profesionales de la 
salud”. Simplemente, dejo constancia de que esa fue mi 
impresión aunque, si no es así, queda votado como está. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- El Título I 
ya ha sido votado, por lo que si se quisiera volver a 
considerarlo, habría que solicitar y votar la reconsideración. 
De manera que si el miembro informante no tiene inconve- 
niente, pasaríamos a considerar el Título II, que comprende 
los artículo 3% a 5%, inclusive. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-18en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el Título Ml, que comprende los artícu- 
lo 6% a 12, inclusive. 


SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR CARVALHO.- Señor Presidente: quisiera formu- 
lar dos consultas al miembro informante. 


(Ocupa la Presidencia el señor Luis Hierro López) 


La primera de ellas tiene que ver con la ubicación en este 
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Título -que refiere a los derechos- de algunas normas que 
no veo claramente qué vinculación tienen con los derechos 
de los pacientes. Por ejemplo, en el artículo 8* figura la 
obligación del Ministerio de Salud Pública de controlar la 
propaganda de los medicamentos. Podría entenderse, en 
todo caso, como un derecho a no ser engañado en la 
promoción de los medicamentos. Pero luego, en el artículo 
9%, veo una obligación para el Ministerio de Salud Pública 
de informar públicamente sobre las condiciones sanitarias. 
A mijuicio, quizás sería más apropiado incluirlos en algún 
capítulo sobre disposiciones generales. 


Por otro lado, no me parece demasiado correcta la redac- 
ción del artículo 8%, porque se refiere a las responsabilida- 
des del Ministerio de Salud Pública de controlar la propa- 
ganda destinada a estimular tratamientos que no tengan la 
adecuada documentación científica. A mi entender, el Mi- 
nisterio es responsable de controlar toda la propaganda 
relacionada con los medicamentos, tanto los que tengan la 
adecuada documentación científica como los que carezcan 
de ella. En todo caso, como ejerce ese control, deberá 
prohibir la propaganda de aquellos medicamentos que no 
estén apoyados en la documentación científica adecuada. 


A su vez, se alude a que se considera “promoción 
engañosa” aquella que no reúna tal condición. Me pregunto 
cuáles la condición: ¿la autorización o una adecuada docu- 
mentación científica? Si a esto se suma la referencia al 
Capítulo IX del texto legal, tengo la sensación de que este 
artículo -que, reitero, no veo que tenga ninguna relación 
con los derechos de los pacientes- podría ser objeto de una 
redacción más cuidadosa. 


Aún más; tengo muy serias dudas relacionadas con el 
segundo inciso del artículo 12. Realmente, pediría que se me 
aclarara su contenido porque, tras una lectura superficial, 
me da la impresión de que toda institución privada de 
carácter terciario que pretenda proveer docencia o forma- 
ción de tercer nivel en relación con la medicina, debería 
estar sometida a una previa inclusión en la normativa de la 
Facultad de Medicina y convenida con las instituciones 
estatales y privadas donde se lleve a cabo. Entonces, 
pediría que se me aclarara si esto significa que, de acuerdo 
con la norma, no podrá establecerse ninguna institución 
terciaria que suministre enseñanza profesional habilitante 
para la práctica de la medicina en el territorio nacional si no 
ha sido autorizada previamente por la Facultad de Medicina 
de la Universidad de la República. No sé si este es el sentido 
del texto y reitero que estas son las dos dudas que me 
asaltan en relación con el Título III. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Por supuesto que las obser- 
vaciones del señor Senador Carvalho son de gran interés. 
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Con relación al artículo 8” el Ministerio de Salud Pública 
tiene la obligación de controlar todos los medicamentos 
que se expenden o que se solicita expender en nuestro país. 
Sin embargo, en este caso se trata de algo diverso aunque, 
obviamente, vinculado al tema. Se alude a que el Ministerio 
es responsable de controlar la propaganda destinada a 
estimular determinados tratamientos. Estamos cansados de 
oír en los medios de difusión invitaciones a determinados 
tratamientos o al consumo de medicamentos, que si bien no 
están prohibidos, no cuentan con ninguna regulación por- 
que no le corresponde al Ministerio hacerla. Lo que se 
pretende por esta norma es requerir al Ministerio de Salud 
Pública su intervención para que no permita que se publicite 
determinado tratamiento o algo parecido a medicamento, 
aun cuando no se involucre en una actividad intervenida 
legalmente, sino por el solo hecho de que se refiere a 
aspectos que pueden vincularles a la salud. 


En cuanto al artículo 12, existe una diferencia entre el 
inciso primero y el segundo, diferencia que importa. Se 
determina que la docencia de la práctica médica podrá ser 
realizada en todos los casos en cualquiera de las institucio- 
nes de carácter asistencial. ¿Qué significa esto? Que la 
norma constitucional que consagra el principio de la liber- 
tad de enseñanza se reafirma en el inciso primero. El inciso 
segundo de este artículo establece que para que revista 
condición académica, para que sea marco o título para una 
carrera, la enseñanza en cuestión debe estar autorizada. No 
alcanza con la libertad de enseñar, sino que para que la 
enseñanza tenga efecto académico debe ser realizada con la 
autorización de la Universidad de la República, Facultad de 
Medicina. Un médico puede enseñar en una mutualista 
determinada técnica a un grupo de médicos o auxiliares y 
esos cursos no requieren de ninguna autorización previa. 
Ahora bien; si mañana se desea que esto derive en una 
presentación o en un mérito para un concurso ante la 
Facultad de Medicina, lo que es académico, debe haber sido 
autorizado antes por dicha Facultad y convenido con las 
instituciones correspondientes. Si no se desea realizar esta 
gestión no es obligatoria, pero entonces no se puede exigir 
que tenga efectos académicos. 


SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CARVALHO.- Agradezco la explicación que 
acaba de realizar el señor Senador García Costa, pero en 
realidad mi inquietud crece porque si no entendí mal, esto 
significaría que ninguna universidad privada podría insta- 
lar una facultad de medicina sin la autorización previa de la 
Facultad de Medicina de la Universidad de la República. 
Concretamente, me gustaría saber si esa es la intención de 
la ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor García Costa. 
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SEÑOR GARCIA COSTA.- No se trata de eso, ya que las 
normas para establecer una facultad de medicina están 
previstas en leyes especiales que autorizan la creación de 
sectores o de institutos terciarios. Entonces, el día que 
alguna institución se presente y lo solicite, se aplicará la ley 
específica que determina cómo se crea una facultad de 
medicina. Hasta que eso no suceda, es simplemente una 
norma genérica y el día que se quiera aplicar, se hará de 
acuerdo con las normas en cuestión. 


SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CARVALHO.- Esta explicación me satisface ple- 
namente ya que no deja dudas de que no se está modifican- 
do la legislación general sobre institutos de enseñanza 
terciaria. 


SEÑORA LOPEZ.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA LOPEZ.- En mi modesta opinión, la redacción 
del artículo 6” quedaría mucho más clara para su interpreta- 
ción si donde dice “Toda persona tiene derecho a acceder 
a las acciones destinadas a la promoción” se pusiera que 
“toda persona tiene derecho a acceder a una atención 
integral que comprenda las acciones destinadas a la promo- 
ción”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si hay acuerdo en la propuesta 
de la señora Senadora López, se van a votar los artículos 6* 
al 12, del Título II. 


(Se vota:) 
- 19en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se pasa a considerar el Título IV “Sobre los derechos 
relativos a la dignidad de las personas”, artículos13 a 15. 


SEÑOR CID.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CID.-El artículo 13 mereció cierta diferencia en 
los conceptos; por lo tanto, pediría el desglose para poder 
plantear su discusión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se van a votar los artículos 14 y 15. 
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(Se vota:) 

- 19en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 13. 
SEÑOR CID.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CID.- Este artículo es uno de los más significa- 
tivos por la proyección que tiene, relativa a lo que debe ser 
una Comisión de Etica institucional, es decir, una verdadera 
comisión de control de calidad del proceso asistencial y, a 
su vez, de la proyección docente hacia los integrantes del 
equipo de salud. 


Se han generado algunas diferencias en cuanto a los 
enfoques que había tenido la Comisión de Salud Pública, la 
que había propuesto para el artículo 14 el siguiente texto: 
“Las instituciones de asistencia médica deberán integrar 
una Comisión de Ética que estará conformada por profesio- 
nales de salud y por integrantes no médicos representati- 
vos de la sociedad civil. En todos los casos al menos la 
mitad de sus integrantes serán de sexo femenino.” Se 
entendía que había un alcance en cuanto a la 
representatividad de la sociedad en las Comisiones de Etica 
por la visión que ésta le puede dar sobre los temas que debe 
dirimir. Y el hecho de que se dispusiera que por lo menos 
la mitad de sus integrantes fuera de sexo femenino se 
relacionaba con una especial visión que éste tiene sobre 
muchos de los temas vinculados a la asistencia médica, ya 
que muchas veces es la madre o la hermana la que acompaña 
todo el proceso de quebranto de la salud. 


En ese ámbito de trabajo que nos dimos con el señor 
Senador García Costa, él me planteaba algunos aspectos 
que son de recibo. Por ejemplo, al decir que todas las 
instituciones de asistencia médica deberán integrar una 
Comisión de Ética, estaríamos laudando que una policlínica 
ubicada en el medio del campo también deberá tener una, lo 
que parecería un exceso. Por lo tanto, acepté con naturali- 
dad la siguiente redacción: “Las instituciones de asistencia 
médica, dependiendo de la complejidad del proceso 
asistencial, integrarán una Comisión de Ética”. De esta 
forma, estaba salvado ese aspecto. Sin embargo, aunque 
acepté que se trajera la redacción que hoy está en manos de 
los señores Senadores, no pudimos ponernos de acuerdo 
en cuanto a la integración de las Comisiones de Etica. Enese 
sentido, el artículo 13 propuesto sugiere una integración 
que se determinará por la reglamentación que dicte el Poder 
Ejecutivo y que puede ser la que habíamos planteado noso- 
tros u otra totalmente distinta. 


En lo personal, me inclino por mantener la primera obser- 
vación hecha por el señor Senador García Costa, en cuanto 
a señalar que las Comisiones de Etica se formarán depen- 
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diendo de la complejidad del proceso asistencial, pero 
manteniendo la integración que estaba en el artículo origi- 
nal aprobado por la Comisión de Salud Pública. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Señor Presidente: como bien 
ha indicado el señor Senador Cid, aquí hay una diferencia 
que, por lo menos a mi juicio, es en parte conceptual. El 
proyecto original al cual refiere el señor Senador Cid, efec- 
tivamente era más genérico, más amplio y reservaba a las 
propias entidades la creación de los Tribunales de Etica. Por 
nuestra parte, al enfrentarnos a esta norma, no la compar- 
timos y propusimos -desde ya lo adelantamos- una redac- 
ción mucho más compleja en la cual combinábamos factores 
actuales y otros a crear, sobre estos Tribunales o Comisio- 
nes de Etica. 


Nuestra propuesta no fue aceptada por las razones que 
en buena parte acaba de señalar el señor Senador Cid y, 
quizás en un error muy frecuente en estas redacciones, 
presente una tercera que es la del repartido. 


En cuanto a lo que está ínsito en el tema, comparto que 
es correcto que haya decisiones sobre diversos puntos en 
que la ética esté controvertida en todo el amplio ámbito al 
que esta ley se refiere. Tal como lo dijera anteriormente 
cuando tuve oportunidad, hay aspectos en los cuales -si 
analizamos con cuidado- el tema es singularmente comple- 
jo. No es difícil, sino hasta natural, que haya tribunales u 
organismos que tengan que determinar si la aplicación de la 
norma que es, repito, ética en su esencia, fue correcta o 
incorrecta. No hay ningún otro campo de la actividad huma- 
na que requiera de esto como la Medicina, ya que ninguno 
entra tan directamente en la vida humana y, por consiguien- 
te, es lógico que actuemos con gran prevención y cuidado 
en el manejo de sus márgenes. 


La pregunta a hacernos es la siguiente. Elementos de 
ética, ¿están en la ley? Por descontado que no todos, 
porque no podemos abarcar toda la inmensa gama de acti- 
tudes humanas vinculadas a esto, pero sí las que son más 
usuales y más normales, dentro de la normalidad que impli- 
can estas prácticas. En primer lugar, concluyamos en que 
tenemos en el texto normas de ética. 


Alguien puede reclamar -en general el reclamo proven- 
drá de la parte del paciente, pero podemos pensar que 
ocurra de los dos ángulos- que se ha violado la ética; que 
la norma ética contenida en la ley ha sido violada. Ello nos 
lleva a preguntarnos qué hacer en esos casos. Obviamente, 
tenemos que crear, aceptar o consentir alguna fórmula por 
la cual haya quienes, frente al cumplimiento presunto de 
una norma ética que ha sido involucrada como violada, 
determinen si es correcto o no tal aserto. Naturalmente, la 
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definición de violación conlleva las eventuales responsabi- 
lidades de variado carácter, pero lo esencial es que hay que 
definir. 


A estos fines, en el proyecto se crean Tribunales de 
Etica, solución que por nuestra parte no creemos sea la 
adecuada. Un Tribunal de Etica de especial integración 
implica que el camino natural de la sociedad juzgando como 
tal, se modifica por el de un corporativismo -no lo digo en 
un sentido erróneo de la expresión- en el cual la profesión 
se juzga a sí misma. ¿Es eso posible? No lo comparto. Sé que 
en esto choco incluso contra muchas profesiones que aún 
hoy procuran ser ellas mismas las que -a lo menos en primera 
instancia- tengan la facultad de autojuzgarse. Creo, señor 
Presidente, que ese es un grave error político con mayúscu- 
las, no político-partidario. El Estado, a través de sus Órga- 
nos, se ha dado la posibilidad de juzgar ante la violación de 
normas éticas. Es un error dejar esos juzgamientos en 
manos de quienes en definitiva son la corporación en la que 
está involucrada esa persona, porque es obvio que en muy 
escaso número -ya lo dije hace unos minutos- estos 
juzgamientos van a ser relativos a los que tratan a los 
pacientes y para éstos se recurrirá a su propio estamento 
para ser juzgados. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Brause) 


Naturalmente, la primera argumentación favorable que a 
cualquiera se le puede ocurrir es: ¿pero acaso quien lo vaa 
juzgar no entiende del tema? No, señor Presidente; no se 
trata de eso. Cuando recurrimos a los Jueces no pretende- 
mos que ellos sean especialistas en todas las profesiones 
y hechos de la vida humana; habrá maneras en que estos 
puedan allegarse a los elementos conducentes para formar 
una Opinión lo más justa posible. En este caso, sucede lo 
mismo. ¿Por qué, para saber si se violó una norma de ética, 
tengo que formar un Tribunal de Etica que responde a un 
criterio colectivo vinculado a quienes son acusados? Un 
Tribunal de Etica donde presumiblemente alos médicos los 
juzguen los médicos, a los dentistas, los dentistas y podría- 
mos seguir así. En nuestro país, si hay violación a la obli- 
gación ética y alguien reclama de ella, de eso se ocupa 
esencialmente el Poder Judicial. Crear unas justicias para- 
lelas, específicas, implica decir “si usted rompió la norma de 
ética en la manera de poner cemento armado a un edificio, 
vaya al Poder Judicial”, a pesar de que se murieron 15 
personas por el derrumbe, pero si se trata de la violación de 
una norma de ética que atinge a la profesión médica, en ese 
caso “vaya y pregúntele a los médicos”. 


Comprendo que para fijar los márgenes concretos y 
alcances se precisará la apoyatura de quienes conozcan 
bien los elementos de hecho que están en juego, pero ello 
no debe cambiar el Tribunal. 


No habíamos convenido en esta materia con el criterio - 
que mucho respeto- del señor Senador Cid. Por mi parte, 
originalmente había pergeñado un sistema mucho más com- 
plejo. En el Ministerio de Salud Pública hay una Comisión 
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que, ¡atención!, se limita a la primera etapa. Nunca se trata 
de la etapa definitiva y que ilustra a los Jueces -si fuere del 
caso- con los elementos que les llegan. Sobre esa base 
construía y afinaba conceptos para dar una presencia lo 
más fuerte posible de que la norma ética es juzgada por 
todos y para todos. 


Otro sistema es singularmente peligroso. Simplemente, 
me voy a limitar a decir que creo que es la primera vez que 
se sustrae lo que es por esencia la sociedad, juzgando la 
actividad de sus integrantes y se pone un sector en un 
esquema muy directo, muy contingente, donde necesaria- 
mente serán atendidos sólo por aquellos de su misma pro- 
fesión. Ahí abriremos un gran campo donde todas las 
actividades tendrán derecho a un juzgamiento y en cada una 
se irán respetando las condiciones particulares, profesión, 
las especificidades y circunstancias. 


Por todo eso no acompañábamos lo que había propuesto 
la Comisión. Surgió este texto que se propone acá -y me 
adelanto a reconocer lo que pensarán los señores Senado- 
res- que lo único que dice es que el Ministerio de Salud 
Pública formará una Comisión de Ética a cuyo accionar dará 
los márgenes que le parezcan prudentes. Como dije, reco- 
nozco la pobreza de la norma propuesta, pero simplemente 
se trata de abrir el camino de que exista una Comisión de 
Ética. Lo que propongo -esto lo decía el señor Senador Cid 
y lo comparto- es una potestad que quizás sea exagerada 
para el Poder Ejecutivo. Me niego -hablando en primera 
persona- a que haya una Comisión de Ética con alcance, 
pero después formo una y le digo al Poder Ejecutivo que la 
reglamente. Aun con esa dificultad, la propuesta respeta la 
Comisión de Ética; puede ser un primer paso hacia un mejor 
desarrollo de la Comisión de Salud Pública actualmente 
vigente, que sólo atiende circunstancias de médicos y no 
toda esta gama de violaciones de normas éticas que esta- 
mos introduciendo por esta ley. 


Esto es un paso adelante. El Senado resolverá en su 
momento. Lo fundamental es ver si aceptamos un criterio 
como el que señalaba el señor Senador Cid, u otro que a mi 
juicio no permite esa vinculación, de una forma donde se 
decide por los interesados, sus intereses. 


Nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- La Mesa 
anticipa que el señor Senador García Costa le ha creado la 
duda de si esta Comisión de Ética sustituye al Poder Judicial 
y, eventualmente, le resta a un ciudadano el derecho de 
acudir ante la Justicia. 


SEÑOR CID.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 
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SEÑOR CID.- Por las argumentaciones del señor Sena- 
dor García Costa, reconozco que tal vez el término “tribu- 
nal”, utilizado por mí para referirme a las Comisiones de 
Etica, no haya sido el más feliz. Eso da la sensación de que 
existe un juzgamiento aunque, en realidad, lo hay porque se 
llega a un juicio definitivo de esa Comisión de Etica cuando 
se le somete un tema determinado. Pero lo que no se puede 
admitir -no lo hace la doctrina- es que estas comisiones de 
bioética institucionales lauden temas dilemáticos; no son 
comisiones que juzguen actitudes o el accionar de los 
médicos o del personal de salud. 


En mi exposición, decía que serán temas propios de los 
comités hospitalarios de ética -esta es la parte doctrinaria- 
aunque no en forma excluyente, los siguientes: tecnología 
reproductiva, eugenesia, experimentación en humanos, pro- 
longación artificial de la vida, eutanasia, etcétera. Pero, 
¿qué es lo que hace esta Comisión de Bioética? Da criterios 
y pautas; es un órgano de consulta en situaciones 
dilemáticas como, por ejemplo, si se debe mantener una 
determinada terapéutica que no tiene ningún sentido. Esa 
Comisión de Etica evalúa los criterios científicos y humanos 
desde la perspectiva de la sociedad en forma completa, pero 
de ninguna manera juzga a nadie. 


Solicito al señor Presidente que me escuche, porque 
tiene dudas y las estoy tratando de aclarar. Voy a leer una 
parte doctrinaria donde se señalan algunos de los aspectos 
que estábamos tratando de explicar. La Comisión de Bioética 
de la Provincia de Córdoba, que es uno de los referentes, 
dice que se plantea así la necesidad de introducir cambios 
conceptuales que dimensionen y contemplen la enorme 
complejidad de la problemática, considerando los nuevos 
paradigmas de los modelos sanitarios; incorporar y diseñar 
procedimientos de toma de decisión en ética clínica para la 
resolución de situaciones dilemáticas; desarrollar nuevas 
normativas que colaboren para resolver en la práctica los 
casos conflictivos y finalmente incentivar y desarrollar 
proyectos de investigación aplicadas para diseñar perfiles 
y modelos locales. Más adelante, dice que las Comisiones 
de Bioética, estos comités hospitalarios, son comités de 
calidad y tienen una proyección docente a nivel 
institucional. Sería un objetivo a largo plazo el de modificar 
actitudes en la práctica, para lo que se ha planteado como 
indispensable crear programas de capacitación dirigidos a 
los profesionales de la salud en sus distintos niveles y a la 
comunidad en general. Como se ve, la doctrina no avala que 
estos Comités de Etica tengan ningún rol de juicio, salvo en 
los aspectos dilemáticos y en los que se les someta 
específicamente a los Comités de Etica. Para nada sustitu- 
yen a lo que ya en la práctica real son temas de ética que, 
para el caso del Sindicato Médico del Uruguay, constituye 
el análisis individual, caso a caso, por parte de sus pares. 
Esto está aceptado con normalidad en el país, al igual que 
en la Federación Médica del Interior, en el sentido de que 
son sus pares quienes analizan la conducta ética de los 
profesionales. Esas Comisiones de Etica que tengo el honor 
de integrar en el Sindicato Médico del Uruguay no sustitu- 
yen a las comisiones honorarias de Salud Pública que tienen 
otras competencias diferentes a las comisiones de bioética. 
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Por lo tanto, nada de lo que se ha aseverado en el sentido 
de que pueden emitir un juicio de valor sobre la conducta de 
los profesionales puede ser admitido con normalidad, no es 
ese el alcance de los Comités de Bioética. Es más, hoy en día, 
para que se valide un trabajo a nivel científico y tenga rigor 
y sea aceptado en los niveles científicos internacionales, 
primero ese proyecto de investigación tiene que estar vali- 
dado por la Comisión de Bioética institucional o la creación 
ad hoc de una Comisión de Bioética institucional para que 
tenga carácter de aceptación internacional y para que se 
adapte a las normas que los procedimientos de investiga- 
ción tienen hoy en el marco de la regulación. 


SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR CARVALHO.- Voy a apoyar la propuesta que 
viene de la Comisión. Con el mayor de los respetos veo que 
se han confundido los términos. He escuchado con mucha 
atención el planteamiento del señor Senador García Costa 
y, evidentemente, cuando hablamos de Comisiones o de 
Tribunales de Etica, estamos hablando de algo que está al 
margen de los tribunales judiciales que entenderán en la 
esfera civil en los casos de responsabilidad civil por negli- 
gencia, por culpa, por dolo o en la sede penal, en los 
tribunales de naturaleza penal cuando haya ocurrido delito. 
Estamos acá hablando del juzgamiento de la conducta en un 
plano moral. Naturalmente, la intervención de un tribunal 
integrado por personas de la propia profesión es la práctica 
universalmente aceptada. Mientras ejercí la profesión de 
abogado integré -aún integro como socio- y estaba some- 
tido a la jurisdicción, voluntariamente como miembro del 
Colegio de Abogados, del Tribunal de Honor del Colegio. 
Adelanto, tal vez para aumentar la preocupación del señor 
Senador García Costa, que ya hay un proyecto de ley que ha 
enviado el Poder Ejecutivo y que está a consideración de la 
Cámara de Representantes, donde el Tribunal de Honor del 
Colegio de Abogados del Uruguay en determinadas cir- 
cunstancias y elegido de determinada manera, tiene compe- 
tencia general para juzgar éticamente la conducta de todos 
los profesionales abogados que ejercen en el territorio 
nacional. Me parece una buena solución porque el ejercicio 
profesional plantea una serie de dilemas, como ha dicho 
muy bien el señor Senador Cid, y una serie de circunstancias 
en las cuales la orientación sobre cuál es el comportamiento 
correcto e incorrecto, en muchos casos es dudosa. Es 
lógico que sea el propio cuerpo profesional el que con todas 
las garantías del caso emita un juicio sobre ese comporta- 
miento. Notendrá relevancia jurídica porque no será exigi- 
ble y a raíz de ese pronunciamiento nadie podrá demandar 
lo que no pudiera demandar si ese pronunciamiento no 
hubiera existido. Si es delito, habrá delito; si es responsa- 
bilidad civil, habrá responsabilidad civil y cada uno con sus 
procesos y garantías. Pero la conducta de los cuerpos 
profesionales creo que es práctica universal que sea juzga- 
da por el propio cuerpo o colectividad que reúne a los 
interesados y que es la que define cuáles son las normas de 
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comportamiento exigibles para la práctica correcta y de 
buena fe de una profesión determinada. Los argumentos 
que ha expuesto el señor Senador García Costa no me hacen 
vacilar en mi apoyo a la fórmula que venía propuesta. Es 
más; yo estaría en condiciones de votar con alguna peque- 
ña modificación la fórmula original de la Comisión. Me 
refiero a la modificación que limita la exigencia de la forma- 
ción de estas comisiones de ética a instituciones de un 
cierto volumen para obviar el caso de la policlínica de 
campaña y municipal. 


SEÑOR KORZENIAK.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR CARVALHO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Puede inte- 
rrumpir el señor Senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- En apoyo de la exposición sinté- 
tica pero muy ilustrativa que ha hecho el señor Senador 
Carvalho, digo que en el Título VIII de las infracciones a la 
ley está expresamente recogido lo que él acaba de decir. No 
tienen nada que ver las Comisiones de Etica -que sería mejor 
que la denominación de Tribunal de Etica, que también se 
usa cuando se habla de los tribunales de honor-, con las 
responsabilidades civiles o penales que juzgan los jueces. 
Los artículos 27 y 28 están regulando todo esto a texto 
expreso. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Puede con- 
tinuar el señor Senador Carvalho. 


SEÑOR CARVALHO.- Ya concluí mi exposición. 
SEÑOR GARCIA COSTA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Creo que comenzamos a ca- 
minar en una zona pantanosa. Hago una objeción a un 
sistema que dice Tribunal de Etica, lo hago en un texto que 
refiere a obligaciones y derechos de los pacientes. Lo dije 
antes: vis d vis, obligaciones o, para decirlo correctamente, 
derechos y obligaciones de los médicos. Suponer que el 
artículo 14 se puede referir a otra cosa que no sea a la 
violación de las normas de ética contenidas en la ley es, por 
lo menos, sorprendente. Estáimplícito -creo que lo supone 
el Senado- que se refiere a violaciones contenidas en la 
ética de acá. 


El señor Senador Cid nos ha traído -tuve la fortuna de 
que me diera una copia- un texto sobre el tema proveniente 
de la provincia de Córdoba que hace referencia a otro 
ángulo que nada tiene que ver con éste. Por ejemplo, con 
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respecto a la eugenesia ¿a qué remite este artículo? En 
primera instancia, presumo que todo el Senado cree que el 
Tribunal de Etica querrá conocer un hecho real, concreto, 
dar una apreciación sobre un hecho eugenésico. El docu- 
mento referido es a los efectos de analizar, diríamos, en 
condiciones académicas aspectos vinculados a la eugene- 
sia. El objetivo no es ese. Si los señores Senadores aprue- 
ban el artículo 14, creo que no va a haber nadie que le pueda 
dar la interpretación de que el Tribunal de Ética, conforma- 
do por profesionales de la salud y por integrantes no 
médicos representantivos de la sociedad civil, será sufi- 
ciente. En todo caso, lo será si lo que tenemos que estudiar 
es en teoría una circunstancia concreta vinculada a la 
Medicina. La expresión “conformado por profesionales de 
la salud y por integrantes no médicos representativos” es 
altamente inconducente. Si lo que pretende el señor Sena- 
dor Cid es válido, lo acepto pero, en ese caso, vamos a 
redactarlo como tal y no como formando parte de un Tribu- 
nal de Ética. El Tribunal o los Tribunales alos que alude los 
señores Senadores Cid y Carvalho juzgan las profesiones. 
¿Esto es lo que se procura? 


En cuanto a los socios del Sindicato Médico se podrá 
pensar que entraron en una situación y aceptaron lo que iba 
a pasar; por su parte, los socios del Colegio de Abogados 
entraron en una situación y también aceptaron lo que iba a 
pasar, pero a los que no son socios, ¿los juzgamos? En ese 
caso, ¿quién lo hace? Pienso que el criterio no puede ser 
diverso sino que debe haber un solo camino que, en mi 
opinión, es el de no aceptar estos Tribunales creados en 
forma lateral. 


Para terminar, señor Presidente, si la intención del señor 
Cid es aceptada -me parece que lo puede ser-, puesto que 
puede ser un estimable progreso en aspectos que a todos 
puede interesarnos, redactémoslo como tal y no entremos 
en un campo tremendamente delicado, plasmándolo en una 
ley que está referida a cosas muy trascendentales que no 
pueden ser objetadas. 


Es cuanto quería señalar. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 13, tal como 
viene propuesto por la Comisión. 


La Mesa quisiera hacer una única y menor observación, 
a los efectos de evitar el doble uso del verbo “integrar”. En 
ese caso, sugeriría que la expresión “integrarán” sea susti- 
tuida por “designarán”. 


SEÑOR COURIEL.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR COURIEL .- Quiero aclarar que el señor Senador 
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Cid aceptó que se considerase ese artículo que viene de la 
Comisión, pero no es lo que él está proponiendo. Por 
nuestra parte, pretendemos votar la propuesta que hizo el 
señor Senador Cid, la cual fuera acompañada también por el 
señor Senador Carvalho. 


SEÑOR CID.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR CID.- Es exacto lo que dice el señor Senador 
Couriel. Pero, además, de no ser aprobado el artículo 13, no 
habría colisión con el artículo 14 pues fue discutido y 
votado por unanimidad en la Comisión de Salud Pública. 
Quiere decir que en ninguna de las dos oportunidades se 
desconoce el análisis que realizó dicha Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Entonces, 
estamos de acuerdo; se debe comenzar por votar el artículo 
13, que es el propuesto por la Comisión. 


(Se vota:) 
- 8 en 17. Negativa. 


Ahora, a propuesta del señor miembro informante, el 
Senado pasa a votar el artículo 14, que figura como tal en el 
Repartido 478. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Si vamos a votar el artículo 
14 tal cual vino de la Comisión, debemos significar el alcan- 
ce del mismo. ¿Qué quiere decir que los “integrantes no 
médicos representativos de la sociedad civil” van a ser 
parte del Tribunal de Ética que en el noventa y nueve por 
ciento de los casos juzgan a los médicos? Señor Presidente: 
me niego a que determinadas dirigencias, que hemos visto 
en televisión y oído por radio, sean los que juzguen a los 
médicos a los cuales se les endilgue una violación ética. Me 
parece que se debe establecer mejor este aspecto. 


Por otra parte, en todos los casos se dice que la mitad de 
los integrantes serán de sexo femenino. ¿Por qué tiene que 
ser así? ¿Qué ocurre si en una determinada especialidad 
toda la Cátedra es femenina? Obviamente, este criterio 
también se puede aplicar en la inversa. En lo que a mi 
respecta, no entiendo esta circunstancia en la cual es obli- 
gatorio para determinadas cosas encontrar mujeres que no 
están preparadas o, viceversa, hombres que no están pre- 
parados. Si establecemos que los integrantes “no serán 
médicos representativos de la sociedad civil”, entonces 
¿cuántos somos los habilitados? 
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Solicito dejemos este artículo en suspenso para que la 
Comisión de Salud Pública pueda reunirse y lo estudie más 
a fondo, para que pueda poner criterios más razonables que 
los que, a mi juicio, contiene erróneamente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- La Mesa 
quiere aclarar que lo que está en consideración es el artículo 
14 del Rep. N* 478, en sustitución del artículo 13 del proyec- 
to propuesto por la Comisión, que obraría como artículo 
sustitutivo. 


SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR CARVALHO.- Señor Presidente: voy a apoyar 
este texto y creo que como toda norma de naturaleza legal, 
su aplicación dependerá luego de la reglamentación que 
dicte de ella el Poder Ejecutivo, por lo que tengo que 
suponer que ésta será razonable y que estará adecuada a la 
finalidad que se propone la ley, que es la protección, si no 
me equivoco, de los derechos del paciente. Por lo tanto, el 
hecho de que estén representados en estos tribunales 
personas no médicas, no me provoca una particular inquie- 
tud. Supongo que la reglamentación tendrá el sentido lógi- 
co de prever que estarán representados en proporción 
determinada. Tampoco me conmueve el hecho de que no 
sean médicos, sino representantes de la sociedad civil, en 
este caso de los usuarios de los servicios de asistencia 
médica y potenciales perjudicados o víctimas de las 
inconductas éticas que practiquen determinados profesio- 
nales de ese servicio. 


Reitero que no me parece mal que estén representados 
en el tribunal y que lleven allí la voz de quienes son los 
principales perjudicados si ha existido una conducta no 
ética por parte del profesional que los ha atendido. Tampo- 
co me parece mal ni me conmueve el hecho de que la mitad 
de sus integrantes deba ser de sexo femenino. Creo que, de 
alguna manera, eso está representando una realidad y, por 
lo demás, la reglamentación podrá prever también a qué 
instituciones será aplicable esta norma, ya que no vamos a 
exigirla, como decíamos, para policlínicas de campaña o 
barriales. Asimismo, se podrá prever las soluciones a apli- 
car en caso de que no sea posible integrarlas en la propor- 
ción determinada, por lo que deberá haber excepciones. 


Creo que el texto, tal como está planteado, puedo asumir- 
lo perfectamente y apoyo la propuesta de la Comisión, por 
lo que voy a votarla favorablemente. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Se va a 
votar el artículo 14, que pasaría a sustituir el artículo 13 que 
fue votado por la negativa. 
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(Se vota:) 
- 12en 16. Afirmativa. 


Por lo tanto, quedó aprobado el Título IV del proyecto 
de ley. 


En consideración el Título V, que comprende desde el 
artículo 16 al 20 inclusive. 


SEÑORA LOPEZ.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Tiene la 
palabra la señora Senadora. 


SEÑORA LOPEZ..- Señor Presidente: me voy a referir al 
literal £) del artículo 16. 


Creo que aquí no hay sólo un problema semántico, sino 
también palabras mal empleadas, pero que conceptualmente 
hacen al tema. Dicho literal expresa lo siguiente: “A que, en 
situaciones donde la ciencia médica haya agotado las po- 
sibilidades terapéuticas de mejoría o curación, esta situa- 
ción esté claramente consignada en la historia clínica...”. 
Independientemente de que la palabra “situación” se reite- 
ra, lo que hay aquí es una valoración y no una situación, ya 
que es la consecuencia de esta última. Por lo tanto, se valora 
una situación. En consecuencia, propondría que en la se- 
gunda vez que se expresa “situación” se diga “valoración”, 
ya que hace más al producto de aquélla. El texto sigue 
diciendo: “constando eventualmente a continuación la or- 
den médica...”. Creo que la valoración que se hace de una 
situación produce al final una decisión y no una orden. Por 
lo tanto, cambiaría “situación” por “valoración” y “la or- 
den” por “decisión”. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Tiene la 
palabra el Miembro Informante, señor Senador Cid. 


SEÑOR CID.- Señor Presidente: en lo personal, estoy de 
acuerdo con esta modificación, así como también lo están 
otros integrantes de la Comisión que me lo han hecho saber 
asintiendo con la cabeza. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Si se me 
permite, quisiera solicitar que se elimine del acápite la coma 
que antecede a la conjunción “y”, que ya había sido apro- 
bado por la Cámara de Representantes. A su vez, solicitaría 
a la Secretaría que revise el texto, por cuanto esa situación 


se reitera en varias oportunidades. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- ¿En qué consiste la modifica- 
ción propuesta? 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Léase por 
Secretaría. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Don Mario Farachio).- Diría así: 
“literal f) A que, en situaciones donde la ciencia médica 
haya agotado las posibilidades terapéuticas de mejoría o 
curación, esta valoración esté claramente consignada en la 
historia clínica, constando eventualmente a continuación 
la decisión médica: “No Reanimar”, impartida por el médico 
tratante, el que comunicará a la familia directa”. 


SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR CARVALHO.- Señor Presidente: quisiera hacer 
mención a la historia clínica. 


Aquí está resuelto un tema que ha sido discutido en 
muchas oportunidades y es el derecho del paciente no sólo 
conocer sino también disponer de su historia clínica y se 
prevé -me parece muy bien- que, en caso de que el paciente 
cambie de institución o así lo requiera, debe entregársele 
copia de la misma con todos los elementos del original. Lo 
que me suscita alguna duda es que no veo claro el derecho 
de la familia, sobre todo en los casos en que ha ocurrido un 
fallecimiento, a acceder a la historia clínica porque el inciso 
que refiere a este tema -que sí reconoce el derecho cuando 
la persona cambia de institución o lo requiere-, luego dice 
que la historia será reservada y sólo podrán acceder a la 
misma los profesionales intervinientes y el paciente -otra 
“y” que sobra- y, en su caso, la familia (artículo 19). Si leo 
el artículo 19 veré que se habla de la responsabilidad de los 
centros de asistencia de salud de dotar de seguridad a las 
historias clínicas electrónicas y determinar las formas y 
procedimientos de administración y custodia de las claves 
de acceso y demás técnicas que se usen. El Poder Ejecutivo 
podrá determinar estándares uniformadores de las historias 
clínicas electrónicas obligatorias para todos los centros de 
asistencia de la salud. Por lo tanto, no veo clara la relación 
del régimen de administración de la historia clínica con el 
artículo 19. Me preocupa establecer claramente el derecho 
de la familia precisamente en aquellos casos en los cuales 
ha ocurrido un fallecimiento. Creo que sería lógico estable- 
cerel derecho a retirar una copia de la historia clínica y cada 
cual sabrá qué hacer con ella y qué actitud adoptar. No sé 
si el miembro informante está de acuerdo con esta correc- 
ción o enmienda, porque me interesa que este punto quede 
más claro de lo que está. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Tiene la 
palabra el miembro informante, señor Senador Cid. 


SEÑOR CID.- Señor Presidente: si el señor Senador 
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repasa los artículos del Título Il, “De las definiciones”, verá 
que en el artículo 5” qué es lo que definimos por “paciente”, 
cuando dice: “En lo que fuere pertinente se aplicarán las 
mismas normas de los pacientes a sus familiares, cuando su 
presencia y actos se vinculen a la atención de la salud”. Así 
que por “paciente” entendemos al enfermo y a sus familia- 
res, por lo que esa objeción está claramente prevista. Esto 
no es solamente para la historia clínica, sino para todo el 
proceso asistencial. Así que se homologa el derecho del 
enfermo al derecho de los familiares a acceder a los infor- 
mes, ala historia clínica, es decir, a todo lo que significa el 
proceso asistencial. 


SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR CARVALHO.- En este caso, lamento no poder 
coincidir, porque si esto fuera así y esa fuese la interpre- 
tación que tenemos que darle, deberíamos eliminar de la ley 
toda referencia a la familia. Si por paciente se entiende 
también a los familiares en lo que fuere pertinente, entonces 
resulta una superfetación legal su mención específica en 
una serie de normas, como la que refiere a la familia. Si la 
familia se equipara al paciente, identifiquemos los términos 
y apliquémoslos a todo el texto, puesto que de lo contrario 
siempre queda la duda de si se quiso o no decirlo. 


Entiendo el criterio muy razonable que ha expuesto el 
miembro informante, pero lo cierto es que el texto me deja 
algunas dudas y como son situaciones muy dramáticas en 
las que a veces hay intereses en conflicto -familias que 
desean saber, que tienen dudas-, preferiría que se aclarara. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Creo que la hipótesis que 
estábamos analizando es la del fallecimiento. Me parece 
recordar -pero claro, hace tantos años que salí de la Facul- 
tad- que es el artículo 1.026 del Código Civil en el que hay 
una ficción legal en el sentido de que los herederos repre- 
sentan al fallecido. ¿Quiénes van a comparecer? Los here- 
deros, solicitando el informe médico correspondiente. Hay 
una ficción legal que funciona. Si no hay declaratoria de 
herederos, habrá que esperar; pero si la hay, comparecen y 
la consiguen. ¿Quiénes? Hay una ficción legal que continúa 
la personalidad del fallecido en sus herederos. Son los 
herederos los que tienen el derecho a solicitar la historia 
clínica sin perjuicio de que, notoriamente, cuando se produ- 
cen determinadas situaciones, lo que procede es pedir al 
Juez que dé la orden de traer a la sede la historia a los efectos 
consiguientes. 


SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR CARVALHO.- En realidad, mi pretensión era una 
cosa muy sencilla. No pretendía que los familiares de un 
fallecido tuvieran que hacerse declarar herederos, ni hacer 
un trámite judicial para entonces tener derecho a reclamar 
una copia de la historia clínica, ni iniciar un juicio y luego 
pedir al Magistrado que en el período de prueba agregue la 
copia de la historia clínica. Lo que pretendo es que la ley no 
pueda ser interpretada por ninguna institución como esta- 
bleciendo restricciones al derecho de la familia a enterarse 
-si lo cree del caso- de lo que consta en la historia clínica, 
porque muchas veces de allí dependerá si hay o no derecho 
a alguna reclamación. Por lo tanto, no veo el inconveniente 
de que se establezca con precisión en el texto de la ley que 
los familiares directos, ocurrido el fallecimiento de una 
persona, tendrán derecho a obtener una copia de la historia 
clínica completa. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Lo cierto es que los que nos 
movemos en este mundo sabemos que el tema no es tan 
sencillo. Si hay una historia clínica y la van a pedir a efectos 
de hacer una reclamación judicial, ahí aparecen los eternos 
problemas de los hijos, naturales o legítimos, la primer 
cónyuge, los hijos de la primer cónyuge, herederos testa- 
mentarios, es decir que entramos en ese mundo en el cual 
lamentablemente la claridad no es tanta. ¿Qué va a hacer una 
institución mutual o el Ministerio de Salud Pública frente a 
quien comparezca y pida que se le entregue la historia 
clínica? No tengo ninguna duda acerca de que el Ministerio 
dirá: “Justifique la calidad de heredero directo del causante, 
puesto que de lo contrario no le podemos entregar un 
documento público de tanta trascendencia”. Ahora bien, 
que para eso sea necesario ir al Juzgado, no tengo la culpa, 
pero es la única manera eficaz si de la otra parte hay 
resistencia a aceptar la calidad que se invoca. 


SEÑOR CID.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Tiene la 
palabra el Miembro Informante, señor Senador Cid. 


SEÑOR CID.- Me parece que estamos llevando a un 
extremo el tema de la historia clínica que no se compadece 
con el texto del proyecto de ley y lo voy a leer, porque es 
la única forma de que se interprete cuál es el objetivo de 
homologar al paciente con sus familiares. En el artículo 5* 
se establece: “En los casos de minoridad, incapacidad, o 
manifiesta imposibilidad de ejercer sus derechos, y asumir 
sus obligaciones,” -espero que no se me diga que aquí no 
está interpretada en la manifiesta imposibilidad de ejercer 
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su derecho, la muerte- “le representará su representante 
legal o, en su defecto, su cónyuge o el pariente más próximo 
O personas vinculadas de hecho. Extremos que serán deter- 
minados racionalmente por las circunstancias actuantes”. 
Creo que esto salva todo tipo de objeciones. El paciente es 
homologado a sus familiares, a sus parientes más próximos 
o a las personas vinculadas de hecho. 


Por último, quiero agregar que la coma que figura antes 
3 ” 


de la conjunción “y” no es responsabilidad de la Comisión 
de Salud Pública ni del redactor. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- En el artícu- 
lo 5” que acaba de leer el señor Senador está correctamente 
puesta. Ocurre que alo largo del texto se podrá apreciar que 
cuando la coma antecede a la conjunción no es adecuada. 
Por lo tanto, la Mesa se encargará de revisar el texto para 
hacer las correcciones que correspondan. 


Llámese a Sala por cuanto en este momento no hay 
número suficiente de Senadores para proceder a la vota- 
ción. 


(Así se hace) 
(Ingresan a Sala varios señores Senadores) 


- Puesto que se ha logrado el quórum necesario, se vaa 
votar el Título V que comprende los artículos 16 al 20 
inclusive. 


(Se vota:) 
- 15en 16. Afirmativa. 


SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR CARVALHO.- Simplemente, para decir que la- 
mento que se haya perdido la oportunidad, a través de la 
inclusión de tres o cuatro palabras, de resolver un problema 
que ha afectado en el pasado -y presumiblemente pueda 
afectar en el futuro- a familias que han tenido que sobrelle- 
var dificultades de todo orden para poder acceder a la 
historia clínica de familiares fallecidos. Ya que hablamos de 
derechos de los pacientes, considero que esta era la opor- 
tunidad de solucionar este problema y por eso lamento que 
el Senado no haya compartido esta opinión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Se pasaa 
considerar el Título VI, De los Derechos de Privacidad, que 
comprende los artículos 21 a 23 inclusive. 
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Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
- 15en 16. Afirmativa. 


Se pasa a considerar el Título VII, De los Deberes de los 
Pacientes, que refiere a los artículos 24, 25 y 26. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-15en 16. Afirmativa. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Pido la palabra para funda- 
mentar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE ( Dr. Alberto Brause).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Señor Presidente: deseo 
destacar que, entre otros términos que importan de este 
proyecto de ley, el artículo 24 crea obligaciones legales que 
no están determinadas con esta claridad en nuestro derecho 
positivo. En dicho artículo se indica lo siguiente: “... some- 
terse a las medidas profilácticas o de asistencia que se le 
impongan, cuando su estado de salud, a juicio del Ministe- 
rio de Salud Pública, pueda constituir un peligro público.” 
Actualmente no existe una negativa legal, pero tampoco 
una afirmación de ese tenor. El tema es delicado. Natural- 
mente, en este ámbito hoy no parece trascendente, pero en 
el futuro, ante una eventual situación de riesgo sanitario de 
la salud, puede tornarse conflictivo y difícil. Pero, ¿qué se 
ha hecho en el proyecto? Establecerlo en el texto legal. No 
deja de ser una innovación, por lo menos, en la afirmación 
rotunda con que se contiene frente a las circunstancias 
actuales. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- En conside- 
ración el Título VIII, De las Infracciones a la Ley, que 
comprende los artículos 27, 28 y 29. 


SEÑOR NUÑEZ.- Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR NUÑEZ.- Deseo consultar al Miembro Informan- 
te el motivo por el cual se dilata tanto en el tiempo la entrada 
en vigencia con respecto a la fecha de promulgación del 
proyecto. 


SEÑOR CID.- Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Tiene la 
palabra el Miembro Informante señor Senador Cid. 


SEÑOR CID.- La razón de darle tiempo al Poder Ejecutivo 
radica, básicamente, en una interpretación que hacemos de 
las dificultades que conlleva una reglamentación que al- 
canza elementos de análisis muy complejos. Quizás, como 
va a ser la primera vez que se van areglamentar por vía de 
la ley algunos aspectos que figuran en el contenido de la 
norma, creemos que es prudente otorgarle un plazo al Poder 
Ejecutivo para ello. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Señor Presidente: obviamen- 
te, comparto lo expresado por el señor Senador Cid, pero 
agrego que en el Ministerio de Salud Pública hay 16.000 
funcionarios, casi todos ellos afectados por estas normas. 
En la medicina de la actividad privada -esencialmente en las 
mutualistas- no hay esa cifra, pero sí entre 8.000 y 10.000. 
Agréguese a ello Sanidad Militar, Sanidad Policial, sa- 
natorio del Banco de Seguros y los Servicios Médicos del 
Banco de Previsión Social y se concluirá que estamos 
precisando una norma legal para instruir a miles y miles de 
personas que tienen que saber cuáles son sus obligaciones 
frente a una ley que las consigna como derechos del pacien- 
te esencialmente, pero que son obligaciones de todo ese 
sector. 


No es mucho tiempo; incluso, me animaría a decir que 
habrá un tiempo en que sea necesario corregir esta norma 
para ampliarla, sobre todo, para algunos sectores que, por 
las razones que fuere, no lograron hacerlo en tiempo. 


En forma telegráfica, era cuanto deseaba manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


- 16en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley:) 


(Incluir el proyecto) 
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“Título I 


DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LOS PACIENTES 


ARTICULO 1".- La presente ley regula los derechos y 
obligaciones de los pacientes con respecto a los profesio- 
nales de la salud y a los Centros de Asistencia de la Salud. 


ARTICULO 2”.- Los pacientes tienen derecho a recibir 
tratamiento igualitario, y no podrán ser discriminados por 
ninguna razón ya sea de raza, sexo, religión, nacionalidad de 
origen, impedimentos físicos, condición social, nivel cultu- 
ral o capacidad económica. 


Título II 


DELAS DEFINICIONES 


ARTICULO 3".- A los efectos de la presente ley se 
entiende como Centro de Asistencia de la Salud: las Unida- 
des Asistenciales o Preventivas, como Hospitales, Sanato- 
rios y Policlínicas, Asilos, Instituciones o Casas Geriátricas, 
Instituciones de Asistencia Médica Colectiva, Clínicas y 
Consultorios Médicos y Odontológicos de carácter público 
o privado, Laboratorios de Análisis Clínicos, así como 
cualquier otro servicio público o privado donde se preste 
asistencia a la salud, mediante actividad de profesionales, 
equipamientos y medios técnicos. 


ARTICULO 4”".- Se entiende por profesional de la salud 
a médicos, odontólogos, químicos farmacéuticos, practi- 
cantes de medicina, obstetras, enfermeras y estudiantes de 
las disciplinas mencionadas, así como los auxiliares médi- 
cos, personal administrativo y en general toda aquella 
persona, -aun la no remunerada- que desarrolle tarea de 
asistencia de la salud. 


ARTICULO 5".- Se entiende por paciente a toda persona 
que recibe atención de su salud. 


En los casos de minoridad, incapacidad o manifiesta 
imposibilidad de ejercer sus derechos y asumir sus obliga- 
ciones, le representará su representante legal o, en su 
defecto, su cónyuge o el pariente más próximo o personas 
vinculadas de hecho. Extremos que serán determinados 
racionalmente por las circunstancias actuantes. 


En lo que fuere pertinente se aplicarán las mismas nor- 
mas de los pacientes asus familiares, cuando su presencia 
y actos se vinculen a la atención de la salud. 


Título HI 


DE LOS DERECHOS 


ARTICULO 6".- Toda persona tiene derecho a acceder 
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a una atención integral que comprenda las acciones desti- 
nadas a la promoción, protección, recuperación y rehabili- 
tación de la salud. 


Igualmente tiene el derecho de elección del sistema 
asistencial que considere más adecuado, sin más limitacio- 
nes que las derivadas de su situación personal. 


Corresponde al Ministerio de Salud Pública, sin perjui- 
cio de los cometidos y facultades consignados en la ley de 
12 de enero de 1934, la determinación de condiciones hi- 
giénicas relativas a la salud que deben observarse en los 
Centros de Asistencia de la Salud (Art. 3%), así como en 
otros establecimientos colectivos públicos o privados, ta- 
les como cárceles, asilos, salas de espectáculos públicos, 
escuelas públicas o privadas, talleres, fábricas, hoteles y 
todo local de permanencia en común, y disponer su inspec- 
ción y vigilancia. 


Corresponde igualmente a dicha Secretaría de Estado 
difundir el uso de vacunas y sueros preventivos como 
agentes de inmunización; imponer su uso en casos necesa- 
rios y vigilar el cumplimiento de las leyes que imponen la 
obligatoriedad de vacunación y revacunación. El Ministe- 
rio de Salud Pública controlará la preparación oficial y 
privada de sueros y vacunas. 


ARTICULO 7".- Todo paciente tiene derecho a una 
asistencia en salud de calidad, con profesionales debida- 
mente capacitados y autorizados legalmente para el ejerci- 
cio de su actividad por las autoridades competentes. Igual- 
mente tendrá el derecho a acceder a medicamentos de 
calidad, debidamente autorizados y disponibles, y a ser 
informado de los posibles efectos colaterales a su utiliza- 
ción y al propósito con que se prescribieron. 


Igual derecho tiene a recibir una atención solícita y 
respetuosa, en un ambiente adecuado, sin restricciones o 
demoras innecesarias. 


Todo paciente tendrá derecho a que sus exámenes diag- 
nósticos y de laboratorio cuenten con el debido control de 
calidad y al acceso a los mismos cuando lo solicite. 


ARTICULO $".- El Ministerio de Salud Pública es res- 
ponsable de controlar la propaganda destinada a estimular 
tratamientos, o consumo de medicamentos, que no tengan 
la adecuada documentación científica que les acredite, y en 
su caso la pertinente autorización del MSP. Se considerará 
promoción engañosa aquella que no reúna tal condición 
con los alcances contenidos en la Ley N* 17.250, de 11 de 
agosto de 2000, y en particular en el Capítulo IX de ese texto 
legal. 


Corresponderá al Ministerio de Salud Pública la aplica- 
ción de las sanciones previstas para infracciones, en la 
materia que se regla por este artículo, de acuerdo a la 
sistematización contenida en el Capítulo XV de la Ley antes 
citada que se aplicará en lo pertinente. 
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ARTICULO 09".- El Ministerio de Salud Pública informa- 
rá públicamente y en forma regular sobre las condiciones 
sanitarias en el territorio nacional, asícomo al mismo corres- 
ponde levantar y publicitar las estadísticas pertinentes. 


ARTICULO 10.- El Estado garantizará en todos los 
casos el acceso a medicamentos básicos y necesarios para 
atender las enfermedades crónicas. 


Las patologías de carácter crónico deben ser tratadas, 
sin ningún tipo de limitación, ya sea en lo referente a la 
internación, obtención de medicamentos, modalidades 
asistenciales científicamente válidas, así como la rehabili- 
tación de las mismas. 


Las instituciones de asistencia médica privadas serán 
responsables de las omisiones que incurran en el cumpli- 
miento de las precedentes exigencias, cuando deban cum- 
plimentarlas de acuerdo a la normativa que regla su activi- 
dad. 


ARTICULO 11.- Todo procedimiento de asistencia mé- 
dica será acordado entre el paciente (Art. 5) -luego de 
recibir información adecuada, suficiente y continua- y el 
profesional de salud. La autorización del paciente a some- 
terse a procedimientos diagnósticos o terapéuticos estará 
consignada en la historia clínica en forma expresa (consen- 
timiento informado). Esta autorización puede ser revocada 
en cualquier momento. 


Sin perjuicio de lo establecido se presume, salvo prueba 
en contrario, que media consentimiento expreso o tácito del 
paciente por la mera consignación de lo actuado en la 
historia clínica. 


Cuando mediaren razones de urgencia o emergencia, o 
de notoria fuerza mayor, que imposibilitan el acuerdo reque- 
rido, o cuando la circunstancia no permita demora por existir 
riesgo grave para la salud del paciente, se podrán llevar 
adelante los procedimientos a realizar, de todo lo cual se 
dejará precisa constancia en la historia clínica. 


ARTICULO 12.- La docencia de la práctica médica en 
todos los casos podrá ser realizada en cualquiera de las 
instituciones de carácter asistencial. 


Para que la misma revista condición académica, se re- 
querirá se halle incluida en la normativa de la Facultad de 
Medicina y convenida con las Instituciones Estatales y 
Privadas donde se lleve a cabo. 


Título IV 


DE LOS DERECHOS RELATIVOS 
ALA DIGNIDAD DE LA PERSONA 


ARTICULO 13 .- Las instituciones de asistencia médica 
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deberán integrar un Tribunal de Etica que estará conforma- 
do por profesionales de salud y por integrantes no médicos 
representativos de la sociedad civil. En todos los casos, al 
menos la mitad de sus integrantes serán de sexo femenino. 


ARTICULO 14.- Todo paciente tiene el derecho a dispo- 
ner de su cuerpo con fines diagnósticos y terapéuticos. En 
lo pertinente se aplicará la Ley N* 16.628 del 23 de noviembre 
de 1994 (Donación de Organos) y sus modificativas. 


ARTICULO 15.- Todo paciente tiene derecho a un trato 
respetuoso y digno por parte de los integrantes del sistema 
de atención de salud, que tome en cuenta especialmente su 
situación de dependencia. 


Este derecho incluye: 


a) Ser respetado en todas las instancias del proceso de 
asistencia, en especial el trato cortés y amable, el ser 
conocido por su nombre y el recibir una explicación 
de su situación, clara y en tiempo (literal f)) y cumpli- 
miento de los horarios de atención comprometidos. 


b) Procurar que en todos los procedimientos de asisten- 
cia médica se evite el dolor físico y emocional, cual- 
quiera sea su situación fisiológica o patológica. 


c) Estar acompañado por sus seres queridos y repre- 
sentantes de su confesión particularmente en mo- 
mento de peligro de vida o proximidad de la muerte y 
durante la enfermedad, en la medida que esta presen- 
cia no interfiera con los derechos de otros internados 
y procedimientos médicos imprescindibles, a menos 
que en este último caso el paciente así lo disponga 
expresamente. 


d) Morir con dignidad, entendiendo dentro de este con- 
cepto el derecho a morir en forma natural, en paz, sin 
dolor, evitando en todos los casos anticipar la muerte 
oprolongar artificialmente la vida del paciente cuan- 
do no existan razonables expectativas de mejoría 
(futilidad terapéutica). 


e) Negarse a que su patología se utilice con fines do- 
centes, en particular cuando esto conlleve pérdida 
en su intimidad, molestias físicas, acentuación del 
dolor o reiteración de procedimientos diagnósticos. 
En todas las situaciones que se utilice un paciente 
con fines docentes tendrá que existir consentimiento 
previo del mismo. Esta autorización podrá ser retira- 
da en cualquier momento. 


f) Una información completa y veraz de su estado, 
diagnóstico, y terapéutica aplicada o a aplicarse. 
Igualmente de los riesgos que conlleva el tratamiento 
prescrito. 


g) Que no se practiquen sobre su persona actos médi- 
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cos contrarios a su integridad física o mental, dirigi- 
dos a violar sus derechos como persona humana o 
que tengan como resultado tal violación. 


h) En lo que fuere pertinente se aplicará a los enfermos 
psiquiátricos las disposiciones de la presente ley, 
sin perjuicio de la vigencia de las normas de la Ley 
N* 9.581, del 8 de agosto de 1936 (Asistencia a 
Psicópatas). 


Título V 


DEL DERECHO AL CONOCIMIENTO 
DE SU SITUACION DESALUD 


ARTICULO 16.- Todo paciente tiene derecho a conocer 
todo lo relativo a su enfermedad y en su mérito a los 
siguientes derechos: 


a) A conocer la probable evolución de la misma de 
acuerdo a los resultados obtenidos, en situaciones 
comparables. 


b) A conocer en forma clara y periódica la evolución de 
su enfermedad, lo que deberá ser hecho por escrito 
si así lo solicitase el paciente. Igualmente conocer de 
la existencia de otros recursos de acción médica, no 
disponibles en la institución de asistencia donde se 
realiza la atención de salud. 


En situaciones excepcionales, y con el único objeti- 
vo del interés del enfermo, se podrán establecer 
restricciones al derecho de conocer el curso de la 
enfermedad o cuando el paciente lo haya expresado 
previamente ("derecho a no saber"). 


El derecho a no saber voluntario puede ser relevado 
cuando a juicio del médico concernido la falta de 
conocimiento constituya un riesgo para la persona o 
la sociedad. 


c) Conocer quién o quiénes intervienen en el proceso 
de asistencia de su enfermedad, con especificación 
de nombre, cargo y función. 


d) A que se lleve un registro escrito o electrónico 
(Historia Clínica) completo donde figure, hasta don- 
de sea posible, la evolución de su estado de salud 
desde el nacimiento hasta la muerte, así como los 
diagnósticos y terapias aconsejadas, con la semiolo- 
gía realizada y la evolución del paciente. 


La Historia Clínica es el conjunto de documentos, no 
sujetos a destrucción ni alteración que registran los 
aspectos señalados. 


En caso de que éste cambie de institución, o así lo 


464-C.S. 


requiera, se le entregará copia de la historia clínica, 
la que deberá tener todos los elementos del original. 
La historia clínica será reservada, y sólo podrán 
acceder a la misma los profesionales intervinientes y 
el paciente, y en su caso su familia (Art. 19). 


El revelar su contenido, sin que fuere necesario para 
el tratamiento o mediare orden judicial, o conforme a 
lo dispuesto en el artículo 18, hará pasible del delito 
previsto en el artículo 302 del Código Penal. 


e) A que la familia directa -ante requerimiento expreso 
de la misma- conozca la situación de salud del enfer- 
mo y siempre que no medie la negativa expresa de 
éste. 


En caso de enfermedades consideradas estigmati- 
zantes en lo social, el médico deberá consultar con el 
paciente el alcance de esa comunicación. La respon- 
sabilidad del profesional, en caso de negativa por 
parte del enfermo, quedará salvada asentando en la 
historia clínica esta decisión. Será de aplicación lo 
previsto "in fine" del literal b) de este artículo. 


f) A que, en situaciones donde la ciencia médica haya 
agotado las posibilidades terapéuticas de mejoría 
o curación, esta valoración esté claramente consig- 
nada en la historia clínica, constando eventualmente 
a continuación la decisión médica: "No Reanimar”, 
impartida por el médico tratante, el que comunicaráa 
la familia directa. 


g) Conocer previamente, cuando corresponda, el costo 
que tendrá el servicio de salud prestado, sin que se 
produzcan modificaciones generadas durante el pro- 
ceso de atención. En caso de que esto tenga posibi- 
lidad de ocurrir será previsto e informado al paciente 
por las autoridades de la institución o los profesio- 
nales actuantes. 


h) Conocer sus derechos y obligaciones, y las regla- 
mentaciones que rigen los mismos. 


1) Aceptar o rechazar los tratamientos propuestos, en 
cuyo caso y a solicitud del médico, deberá firmar un 
documento en el sentido que estime salvo en los 
casos de emergencia, con riesgo vital e imposibilidad 
de expresarse, donde se estará al criterio del profe- 
sional actuante. 


3) Requerir consulta con otro médico, a quien el tratante 
informará del modo más leal y amplio. 


k) Encaso de fallecimiento se extenderán los documen- 
tos y certificados médicos dispuestos por la norma- 
tiva vigente. Se entregará el cuerpo alos familiares o 
a quienes se indiquen alos efectos de lainhumación, 
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procediéndose siempre con el tratamiento respetuo- 
so y adecuado. 


ARTICULO 17.- Es de interés público el establecimien- 
to, en todo Centro de Asistencia a la Salud, de la historia 
clínica electrónica única de personas, desde el registro 
perinatal hasta el fallecimiento. 


A los efectos de esta ley se entiende por historia clínica 
electrónica el conjunto de datos referidos estrictamente a la 
salud de una persona, procesados a través de medios 
informáticos o telemáticos. 


ARTICULO 18.- Toda historia clínica, debidamente 
autenticada, en medio electrónico constituye documenta- 
ción auténtica y como tal, será válida y admisible como 
medio probatorio. 


Se considerará autenticada toda historia clínica en me- 
dio electrónico cuyo contenido esté validado por una o más 
firmas electrónicas mediante claves u otras técnicas segu- 
ras, de acuerdo al estado de la tecnología informática. Se 
aplicará a lo establecido lo dispuesto en los artículos 129 y 
130 de la Ley N* 16.002, de 25 de noviembre de 1998, 
artículos 693 inciso 3” y 697 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero 
de 1996 y el artículo 25 de la Ley N* 17.243, de 29 de junio 
de 2000. 


ARTICULO 19.- Es de responsabilidad de los Centros 
de Asistencia de la Salud dotar de seguridad a las historias 
clínicas electrónicas y determinar las formas y procedimien- 
tos de administración y custodia de las claves de acceso y 
demás técnicas que se usen. 


El Poder Ejecutivo podrá determinar estándares 
uniformizadores de las historias clínicas electrónicas obli- 
gatorias para todos los Centros de Asistencia de la Salud. 


ARTICULO 20.- El Poder Ejecutivo reglamentará lo es- 
tablecido en los artículos 17, 18 y 19 precedentes en cum- 
plimiento de las normas citadas y las que le fueren aplica- 
bles de la presente ley. 


Título VI 


DE LOS DERECHOS DE PRIVACIDAD 


ARTICULO 21.- Todo paciente tiene derecho a la 
privacidad y confidencialidad de todo lo relacionado con su 
salud o enfermedad. Sólo por disposición legal expresa u 
orden judicial se podrá relevar a las autoridades de los 
Centros de Asistencia y alos profesionales de la salud de 
tal obligación, la que no cesa porque el paciente deje de ser 
atendido en el mismo o eventualmente falleciere (Art. 302 
del Código Penal). 
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ARTICULO 22.- Todo paciente tiene derecho a que su 
historia clínica (artículo 17, lit. d)) sólo sea consultada por 
el equipo de asistencia médica y los encargados de la 
supervisión de la asistencia. El personal administrativo de 
las instituciones sólo podrá acceder a la historia clínica con 
el único objeto de facilitar el acto asistencial, estando 
obligado aiguales limitaciones que cualquier otro integran- 
te del equipo. 


En los casos en que la historia clínica esté informatizada 
y en red, sólo podrán acceder a la información los respon- 
sables de la atención médica y el personal administrativo 
vinculado en ésta, mediante una clave de acceso. 


ARTICULO 23.- El Centro de Asistencia, y en lo perti- 
nente el profesional actuante deberá cumplir las obligacio- 
nes legales que le imponen denuncia obligatoria en casos 
de muertes o circunstancias de violencia, drogadicción, 
enfermedades de denuncia forzosa y eventualmente de 
casos de accidentes de trabajo si procede. 


Título VII 


DE LOS DEBERES DE LOS PACIENTES 


ARTICULO 24.- Toda persona tiene el deber de cuidar 
su salud, así como el de asistirse en caso de enfermedad 
(Art. 44 de la Constitución). Asimismo tiene la obligación de 
someterse a las medidas profilácticas o de asistencia que se 
le impongan, cuando su estado de salud, ajuicio del Minis- 
terio de Salud Pública, pueda constituir un peligro público 
(artículo 224 del Código Penal). 


El paciente tiene la obligación de suministrar al equi- 
po de salud actuante información cierta, precisa y completa 
de su proceso de enfermedad, así como de sus anteceden- 
tes, enfermedades padecidas y los hábitos de vida adopta- 
dos. 


ARTICULO 25.- El paciente es responsable de seguir el 
plan de tratamiento y controles establecidos por el profe- 
sional de la salud. Tiene igualmente el deber de utilizar 
razonablemente los servicios de los Centros de Asistencia, 
evitando abusos que desvirtúen su finalidad y distraigan 
recursos en forma innecesaria. 


ARTICULO 26.- El paciente, o en su caso quien le 
representa o asiste (artículo 5”), es enteramente responsa- 
ble de las consecuencias de sus acciones si rehúsa algún 
procedimiento de carácter diagnóstico o terapéutico, así 
como si no sigue las directivas médicas. 


El paciente puede abandonar el Centro de Asistencia de 
Salud sin el alta correspondiente quedando consignada en 
la historia clínica esta decisión, siendo considerada esta 
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situación como de "alta contra la voluntad médica", que- 
dando exonerada la institución y los profesionales de salud 
intervinientes de todo tipo de responsabilidad por ello. 


Título VII 
DE LAS INFRACCIONES A LA LEY 


ARTICULO 27.- Las infracciones a la presente ley 
determinarán la aplicación de las sanciones administrativas 
previstas en la normativa vigente, sin perjuicio de las 
acciones civiles o penales que se pudieren derivar de su 
violación. 


ARTICULO 28.- Sin perjuicio de lo establecido en el 
artículo anterior, los agrupamientos de profesionales con 
personería jurídica, con organismos que juzgan la conducta 
profesional de los médicos, basados en normas 
estatutariamente establecidas, podrán establecer sancio- 
nes exclusivamente en el ámbito de la institución y con 
efectos en la actividad de la misma. 


ARTICULO 29.- La presente ley entrará en vigencia a 
los 180 (ciento ochenta) días de su promulgación. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Monte- 
video, a 6 de julio de 2004. 


LUIS HIERRO LOPEZ 
Presidente 
MARIO FARACHIO 
Secretario”. 


20) SELEVANTA LA SESION 


SEÑOR SANABRIA.- Pido la palabra para una moción de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR SANABRIA.- Formulo moción para que se le- 
vante la sesión y los asuntos pendientes pasen para la 
sesión de mañana. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- No hay 
número para votar, ya que sólo hay quince Senadores en 
Sala. Por lo tanto, se levanta la sesión. 


(Así se hace a la hora 19 y 46 minutos, presidiendo el 
señor Senador Brause y estando presentes los señores 
Senadores Carvalho, Casartelli, Cid, Correa Freitas, 
Couriel, García Costa, López, Mujica, Pereyra, Ponce de 
León, Pou, Sanabria, Segovia y Topolansky.) 
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